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1) TEXTO DE LA CITACION 3) ASUNTOS ENTRADOS 


“Montevideo, 20 de junio de 1988. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 


extraordinaria el próximo miércoles 22, a la hora 17, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar 
el siguiente 


2) 


Me, 


Flores Silva, 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular del proyecto de ley por 
el que se modifican algunas disposiciones de los Có- 
digos Penal, del Proceso Penal y del Niño, a los efec- 
tos de asegurar un mejor amparo de la sociedad 
contra la delincuencia en sus distintas modalidades. 


(Carp. N* 909/87 - Rep. N9 39/88) 


LOS SECRETARIOS.” 


ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Bat. 
Capeche, Cassina, Cersósimo, Fá Robaina, Ferreira, 
Forteza, García Costa, Gargano, Guntin, 


Jude, Lacalle Herrera, Martínez Moreno, Mederos, Ortiz, 
Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Camusso, 
Singer, Tourné, Trayersoni y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Cigtiuti 


y Senatore y con aviso, los señores senadores Olazábal, 
Terra Gallina! y Ubillos. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Habiendo número está abier. 


ta la sesión. 
(Es la hora 17 y 11 minutos) 
-—Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Montevideo, 22 de junio de 1988. 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 


los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se autoriza al Diario Oficial a publicar un 
extracto de la documentación contable de las Socie- 
dades Anónimas, artículo 74 de lá Ley N% 11.294, con 
la redacción dada por el artículo 12 'de la Ley núme- 


ro 12.080. 


A la Comisión de Constitución y-Legislación. 


Por el que se designa a la Escuela N? 115 del depar- 
tamento de Rivera con el nombre de “Juana de Ibar- 


bourou”, 


y por el que se designa a la Escuela N% 204 “Hogar” 
de Montevideo con el nombre de “Emilio Verdesio”. 


—A la Comisión de Educación y Cultura. 


22 de Junio de 1988 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo por los que comunica haber 
dictado los siguientes Decretos y Resoluciones: 


Por los que se libra por el Ministerio de Economía y 
Finanzas Ordenes de Pago a favor de la Cooperativa 
Nacional de Productores de Leche (CONAPROLE) por 
concepto de subsidios a los consumos de leche bene- 
ficiados correspondientes a los meses de agosto, se- 
tiembre, octubre, noviembre y diciembre de 1987. 


Por el que se autoriza al Ministerio de Economía y 
Finanzas a líbrar Orden de Entrega a favor de la 
Dirección Nacional de Correos. 


Por el que se incorpora al Plan de Inversiones 1988, 
del Inciso 12 “Ministerio de Salud Pública”, Progra- 
ma 002 “Prestación Integral de los Servicios de Sa- 
lud”, el Proyecto 770 “Estudio de Factibilidad para la 
Construcción y Equipamiento del nuevo Hospital Pas- 
teur”. 


- Ténganse presentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas de la República por las 
que pone en conocimiento las observaciones interpuestas 
a los siguientes expedientes: 


Del Banco de Previsión Social: relacionadas con va- 
rías Ordenes de Pago, y con el pago de facturas de 
ANTEL. 


De la Dirección Nacional de Comercio y Abasteci- 
miento: relacionadas con el arrendamiento de un lo- 
cal en la calle 18 de Julio, y con la contratación en 
régimen de arrendamiento de obra de varios funcio. 
narios. 


Del Poder Ejecutivo: relacionada con la Licitación 
Pública N? 1/87. 


De la Universidad de la República: (Escuela de Bellas 
Artes) referente a deudas contraidas con varias em- 
presas. 


Dei Ministerio de Educación y Cultura: relacionada 
con autorización para gastar N9% 013/2792, 


De la Suprema Corte de Justicia: relacionada con el 
pago de trabajos de pintura. 


Del Ministerio de Economía y Finanzas: relacionada 
con Orden de Entrega N? 802.104 a favor de la Direc. 
ción Nacional de Loterias y Quinielas. 


Del Ministerio de Salud Pública: relacionada con va- 
rios gastos. 


Del Ministerio de Industria yy Energía: relacionada 
con la Orden de Entrega N? 100.984. 


De la Comisión Honoraria Pro-Erradicación de la Vi- 
vienda Rural Itsalubre (MEVIR):; relacionada con los 
Estados Contables remitidos. 


Del Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Es- 
pectáculos: relacionada con la Auditoría practicada 
por el periodo comprendido entre enero y noviembre 
de 1987. 
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— A las Comisiones de Hacienda y de Constitución y 
Legislación. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que so- 
licita venia para exonerar de su cargo a un funcionario 
de la Dirección Nacional de Aduanas - Ministerio de Eco. 
nomía y Finanzas. 


(Carp. N? 1136/88) 
—A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comunican- 
do la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se aprueba el Convenio de Intercambio 
Cultural entre la República y la República de Colom. 
bia. 

(Carp. NO 342/85) 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Programa de las Naciones Uni. 
das para el Desarrollo. 


(Carp. N* 516/86) 


Por el que se aprueban las Bnmiendas al Anexo del 
Protocolo de 1978 relativo al Convenio Internacional 
para prevenir la contaminación por los buques, apro- 
bado por Resolución del 7 de setiembre de 1984. 


(Carp. N? 645/86) 


Por el que se aprueba el Convenio Comercial entre la 
República y la República de Cuba. 


(Carp. N? 708/86) 


Por el que se aprueba el Convenio Internacional so- 
bre Arqueo de Buques, hecho en Londres el 23 de ju- 
nio de 1969. 


(Carp, N9 950/87) 


—Ténganse presentes y archivense. 


La Suprema Corte de Justicia remite Mensajes por 
los. que comunica haber dictado las siguientes sentencias: 


En autos caratulados “Gobierno Departamental de 
Flores c/Estado. Ministerio de Economia y Finanzas - 
Inconstitucionalidad . (Vía de acción)”, 


y en autos caratulados “Gobierno y Administración 
del Departamento de Paysandú c/Estado - Ministerio 
de Economia y Finanzas - Inconstitucionalidad (Via 
de acción)”. 


—Ténganse presentes. 

El Ministerio de Economia y Finanzas remite la in- 
formación solicitada por el señor senador Uruguay Tour- 
né relacionada con diversos aspectos del denominado 
“Plan Familia”. 


—A disposición del señor senador Uruguay Tourné. 


La Administración Nacional de Ferrocarriles del Es- 
tado: remite notas comunicando su opinión y la opinión 
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en minoría en relación al proyecto de ley sobre la posi. 
bilidad de licitar por AFE los servicios de pasajeros, car- 
gas y encomiendas que le fuera solicitada por la Comi- 
sión de Transporte y Obras Públicas. 


—A la Comisión de Transporte y Obras Públicas. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mado el siguiente proyecto de ley: 


Por el que se aprueba el Convenio de Viena para la 
protección de la Capa de Ozono y sus anexos. 


(Carp. N* 1093/88) 
-—Repártase, 


La Comisión de Educación y Cultura eleva informa. 
dos los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se designa con el nombre “Profesor Juan 
Luis Perrou” al Liceo Departamental de Colonia, 


(Carp. N?* 1024/87) 


y por el que se designa con el nombre “Serafín J. 
Garcia” a la Escuela N? 17 de Vergara, departamento 
de Treinta y Tres. 


(Carp. N? 1027/87) 
—Repártanse. 


La Comisión de Hacienda eleva informado el proyec- 
to de ley que regula el tratamiento tributario para los 
contratos de crédito de uso que se celebren en el marco 
normativo del proyecto de ley a estudio del Cuerpo. 


(Carp. N* 834/87) 
—Repártase. 


La Cámara de Representantes remite la versión ta- 
quigráfica de las palabras pronunciadas por el señor re- 
presentante Alem Garcia, con destino a la Comisión de 
Defensa Nacional, planteando la necesidad de estudiar 
soluciones para que se reconozca el derecho al ascenso 
del personal militar reincorporado. 


—A la Comisión de Defensa Nacional. 


La Cámara de Representantes remite la versión ta- 
quigráfica de las palabras pronunciadas por el señor re- 
presentante Héctor Lezcano, con destino a la Comisión de 
Defensa Nacional, relacionadas con las expresiones verti- 
das por el señor Ministro de Defensa Nacional en un pro- 
grama televisivo. 


---A la Comisión de Defensa Nacional, 


La Cámara de Representantes remite notas comuni- 
cando la sanción de los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se aprueba la Convención para la Protec- 
ción del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, apro- 
bado por la Conferencia General de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia 
y la Cultura. 

(Carp. N? 877/87) 
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Por el que se autoriza la colocación de un busto re- 
cordatorio de don Isaac Ferreira Correa en el predio 
del hospital de la ciudad de Castillos. 


(Carp. N? 1108/88) 
-—Ténganse presentes, 


La Cámara de Representantes remite nota comuni. 
cando la resolución adoptada por la que el señor José Fe- 
lipe Bruno, continúa integrando dicho Cuerpo en carác- 
ter definitivo, en representación del departamento de Ta. 
Cuarembó, por renuncia del titular, señor Marino Irazo. 
qui. 

—Téngase presente. 

Los señores senadores Walter Olazábal y A. Francisco 
Rodríguez Camusso presentan con exposición de motivos 
un proyecto de ley por el que se suspenden los lanzamien- 
tos contra los arrendatarios ahorristas del Banco Hipote- 
cario del Uruguay hasta que se rehabiliten los préstamos 
para adquisición de viviendas usadas, y no ahorristas con 
carpetas ingresadas antes del 30 de agosto de 1987. 

(Carp. N? 1137/88) 


—A la Comisión de Hacienda.” 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una solici. 
tud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Carlos W. Cigliuti solicita licencia 
por el término de 31 días.” 


—Léase. 
(Se lee:) 
“Junio, 20 de 1988. 


Señor Presidente del Senado 
Dr. Enrigue E. Tarigo. 


Señor Presidente: 


La Asociación “Piamonteses en el mundo”, con sede 
en Turín, me ha invitado para participar en la ceremonia 
anual que realiza en dicha ciudad en el entrante mes de 
julio. - 


A fin de poder cumplir con la invitación recibida, so- 
licito del Senado licencia por treinta y un días a partir 
del 22 del corriente, 


Agradezco al señor Presidente y a los señores sena- 
dores una resolución favorable y los saludo con elevada 
consideración. 


Carlos W. Cigliuti. Senador.” 


22 de Junio de 1988 
, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Oportunamente se votará. 
—Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Carlos Julio Pereyra solicita licen- 
cia por el término de 31 días.” 


—-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 22 de junio de 1988. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Enrique E. Tarigo 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la. presente me dirijo a Ud. para solicitar licencia 
por 31 días a partir del 1% de julio de 1988; por viajar al 
exterior invitado por el gobierno de Israel, y el Presiden- 
te de la Asamblea Nacional de Egipto, respectivamente. 


Sin otro particular, saludo a Ud. atentamente. 
Carlos Julio Pereyra, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Oportunamente se votará. 


5) PROYECTOS PRESENTADOS 
“Carp. N? 1137/88 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Las medidas adoptadas por el Directorio del Banco 
Hipotecario del Uruguay, por las cuales se suspendieron 
las líneas de crédito para no ahorristas (30 de agosto de 
1987) y luego para ahorristas (29 de marzo de 1988), han 
perjudicado a muchas familias que habian depositado to- 
das sus esperanzas para la adquisición de su vivienda, en 
los préstamos otorgados por el Banco. 


Para los primeros, basados en la confianza que les ims- 
piró una Institución estatal, la medida significó el in- 
cumplimiento de contratos con altas multas, por el en- 
lentecimiento en la escrituración de préstamos ya solici. 
tados. Por supuesto, que para quienes todavía no lo ha- 
bían hecho, significó la certeza de la frustración por no 
contar con el apoyo del Banco. 


Para los segundos, también el incumplimiento de los 
compromisos firmados. Y para quienes aún no habían so- 
licitado el crédito, el comprobar que los sacrificios reali- 
zados para cumplir con el ahorro previo de por lo menos 
veinticuatro meses, no tendria los resultados esperados. 


Esta situación que ya es grave en estos términos, se 
torna aun, para quienes tienen la calidad de inquilinos 
desalojados, en plazo para ser lanzados. No están en con- 
diciones de firmar un nuevo contrato de arrendamiento 
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pero tampoco pueden disponer de sus viviendas por las 
resoluciones a que haciamos referencia. 


Entendemos que esto que proponemos no soluciona 
el problema de fondo. Pero sí estamos convencidos que 
para muchas familias significa la tranquilidad de que hoy 
no gozan, por lo menos hasta que el Banco arbitre las 
medidas imprescindibles para cumplir con sus cometidos. 


Montevideo, 10 de junio de 1988. 


A. Francisco Rodriguez Camusso, Cr, Walter Ol2- 
zábal, Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — Suspéndese los lanzamientos contra 
arrendatarios que tengan la calidad de ahorristas ante el 
Banco Hipotecario del Uruguay, hasta tanto éste rehabi- 
lite los préstaraos para adquisición de vivienda usada. 


Asimismo, suspéndese los lanzamientos contra arren- 
datarios que no teniendo la calidad de ahorristas ante el 
Banco, hayan ingresado sus carpetas de solicitud antes 
del 30 de agosto de 1987 y aún no hayan escriturado sus 
préstamos. 


Art. 229 — Comuníquese, etc. 


A. Francisco Rodríguez Camusso, Cr. Walter Ola. 
zábal, Senadores.” 


6) SEÑOR SENADOR UBILLOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra al orden 
del dia. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO, — El Cuerpo recibió la noticia 
de que el señor senador Ubillos sufrió un accidente, que 
si bien no es grave, sí es bastante molesto y ha motivado 
su internación. 


Sugiero que por intermedio de la Mesa el Senado se 
interese por el estado de salud de nuestro estimado com. 
pañero. 

(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará, señor senador. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado ahora está en 
condiciones de votar las licencias leídas oportunamente, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se 
concede Ja licencia solicitada por el señor senador Ci. 
gliuti. 


(Se vota:) 


—16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En segundo término, se va a votar si se concede la 
licencia solicitada por el señor senador Pereyra. 
(Se vota:) 


—-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se convoca a los suplentes respectivos. 


8) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Dése cuenta de varios de- 
sistimientos ante la convocatoria efectuada para integrar 
el Cuerpo. 


(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 22 de junio de 1988. 


Sr, Presidente del Senado 
Dr, Enrique E. Tarigo 


Presente 
De mi mayor consideración: 


Tengo el honor de dirigirme a usted a efectos de pre- 
sentar renuncia por esta única vez a la convocatoria que 
me ha realizado cl Senado de la República con motivo 
de la solicitud de licencia del señor senador don Carlos 
W. Cigliuti. 


Hago propicia la ocasión para saludar al señor Pre- 
sidente y a los demás miembros de ese Cuerpo con mi más 
distinguida consideración. 

Cr. Ricardo Zerbino. 


“Londres, junio 20 de 1988. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Dr. don Enrique Tarigo 


Sr. Presidente: 


Tengo el honor de dirigirme al señor Presidente para 
manifestarle que no acepto por esta única vez, la convo- 
catoria que me hará el Senado de la República para inte- 
“rar ese digno Cuerpo con motivo solicitud licencia del 
_¿ñor senador Carlos Cigliuti. 


Reciba un fuerte abrazo de 


Dr. Luis Alberto Solé 
Embajador en Londres.” 


“Montevideo, 22 de junio de 1988. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Enrique E. Tarigo 


Presente 
De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado para desempeñar la suplen- 
cia del señor senador don Carlos Cigliuti, y ante la im- 
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posibilidad de ejercer la misma, vengo a presentar por 
esta única vez renuncia a tan digna convocatoria. 


Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para 
saludar a usted muy atentamente. 


Sr. Jorge L. Franzini.” 


SEÑOR PRESIDENTE. . - Convóquese, entonces, al su- 
plente siguiente, señor José Luis Guntin. 


Estando en antesala y habiendo prestado el juramen- 
to de estilo, se le invita a incorporarse al Cuerpo. 


¿Entra a Sala el señor senador Guntin) 


9 ARCHIVO DE CARPETAS 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador Lacalle Herrera, 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Deseo solicitar que 
se saquen de archivo duos carpetas, que son la N9 529/86, 
sobre importación de productos quimicos y la N9 571/86, 
sobre fondo especial de salud pública, 


SENOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la solicitud formulada por el señor 
senador Lacalle Herrera. 


/Se vota: > 


-—-20 en 20. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


10) PEDIDOS DE INFORMES. Su reiteración. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Me permite, señor 
Presidente, para otra cuestión de orden? 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador. 


- Tiene la palabra el señor 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Quiero solicitar que 
el Senado haga suyos algunos pedidos de informes: el del 
$ de marzo de 1988 al Banco de Seguros del Estado, re- 
lativo a la nómina de inmuebles que son propiedad de 
esta institución, tanto urbanos como rurales, y su forma 
de ocupación; y el del 7 de abril de 1988 al Ministerio de 
Economía y Finanzas, sobre la empresa INCUR. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la solicitud formulada por el señor 
senador Lacalie Herrera. 


(Se vota:) 
—20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) CODIGOS PENAL, DEL PROCESO PENAL Y 
DEL NIÑO. Modificaciones, 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra a conside- 
rar el asunto motivo de la convocatoria: “Proyecto de ley 
por el que se modifican algunas disposiciones de los Códi- 
gos Penal, del Proceso Penal y del Niño, a los efectos 
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de asegurar un mejor amparo de la sociedad contra la 
delincuencia en sus distintas modalidades. (Carp. núme- 
ro 909/87 - Rep. N? 39/88)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N? 909/87 
Rep. N?2 39/88 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 24 de setiembre de 1987 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Doctor Enrique Tarigo 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de elevar a la con- 
sideración de ese Cuerpo, el proyecto de ley relacionado 
con la delincuencia en sus distintas modalidades en aten- 
ción a las consideraciones que se desarrollan en la expo- 
sición de motivos que se agrega adjunta. 


Saludamos al señor Presidente con nuestra mayor 
consideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de la Repúbli- 
ca. Adela Reta, Antonio Marchesano. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


i. INTRODUCCION. — El país registra, en los últimos 
tiempos, un clima preocupante en torno a la problemática 
criminal. Si bien las cifras de la delincuencia nacional no 
han variado sustancialmente en los últimos cinco años, se 
observan algunas particularidades que han generado am- 
plios comentarios en los medios de comunicación y una 
verdadera alarma social, fundamentalmente en el departa 
mento capitalino. En efecto, al examinar la distribución 
de las cifras totales en relación a los tipos delictivos se 
comprueba un aumento de acciones violentas, lesivas de 
los bienes jurídicos de la vida e integridad personal. Asi 
por ejemplo, el número de los homicidios cometidos en 
los seis primeros meses del corriente año, duplican los 
ocurridos en igual período del pasado año 1986. Del mis- 
mo modo, en la órbita de los delitos contra el patrimonio 
se observa una disminución de los hurtos al mismo tiempo 
que un aumento, que se mantiene año a año, en términos 
generales desde 1980 a la fecha, de los delitos de rapiña. 


Otra característica que merece ser subrayada, surgida 
en el año 1986 y acentuada en el correr del presente año, 
es el aumento de una modalidad de la rapiña que compro- 
mete valores fundamentales de la convivencia humana, 
llamada “copamiento domiciliario”, Se ha comprobado asi- 
mismo, el uso cada vez más frecuente de armas de fuego, 
algunas de grueso calibre y otras particularmente peli 
grosas como las de caño cortado, 


La delincuencia juvenil participa de las mismas Ca- 
racterísticas de la delincuencia adulta; se observa una 
alarmante disminución de la edad en que se comienza la 
actividad delictiva y el acceso de menores a las armas de 
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fuego que como es natural, dada su inmadurez, multipli. 
can su peligrosidad. 


El Poder Ejecutivo después de analizar los fenómenos 
antes enunciados y de un fecundo intercambio de ideas 
con todos los sectores vinculados al tema, ha adoptado una 
serie de medidas administrativas de naturaleza preventiva 
y ha considerado conveniente propiciar la modificación de 
algunas disposiciones de los Códigos Penal, del Proceso 
Penal y del Niño, 


2, MODIFICACIONES AL CODIGO PENAL, -— Es- 
tudiada la dosimetría penal vigente se ha arribado a la 
conclusión que las penas previstas en nuestra legislación 
traducen una adecuada valoración de las conductas delic- 
tivas. 


En otras palabras, no se estima necesario agravar las 
penas, lo que ya fue hecho, con respecto a los guarismos 
primitivos del Código Penal de 1934 en la Ley N? 14.068 
denominada de Seguridad del Estado, de 26 de junio de 
1972. 


Sin perjuicio de las modificaciones de las disposiciones 
del Decreto 652/970 que se proyectan, se propone la 
creación de una figura delictiva a incorporarse en el títu- 
lo de los delitos contra la Seguridad Pública que contem. 
ple la violación de las normas en materia de armas prohi- 
bidas. Se trata de un delito de peligro abstracto, cuyo 
precepto participa de la naturaleza de las leyes penales 
parcialmente en blanco en la medida en que el mismo 
debe integrarse con las normas que dicte el Poder Eje- 
cutivo en materia de armas prohibidas. Una norma penal 
sustancialmente similar a la proyectada figura, con idén- 
tica ubicación sistemática, en varios códigos contempo- 
ráneos. (Venezuela, México, Cuba). 


A fin de permitir al Poder Ejecutivo ampliar la nó- 
mina de armas prohibidas se proyecta, asimismo, modifi- 
car el artículo 13 del Decreto-Ley N% 10.415, de 13 de fe- 
brero de 1943. En dicho artículo se establece la facultad 
del Poder Ejecutivo de declarar de uso exclusivo del Ejér- 
cito, Marina y Policía determinadas armas y, por consi. 
guiente, declarar prohibidas su adquisición venta y tenen. 
cia por particulares o instituciones públicas o privadas. Ex 
el proyecto que elevamos a consideración del Parlamemo 
se propicia otorgar al Poder Ejecutivo la facultad de pro. 
hibir otro tipo de armas o municiones en atención a lo* 
riesgos sociales que su tenencia o uso generen. 


La comprobación del creciente número de armas que 
se portan en forma ilegal, ha determinado la iniciativa de 
castigar con una multa más severa al uso y retención jlí- 
cita de armas. Con la finalidad de acentuar el disvalor de 
las conductas aludidas se independiza la figura. delictiva 
y se extrema el rigor de la pena, 


3. MODIFICACIONES AL CODIGO DEL: PROCESO 
PENAL. --— En el artículo 5 del Proyecto, se contempla 
la modificación del artículo 328 del Código del Proceso 
Penal exigiéndose cuatro votos conformes de la Suprema 
Corte de Justicia para la concesión de la libertad antici- 
pada en los casos en que ésta proceda cumplida la mitad 
de la pena impuesta y se excluye la posibilidad de otor- 
garla, en este supuesto, cuando se tratare de condena por 
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delito de homicidio muy especialmente agravado, por de- 
litos de rapiña reiterados o por el delito de violación, co- 
metido contra la voluntad de la víctima. 


Esta modificación persigue el propósito de robustecer 
la defensa jurídica de bienes fundamentales que hoy apa- 
recen especialmente comprometidos. 


Se propicia, asimismo, la modificación de la norma 
procesal aludida en el sentido de dejar a criterio de la Su- 
prema Corte de Justicia la concesión de la libertad antl- 
cipada a los dos tercios de la condena a pena de peniten. 
ciaría para que ésta pueda ponderar, en cada caso, los dis- 
tintos factores que operan en favor o en contra de dicha 
concesión. 


Por último en el artículo 6 se confía al Patronato Na- 
cional de Encarcelados y Liberados la vigilancia de las 
personas en libertad anticipada. 


La Ley N? 15.743, de 14 de mayo de 1985, dispuso, en 
su artículo 5%, que los procesados y penados liberados con- 
forme a sus prescripciones, quedarían sujetos a un régi. 
men de vigilancia a cargo del mencionado Patronato. 


Los resultados obtenidos son ampliamente satisfacto- 
rios al punto que con respecto a las personas comprendi. 
¡ das. en la aludida norma el índice de reincidencia se redu- 
jo en un 50%. Este éxito se explica porque la. vigilancia 
ejercida por el Patronato es de carácter esencialmente 
asistencial. 


No obstante ello, el Poder Ejecutivo no cree posible 
poner en manos del Patronato todas las situaciones en la 
que la ley impone un régimen de vigilancia por la auto. 
ridad por cuanto no se encuentra aún en condiciones de 
absorber un número tan importante de casos, e imponerle 
esa tarea podría comprometer su eficacia. 


Por último, el Poder Ejecutivo ha considerado con- 
veniente suspender la vigencia de la Ley N* 15.859, de 
31 de marzo de 1987, a fin de que puedan ser reexamina- 
das algunas de sus disposiciones que han generado una 
contienda hermenéutica en el ámbito jurisdiccional de con- 
secuencias negativas. Sin perjuicio de ello, se propone la 
derogación del artículo 4% de la citada ley, por conside. 
rarlo absolutamente innecesario e inconveniente en la me- 
¡dida en que puede generar dudas acerca de su alcance. 
¡Bicho artículo se refiere a la responsabilidad por una pri. 
hición de libertad ilegal situación ésta que no debe ex- 
cluirse de la aplicación de los principios generales acerca 
de la responsabilidad de los funcionarios públicos consa- 
grada en nuestro ordenamiento jurídico positivo. 


4, MODIFICACIONES AL CODIGO DEL NIÑO. — 
A efectos de superar las lagunas legislativas y las difi- 
cultades interpretativas que se comprobaron durante la 
aplicación del Código del Niño, el proyecto reestructura 
las Secciones segunda, tercera y cuarta del Capítulo XII 
de dicho Código. 


Respecto de los menores abandonados las innovacio- 
nes se refieren al procedimiento y al alcance de las me- 
didas que puede adoptar el Juez de Menores. 


En la sección tercera, se regula la situación de los 
menores delincuentes, se estructura un procedimiento oral 
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con participación del defensor del menor y del Fiscal Le. 
trado de lo Civil procurando conjugar la rapidez y la de- 
bida garantía de los derechos del menor y de los padres. 
No se modifica el régimen del Código del Niño y del Có- 
digo Penal en cuanto al límite de la imputabilidad penal, 
pero se define el alcance de las medidas de seguridad 
educativas y se resuleve respecto a las mismas el tema 
de su duración en los términos previstos en el Código 
Penal, es decir, se dispone que estas medidas puedan pro. 
longarse hasta 10 años contados a partir de la fecha de 
su disposición. Se le asigna al Juez de Menores el carác- 
ter de Juez de ejecución, y, por consiguiente, se asegura 
su participación durante la etapa de ejecución de la me- 
dida de seguridad impuesta. Si bien dichas medidas de- 
ben cumplirse en establecimientos del Consejo del Niño, 
si el menor llega a los 18 años de edad y pese a un in- 
ternamiento mínimo de un año no ha demostrado signo 
alguno de recuperación podrá ser trasladado a un estable- 
cimiento penal destinado a delincuentes adultos prima. 
rl0s. 


Se mantiene al menor de 18 años al margen del sis- 
tema jurídico penal para adultos, pero se introduce, en 
la respuesta jurídica ante su inconducta, un matiz retri- 
butivo que contemple la entidad del hecho y contribuya 
a crear un cuadro de valores que responda a la filosofía 
que rige nuestra convivencia social. La medida de segu- 
ridad educativa puede cumplirse en régimen progresivo 
a fin de ir estimulando comportamientos adecuados, con. 
forme a las pautas de socialización perseguidas. 


El Juez de Menores queda facultado para suspender 
la ejecución de la sentencia e imponer al menor un régi. 
men de prueba durante el cual deberá ajustar su con- 
ducta al programa judicial pudiendo quedar bajo una vi- 
gilancia asistencial. 


El proyecto, sin apartarse en lo esencial de la filoso- 
fía inspiradora de las normas del Código del Niño, define 
un sistema que se aproxima al de aquellos paises que se 
han inclinado por mantener a los menores de 18 años fue- 
ra del Derecho Penal para adultos, pero sometidos a un 
ordenamiento jurídico que algunas legislaciones, como la 
alemana, califican de penal pero que se diferencia sus- 
tancialmente del común, en la medida en que la retribu- 
ción cede ante la reeducación. 


El Poder Ejecutivo considera que las disposiciones pro- 
yectadas, responden adecuadamente a las exigencias de 
asegurar a los integrantes de la sociedad uruguaya, una 
vida pacifica y a la necesidad de respetar el principio 
liberal conforme al cual el individuo no puede ser sacri 
ficado por imposición de una defensa de esa misma 50- 
ciedad. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1, — Incorpórase al Código Penal la siguien. 
te disposición: 


“ARTICULO 210 bis. — (Comercio y porte de armas 
prohibidas). — El que sin estar autorizado para ello, 
introduzca, comercie, suministre, detente o porte ar- 
mas prohibidas o armas declaradas de uso exclusivo 
de las Fuerzas Armadas o Policiales, será castigado 
con la pena de tres meses de prisión a dos años de 
penitenciaría”. 
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Art. 2. — Derógase el inciso 12 del artículo 365 del 
Código Penal e incorpórase al mismo el artículo 365 bis: 


“ARTICULO 365 bis. -- (Uso y retención ilícita de 
armas). — El que usare armas sin estar facultado 
para ello, las tuviere en su poder sin haber obtenido 
el título de habilitación correspondiente, la suminis- 
trare o comerciare ilegalmente, será castigado con la 
pena de multa de 100 a 50) unidades 100 ¿ustables”. 


Art. 3. -— Modifícase el artículo 13 del Decreto.Ley 
N9 10.415, de 13 de febrero de 1943 el que quedará redac- 
tado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 13. — El Poder Ejecutivo determinasó el 
sistema y el tipo de las armas y municiones de uso ex- 
elusivo del Ejército, la Marina, la Aviación y la Poli 
cía, prohibiendo, en consecuencia, su importación, 
ventas, adquisición y tersncia por particulares o por 
instituciones oticiales o privadas. 


Podrá asimismo, extender la prohibición a otros ti- 
pos de armas o municiones en atención a su peligro- 
sidad”. 


Art. 4. — Modificaciones al artículo 139 del Código 
del Proceso Penal el que quedará redactado de la siguien. 
te manera: 


“ARTICULO 139. — (Revocación y modificación). — 
El beneficio de la excarcelación se revocará o modi- 
ficará, de oficio o a petición del Ministerio Público, 
durante todo el curso del proceso, por violación de los 
deberes impuestos o por otros fundamentos graves 
que deberán expresar”. 


“El auto respectivo será apelable en la forma pres- 
cripta por el artículo 158”. 


“Cuando un procesado tenga una o más causas en 
trámite el Juez al dictar el auto de procesamiento, 
dispondrá que el mismo se comunique al Juez o jue- 
ces de las causas anteriores”. 


Art. 5. — Modifícase el artículo 328 del Código del 
Proceso Penal en la redacción dada por el artículo 21 de 
la Ley N9 15,737 el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“ARTICULO 328. — La Suprema Corte de Justicia po- 
drá conceder la libertad anticipada a los condenados 
que se hallaren privados de libertad en los siguientes 
casos: 


1) Si la condena es de penitenciaría y el procesado 
ha cumplido la mitad de la pena impuesta. En ese 
caso se requerirán cuatro votos conformes. No pro- 
cederá si la condena fuere por delito de homicidio 
muy especialmente agravado, por delitos de rapiña 
relterados, o por el delito de violación sin el consenti. 
miento real de la víctima. 


2) Si la condena fuera de penitenciaría y el con- 
denado ha cumplido los 2/3 parte de la pena im- 
puesta. 
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3) Si la pena recaida es de prisión o multa, sea 
Cual fuere el tiempo de reclusión sufrida. 


La petición deberá formularse ante la Dirección del 
Establecimiento carcelario donde se encuentra el pe- 
nado. 


La solicitud se elevará al Juez de ejecución, dentro 
de los cinto días, con informe de la Dirección del Es- 
tablecimiento acerca de la calificación del solicitante 
como recluso. 


Recibida la solicitud, el Juez recabará el informe del 
Instituto de Criminolcgia que se expedirá dentro de 
los treinta días. Devueltos los autos, el Juez emitirá 
opinión fundada y se procederá de acuerdo con lo 
establecido en el cuarto inciso del artículo anterior. 


Si la Suprema Corte de Justicia concede la liber- 
tad anticipada, hará cumplir el fallo de inmediato y 
dejará constancia de que se notificó al liberado de las 
obligaciones impuestas en el artículo 102 del Código 
Penal, devolviendo la causa al Juez de ejecución. 


Art, 6. — (Vigilancia por la autoridad). — A partir 
de la vigencia de la presente ley la vigilancia a que que- 
dan sometidas las personas comprendidas en el artículo 
anterior será ejercida por el Patronato Nacional de En- 
carcelados y Liberados. 


Art. 7. — Derógase el artículo 4? de la Ley N9 15.859, 
de 31 de marzo de 1987. 


Art. 8. — Suspéndese por un año a partir de la pro- 
mulgación de la presente ley la vigencia de la Ley núme- 
ro 15.859, de 3í de marzo de 1987. 


Art. 9. — Es de aplicación a las hipótesis contem. 
pladas en la Ley N? 15.859, de 31 de marzo de 1987, lo 
establecido en los artículos 72, 73 y 74 del Código de Pro- 
ceso Penal, en lo pertinente. 


Art. 10. - - Sustitúyese los articulos 118 a 141 conte- 
nidos en las Secciones segunda, tercera y cuarta del Ca- 
pítulo XII del Código del Niño, por los sigulentes: 


SECCION SEGUNDA 


ARTICULO 118, — Deróganse los articulos 345, 346, 
347 y 348 del Código Civil que serán sustituidos por 
los siguientes: 


ARTICULO 119. — Los menores de 21 años que se en- 
contraren en estado de abandono moral o material, 
serán puestos a disposición del Juez Letrado de Me. 
nores. Se entenderá por abandono moral la incitación 
por los padres, tutores o guardadores, a ejecutar ac- 
tos perjudiciales para su salud física o moral. 


Se entenderá asimismo que se encuentran en estado 
de abandono moral los menores vagos o mendigos 0 
aquellos que frecuentan casas de juego o sitios inmo- 
rales o se vinculan con gentes viciosas o de mal vivir, 
o realizan trabajos caliejeros con peligro para su Sa- 
lud moral. 
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ARTICULO 120. — En los casos previstos en el ar- 
tículo precedente y sin perjuicio de las medidas ur- 
gentes que considere necesario adoptar, el Juez de 
Menores previa la investigación sumaria que correspon. 
da y el examen del menor, por los técnicos, si decide 
formalizar el proceso, convocará a audiencia al me- 
nor, a sus padres, tutores o guardadores, a la Asis- 
tente Social y al Fiscal de lo Civil, quienes serán 0i- 
dos antes de dictarse sentencia. En la misma audien- 
cia el Juez de Menores procederá a dictar sentencia, 
pudiendo mantener al menor en su propio hogar o en 
hogar sustituto, con o sin vigilancia especial de un 
organismo público o privado, imponer determinadas 
obligaciones o prohibiciones o confiar su atención al 
Consejo del Niño. 


Si el Juez considerase que los padres, tutores U 
guardadores incurrieron en delito contra sus deberes 
asistenciales, ordenará en la sentencia el pase de los 
antecedentes al Juez de lo Penal. Podrá asimismo im- 
poner a los padres, teniendo en cuenta su capacidad 
económica, la obligación de servir una pensión que 
será administrada por quien asuma la responsabilidad 
de atender al menor. A esos efectos librará las órde- 
nes de retención que correspondan. 


ARTICULO 121. — La denuncia de abandono podrá 
ser realizada ante el Juez de Menores por las autori- 
dades del Consejo del Niño, por Organismos Públicos 
o Privados o por cualquier particular. El Juez actuará 
en esta materia de oficio. 


En caso de denuncia verbal se labrará acta con es- 
pecificación de todos los elementos que sirvan para 
probar el hecho denunciado. Contra las resoluciones 
del Juez sólo cabrán los recursos de reposición y ape- 
lación sin efecto suspensivo. 


SECCION TERCERA 


ARTICULO 122. — Los menores de 18 años imputa- 
dos de haber incurrido en una conducta prevista en 
la legislación penal como delito, serán puestos de in- 
mediato á disposición del Juez Letrado de Menores. 
Este procederá a tomarle declaración dentro de las 
24 horas y dispondrá las medidas investigatorias y 
las pericias téenicas que considere necesario. En la 
misma resolución deberá pronunciarse acerca de la 
situación provisional del menor, pudiendo, según la 
entidad del hecho y particularmente las característi- 
cas del caso, la personalidad del menor y las condi- 
ciones Familiares, mantenerlo en su hogar o en un 
hogar sustituto o disponer su internamiento en un 
establecimiento del Consejo del Niño. 


ARTICULO 123. -— Si el Juez, una vez oído al menor, 
decide formalizar el proceso, deberá intimar a sus 
padres o tutores el nombramiento de defensor. 


En caso de que éstos no lo proveyeren, se desig- 
nará el de oficio que corresponda. 


El Detensor, una vez aceptado el cargo bajo jura- 
mento, tendrá diez días perentorios para solicitar las 
medidas probatorias que considere conducentes al €s- 
elarecimiento del hecho. 
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El Fiscal Letrado de lo Civil, estará facultado para 
producir pruebas, disponiendo al efecto de igual pla- 
zo contado a partir de la notificación de la resolu- 
ción que somete al menor a proceso. 


ARTICULO 124. — Las diligencias investigatorias, pe- 
ricias técnicas y pruebas solicitadas por el Fiscal y la 
Defensa, deberán cumplirse en el «plazo de 120 días 
contados a partir de la resolución que las dispuso, el 
que podrá prorrogarse de oficio o a pedido de partes, 
por resolución fundada del Juez ou por el término ne. 
cesario para el cumplimiento de las diligencias pen. 
dientes. 


Vencido el plazo, el Juez de Menores convocará a au. 
diencia, con la presencia de los padres, tutores o guar- 
dadores, Fiscal Defensor del Menor, Asistente Social 
que actuase en el caso y peritos que considere nece. 
sarios. 


En dicha audiencia oirá al Fiscal, a los padres, tu- 
tores o guardadores y al Defensor del Menor. Podrá 
asimismo interrogar a los peritos sobre el alcance de 
sus informes. 


Dentro de los 30 días siguientes convocará a nueva 
audiencia en la que en presencia de las personas que 
determine en la convocatoria, dictará sentencia. 


ARTICULO 125. — La sentencia definitiva sólo podrá 
ser apelada en relación por el Fiscal y el Defensor de 
Menores dentro de los 10 días hábiles, para ante el 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil, sustanciándose con 
un traslado por igual término a la contraparte. Las re. 
soluciones interlocutorias serán pasibles de los recur- 
sos de reposición y apelación en relación, que se in- 
terpondrán por el Fiscal o el Defensor del Menor, en 
el término de cinco dias hábiles, sustanciándose con 
un traslado por igual término a la contraparte. 


Los recursos interpuestos sólo tendrán efecto devolu- 
tivo y los plazos previstos tendrán carácter perentorio. 


El Tribunal dictará sentencia definitiva dentro de 
los 90 días de recibido el expediente, y sentencia in- 
terlocutoria dentro de los 45 días. 


ARTICULO 126. — El Juez en su sentencia se pronun 
clará acerca de la naturaleza y duración de la medida 
de seguridad educativa que imponga. 


Estas medidas pueden consistir en internamiento en 
un establecimiento del Consejo del Niño u otro oficial 
en régimen de máxima, media o minima seguridad con 
una duración máxima de 10 años. 


El régimen de mínima seguridad podrá cumplirse en 
un establecimiento privado a solicitud y bajo control 
del Consejo del Niño. 


El Juez deberá tener en cuenta, para imponer el ré 
gimen y su duración la entidad del hecho, las caracte. 
rísticas personales del menor y las necesidades del tra- 
tamiento a que deberá quedar sometido. 


ARTICULO 127. — El Juez podrá suspender la ejecu- 
ción de la medida, manteniendo al menor en su hogar 
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o en hogar sustituto bajo vigilancia especial del Con- 
sejo del Niño o del Organismo Privado que determine 
la sentencia. 


Esta suspensión podrá ser revocada en cualquier mo- 
mento si el menor no ajusta su conducta al programa 
que se le impuso en la sentencia o recae en inconducta. 


ARTICULO 128. — Durante la ejecución de la medida 
de seguridad educativa, el Juez, a solicitud de las au- 
toridades del Consejo del Niño y previo a los informes 
que considere necesario recabar, podrá modificar el 
régimen de internamiento. 


Cuando el menor hubiere cumplido 18 años y sufrido 
un internamiento superior a un año sin mostrar sig- 
nos de recuperación, podrá, si se tratare de autores de 
delito de homicidio, rapiña, secuestro, lesiones gravísi- 
mas o graves, ser trasladado a un Establecimiento Pe- 
nitenciario en el que quedará alojado hasta el total 
cumplimiento de la medida de seguridad impuesta. 


ARTICULO 129. — Queda absolutamente prohibida la 
publicación del nombre, fotografías o cualquier ele- 
mento que permita identificar a los menores de 18 años 
autores o víctimas de delito. 


La infracción a esta prohibición será sancionada con 
una multa de 20 a 50 Unidades Reajustables. Esta mul 
ta será aplicada por resolución del Consejo del Niño 
y su importe destinado al tesoro del mismo. 


ARTICULO 130. — Siempre que la policia aprehenda 
en infraganti delito a una persona que manifieste te- 
ner menos de 18 años de edad, la pondrá a disposición 
del Juez Letrado de Menores, haciendo constar en el 
oficio respectivo, los datos que obtenga sobre el lugar 
y fecha del nacimiento y los nombres y domicilio de 
los padres del detenido. 


El Juez interrogará al imputado dentro de las 24 ho- 
ras y si aquel fuera uruguayo solicitará inmediatamente 
por oficio la partida de nacimiento a la Dirección Ge- 
neral de Registro de Estado Civil, la que deberá re- 
mitir la partida o el certificado negativo dentro de los 
10 días. 


Cuando hubiere duda sobre la edad del detenido que 
pueda cambiar la jurisdicción, el Juez lo hará saber al 
Director del Registro en el oficio respectivo. En ese ca- 
so, los datos solicitados deberán ser remitidos dentro 
del plazo de 3 días, bajo apercibimiento de darse cuen- 
ta al Ministerio respectivo. 


Si no existieran datos concretos para efectuar la bús- 
queda de la partida, o si el detenido fuera extranjero 
y no presentara su partida de nacimiento, el Juez de- 
cretará inmediatamente el examen pericial del impu- 
tado por el médico forense de turno en Montevideo y 
por el de servicio público en el interior de la Repú- 
blica, quienes deberán. expedirlo dentro del término de 
tres días cuando se solicitare con urgencia, y dentro de 
diez en los demás casos. 


Si de la partida de nacimiento, o en su defecto, del 
examen pericial resultare que el detenido tiene más 
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de 13 años, se pasarán los antecedentes y el detenido 
a la justicia ordinaria. 


Si del examen pericial practicado a falta de partida 
resultare que el menor tiene alrededor de 18 años, en- 
tenderá en la causa la justicia ordinaria si se trata de 
delitos castigados con pena de penitenciaría; en los de- 
más casos el menor será puesto a disposición del Juez 
Letrado de Menores. 


A los efectos del inciso precedente, se lendrá en cuen. 
ta la pena señalada por la ley para el delito imputado 
y no la que correspondería teniendo en cuenta las cir 
cunstancias atenuantes que concurran. 


Cuando el imputado tuviera aparentemente más de 
18 años de edad, el Juez, sin perjuicio de proceder en la 
forma establecida en los incisos anteriores, decretará 
las diligencias necesarias para la comprobación de los 
hechos, de acuerdo con el Código del Proceso Penal, 
mientras se comprueba la edad. Esas diligencias se re- 
mitirán a la justicia ordinaria y surtirán todos los efec- 
tos legales si se probara que el imputado tenia más de 
18 años de edad, al cometer el delito. 


En la misma forma procederá el Juez en los casos de 
delitos graves, cuando, a su juicio, el imputado pueda 
tener más de 18 años de edad. 


ARTICULO 131. — Cuando se formule denuncia ante 
la justicia ordinaria contra un menor de 18 años de 
edad, el Juez pasará los antecedentes sin más trámite, 
al Juez Letrado de Menores. 

Si los denunciados fueran varios y entre ellos figu- 
rara algún menor de 18 años la causa seguirá contra 
los mayores, poniéndose de inmediato al menor a dis- 
posición del Juez Letrado de Menores, al que se le 
pasará testimonio de la denuncia a fin de que adopte 
las medidas tendientes a esclarecer la situación del me 
nor y su participación en el hecho, remitiendo al Juz- 
gado Letrado en lo Penal respectivo, en el término de 
24 horas, testimonio de las diligencias cumplidas. 


ARTICULO 132. — Las resoluciones dictadas por el 
Juez Letrado de Menores no se inscribirán en el Re- 
gistro de Reincidencias. 


SECCION CUARTA 


ARTICULO 133. —Los representantes legales de los 
menores y el Consejo del Niño, podrán pedir en cual- 
quier tiempo al Juez Letrado de Menores la deroga- 
ción de las medidas adoptadas de acuerdo con los ar- 
tículos anteriores. 


La demanda deberá ser presentada por escrito esta. 
bleciéndose concretamente los hechos en que se fun. 
dan y los elementos de prueba respectivos. 


ARTICULO 134. — El Juez Letrado de Menores dis. 
pondrá las diligencias que estimare del caso y dictará 
resolución fundada en audiencia, a las que serán con. 
vocadas las partes y el menor. Su resolución será ape 
lable en relación para ante el Tribunal de Apelacione: 
en lo Civil. 
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ARTICULO 135. — En caso de no accederse a lo soli 
citado, los representantes legales de los menores y el 
Consejo del Niño, podrán iniciar nuevamente, una vez 
transcurrido un año, la acción a que se refiere el ar- 
tículo 133. 


Art. 11, — Comuníquese, etc. 
Antonio Marchesano. Adela Reta. 
CODIGO PENAL 
Se modifica el artículo 34 reduciéndose la imputabilidad 


Proyecto de ley con exposición de motivos 
del señor senador Dardo Ortiz 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 19, —— Modifícase el artículo 34 del Código Pe- 
nal, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“No es imputable el que ejecuta el hecho antes de 
haber cumplido los 16 años. Tampoco lo es el mayor 
de 16 años y menor de 18 años, a no ser que hubiera 
actuado con discernimiento. 


El Juez de Menores será quien determinará si el he- 
cho fue ejecutado con discernimiento y, para el caso 
afirmativo, pasará de oficio el expediente al Juez en 
lo Penal que correspondiere”. 


Art, 2%, — En concordancia con lo dispuesto en el ar- 
tículo anterior, todas las referencias a menores de 13 años 
contenidas en el Código Penal deberán ajustarse en su in- 
terpretación y “aplicación a la modificación que establece 
dicha norma. Igual criterio se seguirá respecto del Código 
del Niño. 

Montevideo, 29 de julio de 1987. 


Dardo Ortiz. Senador. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Es notorio, el incremento de la delincuencia juvenil en 
nuestro país, que se viene produciendo desde años anterio. 
res con persistencia que no puede atribuirse solamente a 
factores coyunturales y por tanto de esperada transitorie- 
dad. Esta delincuencia comprende especialmente las formas 
más violentas de los delitos contra las personas y la pro- 
piedad lo cual nos enfrenta con un problema verdadera. 
mente grave y de alarmante generalidad. 


Uno de los elementos que obstan a la justa y debida 
represión de la delincuencia juvenil es la inimputabilidad 
penal, que nuestro Código Penal (Art. 34) establece en 
los 18 años de edad, realidad que este proyecto se propone 
modificar en términos relativos, a los efectos de permitir 
que la justicia penal ordinaria alcance a quienes, no obs. 
tante su temprana edad manifiestan un estado de madu- 
rez intelectual y social compatible con la imputación ju- 
rídica de sus actos criminales. 


Es indudable que en la época en que se aprobó ei Có- 
digo Penal, hace 53 años un joven de 18 años apenas ha- 
bía salido de la adolescencia. La sociedad que lo rodeaba, 
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los ambientes que frecuentaba, los espectáculos que veía, 
no eran como en la actualidad propicios a considerar la 
violencia y el delito como ingredientes ineludibles de la 
vida colectiva. No existía en el país televisión con su pre- 
ferencia actual por la exhibición pormenorizada de espec- 
táculos en los que se muestra toda la gama de delitos, ro- 
deando al que los ejecuta, las más de las veces, de una 
aureola de popularidad, atrayente para muchos jóvenes, 


No se necesita mayor desarrollo para convenir en que, 
durante los últimos años se ha producido un brusco y ace- 
lerado cambio en el comportamiento social y en las actibu- 
des individuales de los jóvenes, sin distinción de grupos o 
categorías, aunque cada uno de ellos pueda exhibir “su 
propio cambio” como particularidad distintiva. Determina. 
dos valores parecen haber entrado en crisis definitiva, sus- 
tituidos por otros con caracteres irreversibles. 


La intensa liberalización y cambios en las costumbres 
han permitido al joven de hoy acceder muy tempranamen- 
te a experiencias y modos de vida otrora reservados a los 
adultos, apresurando su estado de discernimiento estimula. 
do por la convivencia con los mayores. 


La propuesta que formula el proyecto que antecede 
procura recoger esa realidad, sin romper bruscamente con 
el sistema en vigencia. 


En síntesis establece lo siguiente: baja la imputabili- 
dad penal a los 16 años; pero ello no significa que quien 
supere los 16 años caiga automáticamente en la jurisdic. 
ción penal ordinaria, sino que sólo se le hará penalmente 
responsable cuando el Juez de Menores llegue a la conclu- 
sión de que el delito ha sido cometido con conciencia y 
voluntad, con lo cual se evita la posibilidad de castigar lo 
que pudiera ser una transgresión casual. 


La rebaja en la edad no implicará, por otra parte, co- 
locar a nuestro sistema penal en una vanguardia novedosa, 
desde que límites a la inimputabilidad inferiores a los 18 
años, rigen desde hace años en muchos países inclusive de 
América, llegándose hasta fijarlos en los 12 años. 


Por otra parte aun sin mediar las circunstancias deri- 
vadas del auge de la delincuencia juvenil, la disminución 
de la edad a partir de la cual se es imputable, correspon- 
dería por la conveniencia de adecuar las disposiciones le- 
gales a las realidades de la actualidad. 


Así ha procedido el legisador cuando, por ejemplo, en 
el Decreto-Ley N* 14.530, de 29 de marzo de 1975 modi- 
ficó el artículo 106 del Código Civil estableciendo en 21 
años la edad necesaria para que hombres y mujeres pue- 
dan contraer matrimonio sin el consentimiento expreso de 
los padres. Hasta que se aprobó dicha modificación, las 
edades requeridas eran de 25 años en el varón y de 23 en 
la mujer. Sin duda el legislador comprobó, a la luz de una 
realidad evidente, que actualmente los jóvenes de 21 años 
tienen la madurez y responsabilidad que en la época de 
sanción del Código Civil sólo eran presumibles a los 23 y 
25 años. 


Montevieo, 29 de julio de 1987. 


Dardo Ortiz. Senador. 
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DELINCUENCIA 
Se establecen normas penales para su represión 


Proyecto de ley con exposición de motivos 
del señor senador Pedro W. Cersósimo 


PROYECTO DE LEY 
DEFENSA SOCIAL CONTRA LA DELINCUENCIA 


Articulo 1% — Derógase el articulo 19 de la Ley nú- 
mero 15.737, de 8 de marzo de 1985, en la parte en que 
suprimió el instituto de las medidas de seguridad elimi- 
nativas, previstas en el articulo 92 inciso 32 del Código 
Penal y en el artículo 115 del Código Penal Militar, res- 
tableciéndose plenamente en lo pertinente, las disposicio- 
nes legales que lo regulan. 


Art. 2% --— Modifícanse los artículos 328 del Código del 
Proceso Penal, en la redacción dada por el artículo 21 
de la Ley N* 15.737, de £ de marzo de 1985, así como el 
artículo 131 literal “A” del Código Penal, restableciéndose, 
para ambas fórmulas, el texto legislado por la Ley nú- 
mero 10.573, de 19 de diciembre de 1944, con la única 
excepción de que, en lugar del informe previo del Ims- 
tituto Técnico Forense, requerido en el texto Originario, 
éste se efectuará, en iguai oportunidad, por el Instituto 
de Criminología. 


Deróganse, eu lo pertinente, las disposiciones legales 
que pudieren normatizar lo contrario de lo que se legisia 
en cste artículo y en el anterior, 


Art. 32 — Modificase el artículo 34 del Código Penal, 
que quedará redactado de la siguiente forma: “No es im- 
putable el que ejecuta el hecho antes de haber cumplido 
16 años de edad. Tampoco lo es el mayor de 15 años y 
menor de 16 años, a no ser que conste que su Capacidad 
de querer y de entender el carácter ilicito del acto, de- 
muestran su discernimiento sobre la criminalidad del mis- 
mo. El Juez, debidamente ilustrado por peritaciones psi- 
quiátricas y criminológicas, que solicitará al Instituto de 
Criminología, hará declaración expresa sobre el punto, 
para incriminar el hecho punible o declararlo irrespon- 
sable del mismo, actuando, consecuentemente, en cada 
supuesto”. 


Art. 42 — La participación de menores inimputables, 
junto a personas mayores, en la comisión de un delito, 
será considerada para los imputables mayores de edad 
copartícipes en aquél, circunstancia agravante y los limi. 
tes de la pena se elevarán al doble. 


Art. 52 — Suspéndese, hasta el 15 de marzo de 1990, 
la vigencia de las Leyes N% 12.688, de 29 de diciembre 
de 1959 y 15.859, de 31 de marzo de 1987 y, consecuen- 
temente, los artículos 71, 72, 73 y 74 del Código del Pro- 
ceso Penal. 


Suspéndese, por igual plazo, a todas las leyes que lo 
dispongan el instituto de la prevención sin prisión, de- 
biendo estarse, en su lugar, al mandato constitucional 
del procesamiento con prisión (Constitución de la Repú- 
blica: artículos 15 y 27). 


Art. 6% — Cuando la habitualidad preceptiva del delin- 
cuente, que obliga al Juez a adoptar medidas de seguri- 
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dad eliminativas (Código Penal: artículo 48 inciso 3%), no 
fuere tenida en cuenta por el magistrado al dictar senten. 
cia, éste configurará, con ello, falta disciplinaria grave, 
con las consecuencias correctivas del caso, que apreciará, 
bajo su exclusiva responsabilidad, la Suprema Corte de 
Justicia en ejercicio de sus funciones de superintendencia 
(Ley N9 3.246, de 28 de octubre de 1907, artículo 17), 


Art. 7% — Los representantes del Ministerio Público 
en lo Penal, sin perjuicio del ejercicio de los recursos que 
corresponden dentro del proceso, comunicarán al Fiscal 
de Corte y Procurador General de la Nación, los casos de 
omisión referidos en el artículo anterior y éste deberá 
poner el hecho en conocimiento directo e inmediato, de 
la Suprema Corte de Justicia y lo comunicará además, a 
sus efectos, al Ministerio de Educación y Cultura, 


En todo caso, en la oportunidad de la consulta de 
causas penales, la Suprema Corte de Justicia, hará efec. 
tiva la potestad disciplinaria que estimare que correspon. 
de al hecho. 


Art. 8% — Los jueces de la materia penal comunica- 
rán trimestralmente a la Suprema Corte de Justicia, la 
correspondiente información sobre las remisiones hechas 
por la policía que no hubieren ameritado procesamiento, 
con la fundamentación, que podrá ser sucinta, de la clau- 
sura de procedimientos operada. Con dicha información se 
acompañará, en todo caso, fotocopia autenticada de lo 
actuado. 


Art. 82 — Los efectos de las normas de los artículos 
19 y 2%, se aplicarán inclusive a los procesos pendientes a 
la fecha de promulgación de la presente ley y en los 
cuales no hubiere mediado sentencia definitiva que im- 
plicare terminación del proceso. 


Art. 10. — Facúltase al Poder Ejecutivo para adoptar 
las medidas que estimare convenientes a los efectos de 
que la pena que pudieren sufrir los delincuentes de 15 
años y de 16 años, se cumpla en un lugar de carcelaje 
separado del común, aparte del contacto con los demás 
delincuentes mayores de la edad límite de la imputabili- 
dad. En todo caso, sin perjuicio de la seguridad, preva. 
lecerá el criterio de procurar fines pedadógicos, junto al 
efecto ejemplarizante, como funciones fundamentales de 
la pena. 


Art. 11. -- La Suprema Corte de Justicia, dentro dí 
los 30 días de terminado el acto en que se ejerció la po- 
testad de gracia, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 109 del Código Penal y demás leyes aplicables, 
hará publicar en el Diario Oficial un listado de gracias 
otorgadas, discriminándose a los graciados por su calidad 
de primarios o de sujetos con antecedentes. En este últi- 
mo caso, se especificarán tales antecedentes, asi como la 
calidad y cantidad de éstos que no impidieron el otorga. 
miento de ta] beneficio. 


Art. 12. — Comuniquese, etc. 


Montevideo, 3 de agosto de 192%. 


Pedro W. Cersósimo. Senador. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 
DEFENSA SOCIAL CONTRA LA DELINCUENCIA 


Es un hecho inocultable el de que, eu los últimos 
tiempos, ha proliferado la delincuencia. 


En realidad, este auge delincuencial está presidido, 
sustancialmente, por una nota invariable: la violencia, la 
que no se detiene, muchas veces, nada más que en el ho- 
micidio. 


Las rapiñas brutales y reiteradas, las violaciones, los 
homicidios para hurtar y -—últimamente--- la forma mas 
novedosa incorporada al catálogo (el “copamiento” y ra- 
piña en domicilios y comercios) amerita una considera- 
ción urgente y descarnada del problema. 


No puede contentarse la sociedad con las declaracio- 
nes académicas de algunas importantes jerarquías con 
responsabilidad en la especie, en el sentido de que la si- 
tuación puede conjurarse con la mera aplicación de las 
medidas administrativas que aferten sobre todo al régimen 
penitenciario, o de que hay que tener en cuenta la prolí. 
feración de los espectáculos de violencia que se trasmiten 
a través de programas televisivos. 


Sin perjuicio de tomar muy en cuenta las pondera- 
ciones que hemos considerado, lo cierto del caso es que la 
legislación positiva +e encuentra debilitada como sistema 
de lucha contra la delincuencia. 


La Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, suprimió el 
instituto de ¿as medidas de seguridad eliminativas, con lo 
cual el régimen dual (penas, más medidas eliminativas) 
para delincuentes peligrosos, sufrió el más certero golpe de 
muerte. Nuestro Código Penal integró los medios Tepresi- 
vos de lucha contra la criminalidad, incorporando, junto 
a las penas, los medios de prevención de la delincuencia: 
las medidas de seguridad eliminativas. 


Y precisamente estas medidas han sido erradicadas 
(Ley N* 15.737; artículo 19) lo que es imoportuno porque 
aumenta el ertado de indefensión secial que actualmente 
se percibe, movido por una delincuencia audaz y prolife- 
rante que florece por la desintegración de los medios de 
lucha que antes la gravaban. 


Las medidas de seguridad eliminativas son una defen- 
sa contra el peligro de nuevos delitos por parte del sujeto 
pellgroso autor del ilícito: las penas reprimen y previenen 
contra el peligro de nuevos delitos y se dirigen no sólo 
contra quien delinquió sino que advierten a toda la co- 
lectividad. Por ende, las medidas eliminativas refieren a 
la prevención especial mediante la eliminación social del 
sujeto peligroso que se considera que así obtendrá una adap- 
tación. La pena atiende, también, a la prevención espe- 
cial mediante la eliminación con adaptación, pero, ade- 
más, mira a la prevención general mediante intimidación. 


El espectáculo de les delincuentes habituales (en la 
reiteración o en la reincidencia), escs que a veces cargan 
eon 12 ó 15 rapiñas, por ejemplo, cuando son procesados 
por enésima vez, sin el freno de las medias eliminativas, 


son el signo de la deficiencia. Las penas que se imponen, 
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a veces son irrisorias y obras veces entre libertades pro- 
visorias, amnistías y gracias, se reduce su margen de apli 
cación al punto de que su fin de intimidación se hace 
ineficaz. 


Si en el pasado, los habituales no recibieron precep- 
tivamente la declaración de habitualidad y la condigna 
aplicación de medidas de segulidad como lo ordenaba el 
Código Penal (articulo 48 inciso 3%), ello radicó en una 
ialla humana y en el criterio de algunos jueces. Lo que 
se quiere evitar en el futuro. 


Las medidas eliminativas representan la peligrosidad 
cristalizada; por eso su aplicación impidió, en una época, 
que prosperaran los institutos de política criminal de las 
libertades condicional y anticipada. Precisamente por eso 
es que pretendemos dar mayor prudencia a la consecución 
de estos beneficios. 


Para la mejor inteligencia de lo expuesto nos hemos 
explayado sobre los diferentes puntos, según lo expresado 
por el español Olesa Muñido en su excepcional monografia: 
“Las Medidas de Seguridad”. 


Todo lo que hemos expuesto conduce a la afirmación 
de que la erradicación de las medidas eliminativas de 
nuestro Código ha sido anticientífica y, además, de una 
clara inoporiunidad. Los delincuentes se han sentido, sin 
duda, tonificados por esta derogación con que se consi. 
deran beneficiados. Por eso nos pronunciamos por el al 
cance de una disposición como la que contiene el articulo 
1%, rostableciendo el instituto. 


El articulo 2% se vincula intimamente con lo que ya 
expusiéramos. La benignidad que empezara a demostrar 
el artículo 328 del Código del Proceso Penal, en 1980 y la 
acentuación de esta benignidad con la redacción del ar- 
tienlo 21 de la Ley N* 15.737, en realidad son aspectos 
contributivos a la proliferación de la delincuencia por el 
debilitamiento de la intimidación y de la enmienda de 
quien delinque. 


Por eso preferimos el restablecimiento del texto y li- 
losofía de la Ley N% 10.573, por lo que tanto bregara el 
inolvidable Dardo Regules. Además de la sobriedad para 
la consecución de la libertad anticipada (concedida al pe- 
nado privado de libertad al sufrir la sentencia), las me- 
didas de seguridad eliminativas son obstáculos para el 
otorgamiento del beneficio. 


Resulta Obvio que si estamos frente a un habitual, 
frente a un profesional del delito o frente a un homicida 
de excepcional peligrosidad, esta situación debe merecer el 
apartamiento del grupo social, para defensa del mismo, 
del sujeto peligroso, lo que no se logra, en la situación 
actual, con el instituto de la libertad anticipada, tal como 
rige. 


Nos decidimos, igualmente, por la rebaja del índice 
de imputabilidad penal, pero, para ello, sostenemos un Cri. 
terio de flexibilidad en su determinación, con lo que reco- 
gemos, en este artículo 3%, requerimientos que fueron for- 
mulados en nuestro medio por conspicuos especialistas en 
minoridad y muy destacados juristas. 


Sobre la cuestión ya decía, hace treinta años, el doc- 
tor Evangelista Pérez del Castillo, que, además de un muy 
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destacado magistrado penal, fue Presidente del Consejo 
del Niño: “La solución no Se kaHa en poner un límite fijo 
a la inimputabilidad para aplicar invariablemente a quie- 
nes no han alcanzado, solamente medidas educativas, sino 
establecer un periodo de tiempo que puede ser de los 15 
a los 18 años, durante el cual podría considerarse impu- 
table al que, además de ser peligros e incorregible, haya 
demostrade poseer capacidad para apreciar el carácter ihi- 
cita del acto y de determinarse según su verdadera apre- 
ciación (artículo 30 Código Penal). 


“Ahora los menores logran el desarrollo mental, con 
más rapidez que antes por obra de la evolucin de Jos 
tiempos modernos... y (prosigue el doctor Pérez del 
Castillo) “...es frecuente ver jóvenes que antes de los 
18 años han alcanzado un porcentaje de capacidad 
delictual que los hace altamente peligrosos”. 


Y prosigue el distinguido compatriota: “se contemplan 
mejor los fines de seguridad social de la legislación re- 
presiva, permitiendo el apartamiento total de los delin- 
cuentes incorregibles, aunque Sean fisielógicamente meno- 
res. Igual sucede con los delincuentes mayores, pues, fren- 
te al delito, el primer deber de las autoridades es neutra- 
lizar a los autores e impedir que vuelvan a ser peligrosos” 
(ver REVISTA DE CRIMINOLOGIA Año 2 N* 4, 1956, pa- 
gina 39 y siguientes). 


Por su parte, el doctor Gualberto Pi, que fuera ilustre 
Ministro de] Tríbunal Penal, ha expresado: “La premisa 
de que los menores de 18 años deben ser apartados de 
toda pena es susceptible de observaciones y, en ciertos ca- 
sos, peligrosas para la seguridad social”. Se trata —prosi- 
gue— “de aclarar quiénes son menores y quiénes na 16 
son”...“bajo el aspecto moral y penal, de tal modo que la 
separación entre unos y otros muy bien puede estar dada 
con más exactitud por un pericdo de tiempo”. 


“En efecto, existen situaciones en las cuales el menor 
requiere un tratamiento penal”...“come el que ha alean- 
zado un grado de madurez moral propia de los mayores, 
que le permite actuar come éstos y por lo tanto, conforme 
a su conducta, sólo cabe aplicarle penas” (REVISTA DE 
CRIMINOLOGIA Cit. Página 26). 


El doctor Juan Andrés Ramirez, en un editorial de su 
diario “El Plata”, de fecha miércoles 4 de abril de 1956 
y que tituló: “De urgencia”, dijo, entre otras muchas tre- 
mendas verdades: “Bien puede suceder y sucedió en los 
últimos años, que menores de 18 2ños actúen con un dis- 
cernimiento y una madurez tales que sería un error y una 
omisión, en la defensa social, no considerarles como ver- 
daderos delincuentes”. 


“Hay que darle, pues, al Juez, el instrumento legal ne- 
cesario para apreciar, en cada caso concreto, si un 
menor de 18 años y mayor de 16, es o no psicoiógi- 
camente capaz de ser sujeto de derecho penal Tal 
reforma no seria revolucionaria porque el mismo Có- 
digo, para los casos de mayores y, en principio, ple- 
namente responsables, contiere al magistrado la facul- 
tad de declarar la inimputabilidad del que delimquió, 
si, a su juicio, concurren circunstancias que la justifi- 
can, como cuando se trata de un anormal o de un 
sujeto en estado de cbriedad absoluta”. 


El distinguido periodista y eximio jurista sostuvo que 
había gue dar “...a la justicia, la facultad de rebajario 
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(se refiere a] límite de inimputabilidad),.. en las situa- 
ciones de jóvenes que alcanzan antes una madurez men. 
tal”. 


Por su parte, ya en monograiia especializada, el maes- 
tro español Cuello Calon, decía: “Entre los muchachos que 
se hallan en los últimos años de la adolescencia y en la 
trontera de la juventud, se encuentra jóvenes delincuen. 
tes peligrosisimos, asesinos, ladrones con violencia, profe. 
sionales incorregibles, contra los que la sociedad necesita 
defenderse con medidas de eficaz protección social que 
sólo es posible hallar en reclusiones de larga duración” 
(Criminalidad Infantil y Juvenil, páginas 111 y 114). 


Es por eso que sostenemos la rebaja del límite de ja 
inimputabilidad y aun lo fiexibilizamos para que se acri- 
mine el delito si —además— a los 15 años el menor fisio- 
lógico tenía capacidad de querer y de entender la ¡Dicitud 
de su acto, lo que patentizaria su discernimiento de la 
criminalidad con la que pudiere haber actuado, 


Centramos, en el artículo propuesto, la médula de la 
cuestión en el discernimiento y acogemos, para ello, las 
más modcrnas posiciones. “Este concepto es moral además 
de cognitivo, porque se espera que el sujeto con discerni- 
miento sea capaz de conocer no sólc una realidad norma. 
tiva objetiva, sino también de otorgar valor moral o de 
juzgar moralmente actos, situaciones o personas aun 
cuando no se conozcan las normas respectivas. Apunta 
a una forma específica de distinguir el bien del mal; se 
refiere al valor moral orientado por las normas legales 
objetivas que rigen el orden social establecido y que £on- 
sideran algunos actos como punibles” (Bascuñan Valdés: 
“La Responsadilidad del Menor”, Vol. II, páginas 355.8, 
Santiago de Chile, 1974). 


El colombiano Alfonso Reyes, desaparecido trágica- 
mente el año pasado, en un notorio episodio terrorista. 
adhiere a la tesis que sustentamos en nuestro proyecto y, 
respecto de nuestros conceptos —similares a los suyos en 
cuanto a discernimiento— expresa: “que debe entenderse 
también en sentido jurídico como capacidad de distinguir 
la licitud o ilicitud de la propia conucta y de obrar con 
forme a esa distinción, que supone, Obviamente, compren- 
sión de los valores ético-jurídicos insitos en los conceptos de 
bueno y mato, lícito e ilicito” (Reyes: “La Imputabilidad”, 
Bogotá 1979, página 134). 


Al igual que los juristas compatriotas ya citados, que 
se pronuncian en contra de límites rígidos c inflexibles 
en materia de inimputabilidad, afirma Raimundo DEl* 
RIO: “No es lógico ni científico fijar una edad determi. 
nada y precisa como principio de la irresponsabilidad o co- 
mo límite entre ésta y la responsabilidad porque ello pug- 
na con las leyes naturales, en cuya virtud no hay ningún 
ser que alcance un desarrollo mental dado al mismo tiem- 
po que otros, o en una eúáad fija común a todos” (Del 
Río: D. Pena!, Nascimiento. Santiago 1935, Tomo II, pá- 
gina 153). 


Todo aconseja seguir, pues, el criterio mixto: entre los 
límites, fijados por texto legal. la imputabilidad o inim- 
putabilidad del sujeto dependen del estudio que particu- 
larmente se haga respecto del discernimiento. 


No es ociso señalar, que el moderno Código Penal de 
Colombia, de 1980, establece la inimputabilidad sólo para 
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quienes no hayan cumplido 18 años (artículo 34), en tan- 
to que el Código Penal de Portugal, de 1983, dice más O 
menos lo mismo: “Los menores de 16 años son penalmente 
inimputables” (artículo 19). 


Con relación al llamado criterio mixto por el que se 
decide el proyecto, recuerda Alfonso Reyes que utilizan 
este criterio, entre otros, los Códigos Penales de Bolivia, 
Honduras, Nicaragua y Venezuela (ob. cit. pág. 136). 


La razón de ser del articulo 4% es una respuesta, por 
la intensidad del dolo directo a delinquir, puesto de ma- 
nitiesto por quienes, de una u otra manera, se prevalecen 
de menores inimputables en el delito, como forma de des- 
víar su aparición en el hecho y la punibilidad del caso, 
dado que, de manifestarse, los menores irresponsables ad- 
quirirían el protagonismo penal. El merecimiento de una 
mayor culpabilidad (aquí agravada) es evidente, 


El artículo 5% se explica porque la suspensión de la 
vigencia, de las normas que allí se indican, durante un lap- 
so razonable, permitirá examinar la respuesta práctica 
que así se obtiene; todo sin perjuicio de proceder al exa- 
men completo sobre la conciliabilidad constitucional de 
ellas particularmente con el artículo 15 de la Carta. 


Una virtud que, estimaznos, se consigue ccn la medida 
adoptada, es que abarca a la Ley N* 12.688, por lo que los 
conductores autemovilísticos, que hoy en día causan ver- 
daderos desastres por su imprudencia, deberán cuidarse 
de estar dentro del derecho. No podrán atropellar, matar 
y quedar libres. 


Los articulos 6% y 7%, se explican por el contralor que 
debe tenerse sobre los jueces que no avalúan la peligrosi. 
uad por habitualidad y es a la Suprema Corte de Justi- 
cia, a la que compete tal contralor. 


Idéntico contralor se establece en el Artículo 8%, que 
también debe ejercer la Corte, respecto de los jueces que 
no han procesado a sujetos remilidos por la Policía. 


En el articulo 92 se dispone la aplicación retroactiva 
-—á nivel procesal— del reirmplantado régimen de medidas 
eliminativas y de la libertad anticipada, sustancialmente 
prohibida cuando existen dichas medidas de seguridad. 


Esta aplicación retroactiva eu todo lo concerniente a 
pdidas eliminativas, se explica, porque, como dice Mau. 
ách, en el más moderno finalismo alemán: “Las medi- 
Jas de seguridad tienen por cometido conjurar la peli 
grosidad del autor, apreciada en cl momento de la sen- 
tencia; por constituir puras instituciones ajustadas a un 
fin, merce ser preferida la medida más moderna, esto es, 
vigente al tiempo de dictarse sentencia (Maurach: “Trata. 
do de Derecho Penal”, tomo 1, 1* edición española). Se- 
bastián Soler piensa exactamente lo mismo. (“Derecho 
Penal Argentino”, tomo 1, página 215). 


El artículo 10 se explica, porque la finalidad de un 
buen reencauzamiento social, aún tratándose de delin- 
cuentes jóvenes pero peligrosos, corre el riesgo de frus. 
trarse, si se permite su contacto con irreversibles profe- 
sionales del delito. 


El Artículo 11 establece un sistema de contralor públi- 
co para las gracias que ciciga la Suprema Corte de Jus- 
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ticia, dado que es preciso que la sociedad las conozca y, 
desde luego, los Poderes Públicos, como es natural, para 
saber si, efectivamente, se ha cumplido con las limitacio- 
nes legales del artículo 109 Cel Código Penal, 


s Estas son las características más salientes de la fun- 
damentación en que se basa el proyecto de ley que se 
acompaña, que sometemos a la ilustrada consideración del 
Senado y de cuya rápida sanción —que esperamos— de. 
pende, en buena medida, una mayor y más eficaz defensa 
de la sociedad uruguaya, tremendamente agredida por una 
delincuencia que exhibe y ejercita, cada vez más, una in- 
declinable violencia. 

Montevideo, 3 de agosto de 1987. 


Pedro W. Cersósimo. Senador. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Constitución y Legislación 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% -— Modifícase el artículo 34 del Código 
Penal, el que quedará redactado en la siguiente forma: 


“ARTICULO 34. — No es imputable el que ejecuta el 
hecho antes de haber cumplido la edad de 183 años. 


Sin perjuicio de lo que antecede, la persona menor 
de 18 años y mayor de 16 podrá ser declarada impu- 
table por el Juez competente, conforme con lo esta. 
blecido en los artículos 129 y siguientes del Código 
del Niño”. 


Art. 22 — Sustitúyense los artículos 119 a 141 con- 
tenidos en las Secciones Segunda, Tercera y Cuarta del 
Capítulo XII del Código del Niño, por los siguientes. 


SECCION SEGUNDA 


“ARTICULO 119. — Los menores de 21 años que se 
encontraren en estado de abandono moral o material, 
serán puestos a disposición del Juez Letrado de Me- 
nores. Se entenderá que dichos menores se encuentran 
en estado de abandono moral, cuando: a) sus padres, 
tutores o guardadores los incitaren a ejecutar actos 
perjudiciales para su salud fisica o moral; b) fueren 
vagos o mendigos; e) frecuentaren casas de juego o 
sitios inmorales; d) se vincularen con gente viciosa 
O de mal vivir o, e) realizaren trabajos callejeros con 
peligro para su salud moral”. 


“ARTICULO 120. — La denuncia de abandono podrá 
ser realizada ante el Juez Letrado de Menores por las 
propias autoridades del Consejo del Niño, por orga. 
nismos públicos o privados o por cualquier particular, 
El Juez podrá, además, actuar de oficio, 


En caso de denuncia verbal se labrará acta con es- 
pecificación de todos los elementos que sirvan para 
probar el hecho denunciado”. 


“ARTICULO 121. — En los casos previstos en el ar- 
tículo 119 y sin perjuicio de las medidas urgentes 
que considere necesario adoptar, el Juez Letrado de 
Menores, previa la investigación sumaria pertinente 
y €l examen del menor por los peritos, podrá convo- 
Car a audiencia al menor. En este caso, también se- 
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rán convocados sus padres, tutores o guardadores y 
asistente social. En todos los casos deberá oírse en la 
audiencia al Fiscal de lo Civil 


Si el Juez considerare que los padres, tutores o 
guardadores pudieron haber incurrido en alguno de 
los delitos previstos en el artículo 279 del Código Pe- 
nal, ordenará el pase de los antecedentes al Juez com- 
petente. Podrá, asimismo, imponer a los padres, te- 
niendo en cuenta su capacidad económica, la obliga- 
ción de servir una pensión que será administrada por 
quien asuma la responsabilidad de atender al menor. 
A tales efectos, librará las órdenes de retención que 
corresponda. 


Contra las resoluciones del Juez sólo cabrá el re- 
curso de reposición. Contra la sentencia podrá inter- 
ponerse, además, el recurso de apelación, sin efecto 
suspensivo”. 


SECCION TERCERA 


“ARTICULO 122. — Los menores de 16 años, im- 
putados de haber incurrido en una conducta prevista 
en la legislación penal como delito, serán puestos de 
inmediato a disposición del Juez Letrado de Menores. 
Este procederá a tomarles declaración dentro de las 
24 horas y dispondrá las medidas indagatorias y las 
pericias técnicas que considere necesarias. En la mis- 
ma resolución, deberá pronunciarse acerca de la situa- 
ción provisional del menor pudiendo, según la entidad 
del hecho y las características del caso, la personali- 
dad del menor y las condiciones de su familia, man- 
tenerlo en su hogar, alojarlo en un hogar sustituto o 
disponer su internación en un establecimiento del Con. 
sejo del Niño”. 


“ARTICULO 123. — Si el Juez decide formalizar el 
proceso, deberá intimar a los padres del menor o a 
sus tutores o guardadores el nombramiento de defen. 
sor. En caso de que éstos no lo proveyeren, se desig- 
nará el de oficio que corresponda. 


El defensor, una vez aceptado el cargo, dispondrá 
de diez días perentorios contados a partir del día si. 
guiente a aquél en que pueda ser examinado el expe. 
diente, para solicitar las medidas probatorias que con. 
sidere pertinentes. 


El Ministerio Público estará facultado para producir 
pruebas y dispondrá al efecto, de igual plazo, contado 
a partir de la notificación de la resolución que some- 
te al menor a proceso”. 


“ARTICULO 124. — Las diligencias indagatorias, pe- 
ricias técnicas y pruebas solicitadas por el Fiscal y 
la defensa, deberán cumplirse en el plazo común de 
30 días, que podrá ser prorrogado, de oficio O a pe- 
tición de parte, por resolución fundada y por el tér- 
mino necesario para el cumplimiento de las diligencias 
pendientes. 


Vencido el plazo, el Juez convocará a audiencia con 
la presencia de los padres, tutores o guardadores, Fis- 
cal, defensor del menor, asistente social que actuare 
en el caso y peritos que considere necesarios. 
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En dicha audiencia se oirá al Fiscal y, si concurrie. 
ren, al defensor del menor, a los padres, tutores o guar- 
dadores y al asistente social. Podrá, asimismo, inte- 
rrogar a los peritos sobre el alcance de sus informes. 


Dentro de los treinta días siguientes, convocará a 
nueva audiencia en la que pronunciará sentencia en 
presencia de las personas que concurran y aquellas 
que determine en la convocatoria”. 


“ARTICULO 125. — La sentencia definitiva sólo po- 
drá ser apelada por el Fiscal y el defensor del menor 
dentro de los diez días hábiles de notificada, para 
ante el Tribunal de Apelaciones en lo Civil, sustan- 
ciándose con un traslado por igual término a la con. 
traparte. Las interlocutorias serán pasibles de los re- 
cursos de reposición y apelación en subsidio que se 
interpondrán dentro del término de cinco días hábiles 
y se sustanciarán con un traslado por igual término 
a la contraparte. Estos plazos tendrán carácter peren- 
torio. 


El plazo de que dispondrá el Tribunal para resolver 
los recursos será de 90 días tratándose de sentencias 
definitivas y de 45 días, si. se tratare de interlocuto- 
rias”. 


“ARTICULO 126. — Cuando la sentencia imponga una 
medida de seguridad educativa, el Juez se pronuncia. 
rá acerca de su naturaleza y extensión. 


Estas medidas pueden consistir en la internación en 
un establecimiento del Consejo del Niño o de otro or- 
ganismo oficial por un lapso máximo de :10 años, en 
régimen de máxima, media o minima seguridad. El 
régimen de mínima seguridad podrá cumplirse en un 
establecimiento privado, a solicitud y con el control 
del Consejo del Niño. Para imponer el régimen y su 
duración, el Juez deberá tener en cuenta la entidad 
del hecho, las características personales del menor y 
las necesidades del tratamiento a que deberá quedar 
sometido”, 


“ARTICULO 127. — El Juez, bajo su responsabilidad 
y en casos excepcionales debidamente fundados, podrá 
suspender la ejecución de la medida y mantener al 
menor en su hogar o alojarlo en hogar sustituto, con 
el control del Consejo dei Niño o del organismo pri. 
vado que determine, 


Esta suspensión podrá ser dejada sin efecto en cual. 
quier momento si el menor no ajustare su conducta 
al programa que se le hubiere impuesto en la senten. 
cia o incurriere en nueva inconducta”, 


“ARTICULO 128. — El Juez, durante la ejecución de 
la medida de seguridad educativa, a solicitud del Con- 
sejo del Niño y previos los informes que considere ne- 
cesarios, podrá modificar el régimen de internación”. 


“ARTICULO 129. — El régimen de los artículos 122 
a 128 inclusive, se aplicará, también, a los imputados 
menores de 18 años y mayores de 16 siempre que, de 
la consulta de sus antecedentes, el Juez Letrado de 
Menores compruebe fehacientemente que no han in. 
currido, con anterioridad, cualquiera fuere su edad, 
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en alguno de los delitos previstos en el inciso siguien- 
te. 


Si el hecho imputado fuere de los que se castigan 
con pena minima de penitenciaría o constituyeren le- 
siones graves o gravísimas, homicidio o privación de 
libertad, con exclusión de sus formas culposas, deter- 
minada que sea la responsabilidad del menor, el Juez 
deberá disponer su internación en régimen de máxima 
seguridad por un término que no podrá ser inferior 
a la mitad del mínimo de la pena prevista legalmente 
ni mayor de diez años. En estos casos no podrá dispo- 
nerse el reintegro del menor a su hogar, ni su colo- 
cación en un hogar sustituto, ni ejercerse las facul- 
tades previstas en el artículo 127. 


No regirá, en estos casos, respecto, de la duración 
de las medidas, lo dispuesto por el artículo 94 del 
Código Penal”. 


“ARTICULO 130. — Cuando de la consulta de los 
antecedentes resultare que el menor de 18 años y 
mayor de 16 ha incurrido, en una oportunidad ante- 
rior, cualquiera fuere su edad, en alguna de las con- 
ductas delictivas previstas en el inciso 29 del artículo 
precedente, el Juez Letrado de Menores, debidamente 
ilustrado por las pericias siquiátricas y criminológi- 
cas que solicitará al Instituto Técnico Forense y al 
Instituto de Criminología, según corresponda, así co- 
mo por cualquier otro asesoramiento técnico que es- 
timare conveniente, previo dictamen del Fiscal de lo 
Civil, deberá pronunciarse respecto de si el menor, al 
momento de cometer el hecho que se le imputa, era 
capaz de apreciar el carácter ilícito del mismo y de 
determinarse según su verdadera apreciación (ar- 
tículo 30 del Código Penal). 


Si el pronunciamiento fuere afirmativo, el menor 
será sometido de oficio a la justicia penal, estándose 
a lo que ésta resuelva en cuanto a su responsabilidad 
penal conforme con las normas generales. En caso 
contrario, permanecerá a disposición del Juez Letrado 
de Menores, quien deberá actuar en la forma prevista 
en los artículos 122 a 129 inclusive, de este Código. 


En la misma resolución en la que ordene las peri- 
cias, el Juez deberá pronunciarse acerca de la situa: 
ción provisional del menor. 


Si el delito imputado fuera de los previstos en el 
artículo 129, el Juez deberá mantener al menor in- 
ternado en régimen de máxima seguridad. 


Los informes técnicos y las pericias ordenadas por 
el Juez serán evacuados dentro de los diez días hábi- 
les de recibidas las solicitudes respectivas. De igual 
plazo dispondrá el Ministerio Público para evacuar la 
vista que se le confiera. 


La resolución judicial acerca de la imputabilidad 
del menor, que deberá dictarse dentro de los cinco 
días hábiles de evacuada la vista fiscal, será apelable 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 125 de este 
Código para las sentencias interlocutorias”. 


“ARTICULO 131. — Si de la consulta de los ante- 
cedentes resultare el imputado menor de 18 años y 
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mayor de 16 ha incurrido, con anterioridad, cualquie 
Ja fuere su edad, en dos o más de los hechos previs- 
tos en el artículo 129, será considerado imputable por 
esa sola circunstancia y el Juez Letrado de Menores 
deberá someterlo de oficio a la justicia penal”. 


“ARTICULO 132. — Los delitos cometidos por me- 
nores de 18 años y mayores de 16 sometidos a la jus- 
ticia penal en virtud de lo dispuesto en los artículos 
anteriores, serán castigados con la tercera parte de 
la pena correspondiente, la que podrá ser elevada has. 
ta la mitad, a criterio del Juez, teniendo en cuenta la 
gravedad del hecho y la peligrosidad del agente. 


En todos los casos, los delitos se anotarán como an 
tecedentes en el Registro que lleva el Instituto Téc. 
nico Forense y las condenas respectivas serán tenidas 
en cuenta a los efectos previstos en el artículo 48 del 
Código Penal. 


El tiempo de internación provisional será compu- 
tado como preventiva”. 


“ARTICULO 133. — A los efectos de la consulta pre- 
vista en los artículos 129 a 131 inclusive, se enten- 
derá por antecedentes del menor toda transgresión a la 
ley penal en que éste haya incurrido con anterioridad 
y que haya dado mérito oportunamente, a la adopción 
de medidas por parte del Juez competente”. 


“ARTICULO 134. — Facúltase al Poder Ejecutivo a 
adoptar, con carácter urgente, las medidas que estime 
pertinentes a fin de que la reclusión de los menores 
de 18 años, procesados o condenados por la justicia 
penal, se cumpla manteniendo separación con los de- 
lincuentes mayores de edad. 


En todos los casos, sin perjuicio de la seguridad, de- 
berá atenderse, prioritariamente, a la reeducación del 
menor recluido, de modo de facilitar su reinserción 
social”. 


“ARTICULO 135. — Queda prohibida la difusión pú- 
blica del nombre, fotografías o cualquier elemento 
que permita identificar a los menores de 18 años, au- 
tores.o víctimas de delito, 


La infracción a esta prohibición será sancionada 
con una multa de 20 a 50 unidades reajustables. Esta 
multa será aplicada por resolución del Consejo del Ni- 
ño y su importe destinado al Tesoro del mismo”. 


“ARTICULO 136. — Siempre que la policía aprehen- 
da a una persona que manifieste ser menor de 18 años 
de edad, la pondrá a disposición del Juez Letrado de 
Menores y hará constar en el oficio respectivo, el lu. 
gar y fecha de su nacimiento y demás datos identifi- 
catorios del menor, así como toda la información po- 
sible acerca de sus padres, tutores o guardadores. 


El Juez interrogará al imputado dentro de las 24 
horas y si éste afirmare ser uruguayo, solicitará in- 
mediatamente por oficio a la Dirección General del 
Registro del Estado Civil, el testimonio de su partida 
de nacimiento o el correspondiente certificado negati- 
vo, los que deberán remitirse dentro de los diez días 
siguientes a la recepción de la solicitud. 
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Cuando existieren dudas sobre la edad del detenido 
y, por tanto, sobre la competencia o el régimen apli- 
cables, el Juez lo hará saber al Director del Registro 
en el oficio respectivo. En este caso, los datos solici- 
tados deberán ser remitidos dentro de los cinco días, 
bajo apercibimiento de darse cuenta al Ministerio res- 
pectivo, 


Si no existieran datos concretos para efectuar la 
búsqueda de la partida de nacimiento, o si el detenido 
fuera extranjero y no presentara su partida de naci. 
miento, el Juez decretará inmediatamente el examen 
pericial del imputado por el médico forense de turno, 
en Montevideo y por el de servicio público, en el in- 
terior de la República, quienes deberán expedirse den- 
tro del término de tres días cuando se solicitare con 
urgencia y dentro de diez días en los demás casos. 


Si de la partida de nacimiento, en su defecto, del 
examen pericial, resultare que el detenido tiene más 
de 18 años, se pasarán los antecedentes y el detenido 
2 la justicia ordinaria. 


Si del examen pericial practicado a falta de par- 
tida, resultare que el menor tiene aproximadamente 
18 años, entenderá en la causa la justicia ordinaria 
si se tratare de delitos castigados con pena de peni- 
tenciaría; en los demás casos, el menor será puesto a 
disposición del Juez Letrado de Menores. 


A los efectos del inciso precedente, se tendrá en 
cuenta la pena señalada por la ley para el delito im- 
putado y no la que correspondería teniendo en cuenta 
las circunstancias atenuantes que concurrieren. 


Cuando cl imputado tuviera aparentemente más de 
18 años, el Juez, sin perjuicio de proceder en la for- 
ma establecida en los incisos anteriores, decretará las 
diligencias necesarias para la comprobación de los he. 
chos, de acuerdo con el Código del Proceso Penal, 
mientras se comprueba la edad. Esas diligencias se 
remitirán a la justicia ordinaria y surtirán todos los 
efectos legales, si se probara que el imputado tenía 
más de 18 años al cometer el delito. 


En la misma forma procederá el Juez en los casos 
de delitos graves cuando, a su juicio, el imputado 
pueda tener más de 18 años. 


Si del examen pericial resultare que el menor tie- 
ne aproximadamente 16 años, se aplicará el régimen 
correspondiente a los menores de esa edad (artículos 
122 a 128)”. 


“ARTICULO 137. — Cuando se formule denuncia an. 
te la justicia penal contra un menor de 18 años, el 
Juez, sin más trámite, pasará los antecedentes al Juez 
Letrado de Menores. 


Si entre los denunciados figuraren uno o más mayo- 
res de 18 años, la causa seguirá contra éstos y se 
pondrá de inmediato al menor o menores a disposi. 
ción del Juez Letrado de Menores, al que se remi- 
tirá testimonio de la denuncia a fin de que adopte las 
medidas correspondientes”. 
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“ARTICULO 138. — Créase el Registro de Antece- 
dentes de Menores, en el que se anotarán las resolu- 
ciones de los Jueces Letrados de Menores respecto de 
menores no declarados imputables y que hubieren in- 
eurrido en conductas previstas en la legislación penal 
como delito. 


La autoridad policial comunicará al Registro, a fin 
de ser incorporados al mismo, dentro de los sesenta 
dias de la vigencia de la presente ley, todos los ante. 
cedentes y anotaciones que obraren en su poder. Mien- 
tras no se efectúe esa incorporación, los jueces debe- 
rán requerir directamente a dicha autoridad la infor- 
mación referida. 


El Registro que se crea estará a cargo del Institu- 
to Técnico Forense y será de consulta obligatoria para 
los jueces competentes”. 


SECCION CUARTA 


“ARTICULO 139. — Los representantes legales de 
los menores y el Consejo del Niño podrán pedir en 
cualquier momento al Juez Letrado de Menores que 
se dejen sin efecto las medidas adoptadas de acuerdo 
con los artículos anteriores, excepto en los casos pre- 
vistos en el inciso 32 del artículo 129. 


La solicitud deberá presentarse por escrito estable. 
ciéndose concretamente los hechos en que se funda y 
los elementos de prueba respectivos”. 


“ARTICULO 140. — El Juez Letrado de Menores dis. 
pondrá las diligencias que estimare del caso y pro- 
nunciará resolución fundada en audiencia a la que 
serán convocadas las partes y el menor. Su resolución 
será apelable para ante el Tribunal de Apelaciones 
en lo Civil”. 


“ARTICULO 141. — En el caso de no accederse a lo 
solicitado, los representantes legales del menor y el 
Consejo del Niño podrán reiterar, una vez transcurri. 
do un año de haber quedado firme la denegatoria, la 
solicitud a que se refiere el artículo 139”. 


Art. 32 — La participación de menores de 18 años, 
inimputables o no, en la realización de un delito junto a 
mayores de esa edad, inclusive en la faz preparatoria se- 
rá considerada para estos últimos, circunstancia agravan- 
te, en cuyo caso los límites de la pena correspondiente se 
elevarán al doble, 


Art, 4% —. Modifícase el artículo 13 del Decreto-Ley 
N? 10.415, de 13 de febrero de 1943, el que quedará re- 
dactado de la siguiente manera: 


“El Poder Ejecutivo determinará, toda vez que fue- 
re necesario, los tipos de armas y municiones de uso 
exclusivo de las Fuerzas Armadas y de la Policía y 
podrá prohibir su importación, venta, adquisición, por 
te y tenencia por particulares o por instituciones ofi. 
ciales o privadas. 


Podrá también, extender la prohibición a otros ti. 
pos de armas o municiones en atención a su peligro. 
sidad. 
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La determinación establecida en el inciso primero 
se hará periódicamente con las inclusiones y exclusio- 
nes que correspondan”. 


Art, 59 —. Derógase el inciso 12 del artículo 365 del 
Código Penal e incorpórase al mismo como artículo 365 
bis, el siguiente: 


“ARTICULO 365 bis. (Porte y suministro ilícito de ar- 
mas), — El que portare armas sin estar autorizado 
para ello, las suministrare o las comerciare ilegal- 
mente, será castigado con la pena de multa de 100 a 
500 unidades reajustables”. 


Art. 6% -— Agrégase al articulo 47 del Código Penal, 
el siguiente inciso: 


“16) Portar armas en el momento de cometer el de- 
lito, haya o no hecho uso de ellas”, 


Art. 7% -— Modifícase el artículo 139 del Código del 
Proceso Penal, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“ARTICULO 139. (Revocación y modificación). — El 
beneficio de la excarcelación se revocará o modifica. 
rá, de oficio o a petición del Ministerio Público, du- 
rante todo el curso del proceso, por violación de los 
deberes impuestos, quedando el Juez o Tribunal fa- 
cultado para revocar o modificar el beneficio por 
otros fundamentos graves que deberán expresarse. 


El auto respectivo será apelable en la forma pres- 
eripta por el articulo 158. 


Cuando un procesado tuviere una o más causas en 
trámite en otros Juzgados, el Juez dispondrá que el 
auto de procesamiento se comunique al Juez o Jueces 
de las causas anteriores”. 


Art. 8% — Derógase el artículo 4? de la Ley N? 15.859, 
de 31 de marzo de 1987. 


Art. 99 — Modifícase el artículo 19 de la Ley N* 15.859, 
de 31 de marzo de 1987, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


“ARTICULO 1% — Además de los casos previstos en el 
artículo 7i del Código del Proceso Penal, podrá no 
disponerse la prisión preventiva del procesado cuando 
concurran, simultáneamente, las siguientes circuns- 
tancias: 


A) Si fuere presumible que no habrá de recaer, en 
definitiva, pena de penitenciaría, 


B) Si, a juicio del Magistrado, los antecedentes del 
procesado, su personalidad, la naturaleza del he- 
cho imputado y sus circunstancias, hicieren pre- 
sumir versosimilmente que no intentará sustraer- 
se a la sujeción penal ni obstaculizar, de manera 
alguna, el desenvolvimiento del proceso”. 


Art. 10. — Derógase el artículo 21 de la Ley N* 15.737, 
de 8 de marzo de 1985. 


Art. 11. (Libertad anticipada). — Los penados que se 
encontraren presos al quedar ejecutoriada la sentencia O 
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que hubieren sido reintegrados luego de aquélla, podrán 
solicitar la libertad anticipada en los siguientes casos: 


19) Si la condena es de penitenciaría y el penado ha 
cumplido la mitad de la pena impuesta. 


20) Si la pena recaída es de prisión o multa, sea cual 
fuere el tiempo de reclusión sufrida, 


3%) Si se ha aplicado una medida de seguridad elimina- 
tiva, cuando se hayan cumplido las dos terceras par- 
tes de la pena impuesta. 


La petición deberá formularse ante la Dirección del 
establecimiento esrcelario donde se encontrare el penado. 


La solicitud se elevará al Juez de la ejecución dentro 
de los cinco días, con informe de la Dirección del esta. 
blecimiento acerca de la calificación del solicitante como 
recluso. Recibida la solicitud el Juez recabará el informe 
del Instituto de Criminología. 


Devueltos los autos, el Juez emitirá opinión fundada 
y elevará los autos, a la Suprema Corte de Justicia; pre- 
vio dictamen del Fiscal de Corte, ésta resolverá en defi. 
nitiva. Si comparte la opinión del Juez de la ejecución, 
no necesita fundar el fallo. 


Si la Suprema Corte de Justicia concede la libertad 
anticipada hará cumplir el fallo de inmediato y dejará 
constancia de que se notificó al liberado de las obligacio- 
nes impuestas por el articulo 102 del Código Penal, devol- 
viendo la causa al Juez de la ejecución. 


En el caso previsto en el numeral 3? de este articulo, 
si la Suprema Corte de Justicia concediere la libertad an- 
ticipada, podrá en el mismo acto, reexaminar el juicio de 
peligrosidad y, en su caso, disponer el cese de la medida 
de seguridad eliminativa que se hubiere impuesto. 


Art. 12, — Derógase el artículo 1? de la Ley N? 15.737, 
de 8 de marzo de 1985. 


Art. 13. — Incorpórase al articulo 92 del Código Pe- 
nal, como inciso 4%, el siguiente: 


“Las terceras a los delincuentes habituales (incisos 20 
y 39 del artículo 48 y a los homicidas que por la ex- 
cepcional gravedad del hecho, derivada de la natu. 
raleza de los móviles, de la forma de la ejecución, de 
los antecedentes y demás circunstancias afines, de- 
nuncien una gran peligrosidad”. 


Art. 14, — Agréganse al Código del Proceso Penal los 
siguientes artículos: 


“ARTICULO 343. (Medidas de seguridad eliminativas. 
Cumplimiento). — La sentencia que imponga una me- 
dida de seguridad eliminativa deberá determinar el 
mínimo y el máximo de su duración. 


La medida comenzará a ejecutarse, en los estable. 
cimientos adecuados, luego de cumplida la pena im- 
puesta en la sentencia”. 


“ARTICULO 344. (Medidas de seguridad eliminativas. 
Cese). — Vencido el plazo mínimo de duración, el 
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Juez de la ejecución solicitará informes al estableci- 
miento donde se cumple la medida, pudiendo decretar 
el cese, cuando dichos informes hagan prever la re- 
adaptación del penado”. 


Art, 15. -—- Los jueces de la materia pena] comunica. 
rán trimestralmente a la Suprema Corte de Justicia la 
correspondiente información sobre las remisiones hechas 
por la policía que no hubieren dado mérito a procesa- 
miento, acompañando, en todo caso, fotocopia autenticada 
de lo actuado. 


Art. 16. — Comuníquese. 
Sala de la Comisión, 22 de marzo de 1988. 


Dardo Ortiz, Américo Ricaldoni, Pedro W. Cersósimo. 
Miembros Informantes. Juan Carlos Fá Robaina. Se- 
nadores. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
(En mayoría) : 


Al Senado: 


Vuestra Comisión, ha perseguido la armonización de 
tres iniciativas que se le sometieran en los últimos tiem- 
pos y que, sin perjuicio de Jas naturales diferencias entre 
las mismas, reconocen en común la necesidad o convenien- 
cia de adoptar medidas legislativas ante el actual incre- 
mento de la delincuencia que se registra en el país. 


Cabe señalar al respecto, antes de entrar a la expli 
cación del proyecto en sí que, a juicio de la mayoría de la 
Comisión, la problemática de referencia reconoce varias 
causas y que no todas podrán ser soclucionadas por la via 
legislativa. 


Tenemos cabal conciencia de que la sociedad toda ex- 
perimenta, hoy en día, un sentimiento de creciente inse- 
guridad, y que sus reclamos para que el mismo cese, obli- 
gan al legislador y comprometen su esfuerzo para la bús- 
queda de soluciones legislativas adecuadas. 


Es en ese entendido que, con carácter general, puede 
decirse que el proyecto elaborado por la mayoría de esta 
Comisión procura establecer las normas jurídico-penales y 
adjetivas reclamadas por la situación que actualmente 
vive el país, en torno al problema de la delincuencia. 


Por un lado, la indudable y preocupante proliferación 
de delitos que tienen como protagonistas, principales O 
secundarios, a menores de edad quienes, no obstante la 
presunción absoluta de inimputabilidad que les acuerda 
nuestro régimen penal, demuestran en su actuar un dis. 
cernimiento pleno y una madurez muy superiores a su 
edad cronológica e, incluso, en no pocas ocasiones, hasta 
un ostensible aprovechamiento de la situación de privile- 
gio que, por imperio de la ley, dimana de su minoridad. 


Por otro lado —y ya en relación a los delincuentes 
mayores de edad— la lenidad emergente de la interpre- 
tación que, predominantemente, se ha dado en la prác- 
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tica al régimen de procesamiento sin prisión, consagrado 
en la Ley N* 15.859, de 31 de marzo de 1987 en virtud, 
probablemente, de la oscura redacción de su artículo 1%. 
Conforme a esa interpretación autores confesos de delitos, 
algunos de cierta gravedad, son dejados en libertad por 
los jueces, una vez decretado su procesamiento, ante la 
creciente inquietud de la sociedad que ve, en la citada 
práctica judicial, un debilitamiento cierto de la función 
represiva del Estado. 


Junto a estas causas se encuentra, también, la libera- 
lización del régimen de la libertad anticipada, operada por 
la modificación introducida por la Ley de Amnistía (Ley 
N9 15.737, de 3 de marzo de 1985) y, muy especialmente, 
la supresión del tradicional instituto de las medidas de 
seguridad eliminativas —-dispuesta en esa misma ley— 
mediante el que el legislador de 1934 había dado acogida, 
dentro de nuestro sistema penal, al principio de la de- 
fensa social. 


Los aspectos preindicados, más alguna cuestión late. 
ral, pero no menos importante, son los que ha tenido en 
cuenta la mayoría de la Comisión al elaborar el proyecto 
que se somete a consideración del Cuerpo. 


Como es fácil de advertir, se recogen en lo funda- 
mental las soluciones contenidas en los proyectos presen- 
tados por dos de sus miembros —los señores senadores Or- 
tiz y Cersósimo— a las que se han agregado algunas otras, 
que figuran en el proyecto remitido por el Poder Ejecuti- 
vo, en el entendido de que, aunque inspiradas en una fi- 
losofía diferente, podían compatibilizarse, sin violencia, 
con la idea rectora de aquellos dos, que esta mayoría ha 
acogido con preferencia. Por último, en algún tema eon- 
ereto, se han introducido fórmulas que no se encontraban 
en ninguno de los proyectos a estudio, atendiendo a dis- 
tintos planteamientos formulados en el seno de la Comi- 
sión por alguno de sus integrantes. 


Pasando al análisis del proyecto en particular, los dos 
primeros artículos estructuran un nuevo régimen en ma. 
teria de imputabilidad penal, ciertamente distinto al ac- 
tualmente en vigencia. 


Conforme al dogma del artículo 34 del Código Penal. 
la imputabilidad penal se configura, básicamente, sobre 
una presunción juris el de jure, según la cual la persona 
que no ha cumplido 18 años de edad es absolutamente 
inimputable, 


Obvio es señalar que el legislador de la época —año 
1933— al fijar dicho límite de edad, se apartó de los 
principios generales que él mismo había consagrado en el 
artículo 30 del mismo Código, toda vez que no interesa a 
la ley penal, cuando el menor no ha cumplido 18 años, 
investigar si se han dado en el caso concreto las condi. 
ciones descritas en dicho articulo reveladoras, en su con- 
junto, de la capacidad intelectual de entender el carácter 
ilícito del acto cometido y la capacidad volitiva de com. 
portarse según ese entendimiento. 


La explicación del por qué de ese apartamiento, más 
que en la Exposición de Motivos del Código Penal, puede 
encontrarse en la del Código del Niño, promulgado el mis- 
mo año que aquél. Se dice alli: “La Comisión no ha olvi. 
dado que entre los menores de 18 años puede haber ver. 
daderos criminales instintivos, incorregibles, que requieren 


tratamiento penitenciario y no tutelar; pero en la impo- 
sibilidad de determinar “a priori” cuáles son esos casos de 
excepción, ha optado por suprimir la penalidad para to- 


dos los que no han alcanzado aquella edad, convencida. 


de que casi siempre son susceptibles de reforma...”. 


Pero sucede que, así como la presunción de inimpu- 
tabilidad de Jos menores de 18 años no admite prueba en 
contrario, estando vedado al Juez, en esos casos, antepo- 
ner su propia convicción acerca de la existencia de la im- 
putabilidad, a la voluntad del legislador que la niega, la 
solución de imputabilidad para los mayores de aquella edad 
no es absoluta, puesto que se admite, por parte del mismo 
cuerpo legal que, en determinadas hipótesis, una persona 
con 18 años cumplidos puede ser considerada inimputable. 


Como ya se dijo, al explicar los aspectos generales del 
adjunto proyecto de ley, la situación que actualmente se 
vive en el país, en materia de delincuencia juvenil, ha 
traído al tapete el controvertido tema de si el límite de 
edad fijado en el artículo 34 del Código Penal responde, 
en el mundo de hoy, a los parámetros de madurez inte- 
lectual que, aun dentro de la arbitrariedad que implica 
la fijación de todo límite, ha tenido en cuenta el codi. 
ficador del 33 y, consecuentemente ,si no sería razonable 
bajar dicha edad. 


En este punto, conviene recordarlo, el derecho com- 
parado ofrece una gama muy fluctuante, desde legisla- 
clones que acogen la misma edad del Código uruguayo 
—por cierto, de las más elevadas— hasta aquellas otras 
que fijan el límite de la imputabiidad cn 16, 15, 14 y 
hasta 12 años. 


El proyecto del Poder Ejecutivo se afilia al manteni- 
miento de la edad de 18 años y la misma posición ha 
sido sustentada por la Cátedra de Derecho Penal, a la 
que esta Comisión consultó expresamente sobre el punto. 
Los otros dos proyectos estudiados por la Comisión con- 
sagran, en cambio, un régimen intermedio, disminuyendo, 
en algunos casos, la edad en que se adquiere la imputa- 
bilidad, aunque no con carácter general. 


La solución del proyecto de la mayoría de esta Co- 
misión, en este punto concreto, se funda, básicamente, en 
una fórmula del Senador Ricaldoni. Por debajo de la edad 
de 18 años y por encima de la de 16, se establece una 
presunción relativa de inimputabilidad, la que puede ce. 

Pr como consecuencia de la investigación, que se come- 
te al Juez actuante (el de Menores), respecto a si el me- 
nor imputado presentaba, al tiempo de cometer el acto, 
una situación de madurez psíquica e intelectual compa- 
tible con el dogma genérico de la imputabilidad, previsto 
én el artículo 30 del Código Penal. Fórmula ésta que, a 
juiclo de los suscritos, tiene la virtud de mantener una 
perfecta simetría con la situación de los mayores de 18 
años, a cuyo respecto la presunción de imputabilidad cede 
ante la verificación de alguna de las causas de inimputa- 
bilidad previstas en el Código Penal. 


De resultas de la modificación a que acaba de hacer- 
se referencia, tanto en el artículo 34 del Código Penal, co- 
mo en los artículos 119 y siguientes del Código del Niño, 
el régimen de la imputabilidad penal reconoce ahora, un 
límite de 16 años, por debajo del cual se consagra una 
presunción absoluta de inimputabilidad, un estadio inter- 
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medio, hasta los 18 años cumplidos, donde la imputabili- 
dad resuitará, en ciertos casos, de una decisión expresa 
del Juez competente, y una última etapa, por encima de 
los 18 años, en la que se presume la imputabilidad, sin 
perjuicio de las hipótesis de inimputabilidad de los ar- 
tículos 31, 32, 33 y 35 del Código Penal. 


Consecuentemente, el régimen a aplicarse en los casos 
en que menores de 18 años han incurrido en aclos previs. 
Los en la legislación penal, como delitos, habrá de variar 
según la cdad del actor, la gravedad del ilícito cometido 
y sus antecedentes. 


Por debajo de los 16 años, se ha optado por mantener, 
salvo variantes de detalle, el régimen estructurado —aun- 
que con referencia a los menores de 18 años-— en el pro- 
yecto del Poder Ejecutivo. Mediante las normas respecti- 
vas, modificativas del Código del Niño, se crea un proce- 
dimiento oral, con participación del defensor del menor y 
del fiscal Letrado de lo Civil, en el que se conjugan la 
rapidez y las debidas garantías de los derechos del menor 
y de sus padres. Importa consignar que la jurisdicción, en 
estos casos, es la de Menores, y que el Juez competente, 
según la entidad del hecho, puede imponer medidas de se. 
guridad educativas, en régimen de máxima, media o mí. 
nima seguridad. 


Cuando el imputado tiene menos de 18 años, pero 
más de 16, esta Comisión ha elaborado un régimen origi- 
nal, sobre la base de distintas ideas aporladas por varios 
de sus miembros. Conforme a dicho régimen, contenido 
en los artículos 129 a 132 del Código del Niño, pueden 
registrarse dos situaciones. Si el Juez de Menores -—que 
es, en todo caso quien asume jurisdicción— comprueba 
que el imputado no registra antecedentes de naturaleza 
delictiva, deberá proceder igual que si fuera menor de 16 
años, o sea, que se le considerará inimputable y se apli- 
carán las medidas educativas que se estimen pertinentes, 


El Juez actuante tendrá, empero, una única limitación 
en los casos en que el acto cometido por el menor revista 
especial gravedad (delitos de lesiones, homicidio y priva- 
ción de libertad excluidas las formas culposas y, en gene- 
ral, todos aquellos que tienen pena mínima de penitencia. 
ría), cual es la de disponer, preceptivamente, la interna. 
ción del menor en régimen de máxima seguridad. 


La segunda hipótesis —siempre dentro de la faja eta. 
ria comprendida entre los 16 y 18 años-— refiere a los 
casos en que el menor imputado haya incurrido, con an- 
terioridad, cualquiera fuera su edad, en un hecho previsto 
en la ley penal como delito. Cuando ello sucede, el Juez 
de Menores, con intervención del Fiscal de lo Civil, de. 
berá someter al menor a las pericias psiquiátricas y cri- 
minológicas de rigor, a efectos de determinar si es o no 
imputable, de conformidad con las pautas establecidas en 
el artículo 30 del Código Penal, al que se hace expresa 
referencia. Si, en opinión del magistrado actuante, el me. 
nor, en el momento de cometer el acto que se le imputa, 
era inimputable, permanecerá bajo su jurisdicción, apli- 
cándosele el régimen establecido para los menores de 16 
años. En caso contrario, esto es, si ha mediado una ex- 
presa declaración de imputabilidad, el menor será some- 
tido de oficio a la Justicia Penal, la que procederá a su 
respecto del mismo modo que si tuviera más de 18 años. 
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Estc régimen de imputabilidad penal sc complementa, 
en el presente proyecto, con otras disposiciones. 


Asi, en el artículo 132 del Código del Niño, siguiendo 
el ejemplo de la legislación venezolana, se establece que, 
para los casos de menores de 18 años, declarados imputa- 
bles y sometidos, consecuentemente, a la Justicia Penal, 
habrá un régimen punitivo privilegiado, conforme ai cual 
la pena a aplicar será de un tercio a la mitad de la co- 
rrespondiente a cada delito, 


Por su parte, y en lo que hace a otro de los temas 
polémicos en esta materia, cual es el lugar de reclusión 
para estos menores, ei artículo 134 del Código del Niño 
opta por disponer que la misma deba ser cumplida con 
absoluta separación de los delincuentes mayores de 18 años, 
sea en establecimientos especiales o en los comunes. Se 
indica, asimismo, la necesidad de atender la reeducación 
del menor recluido. 


En materia de cómputo de antecedentes, el proyecto 
difiere de la solución propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se anotarán en el “Registro de Antecedentes de Menores” 
—que se crea-— las violaciones a la ley penal cometidas 
por menores de 18 años no declarados imputables. El Re- 
gistro estará a cargo del Instituto Técnico Forense. La 
consulta de ese Registro será obligatoria para los jueces 
intervinientes, a fin de determinar con precisión el régi- 
men a aplicar a los menores sometidos a su jurisdicción. 


Las demás modificaciones al Código del Niño, conte- 
nidas en este artículo 2% del proyecto, coinciden, salvo li- 
geras variantes, con las propuestas por el Poder Ejecutivo 
y se refieren a distintos aspectos del trámite ante la ju- 
risdicción de Menores, no reguladas hasta el presente en 
dicho cuerpo normativo. 


Concluido, así, el análisis de los dos primeros articu- 
los del proyecto adjunto, relacionados, según acaba de 
verse, con el tema de la minoridad, corresponde hacer re- 
ferencia a los artículos 3% a 6%, que aluden a otro de los 
aspectos vinculados a la problemática de la delincuencia, 
Cual es el porte de armas. 


Cabe señalar a este respecto, que la preocupación en 
este punto es exclusiva del proyecto del Poder Ejecutivo, 
habiéndose reiterado en el presente las disposiciones co- 
rrespondientes. En concreto, se crea un nuevo delito, el 
de “Comercio y porte de armas prohibidas”, y una nueva 
falta, la de “Uso y retención ilícita de armas”, al tiempo 
que se faculta al Poder Ejecutivo a regular todo lo con- 
cerniente a las armas de uso exclusivo de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía, así como a las consideradas pe- 
ligrosas. 


Surge como evidente que la “ratio” de estas disposi- 
clones es la de restringir el uso de armas, tanto por par- 
te de quienes incursionan en el delito, como de aquellos 
que —cada vez en mayor medida— se valen de las mis- 
mas con fines preventivos o defensivos. A juicio de esta 
Comisión, empero, resultaba aconsejable enfatizar respec- 
to al porte de armas por parte de los delincuentes, a cuyo 
efecto se crea una agravante genérica, a incorporar al ar- 
tículo 47 del Código Penal la que, obviamente, se tendrá 
en cuenta en caso de que se haya cometido delito y res- 
pecto, exclusivamente, de su autor. 
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El artículo 7%, por su parte, recoge, con leves modi: 
ficaciones, la propuesta de modificación del artículo 1239 
del Código del Proceso Penal, contenida en el proyecto 
del Poder Ejecutivo: Dicha modificación persigue el pro- 
pósito de asegurar la comunicación de todo nuevo prote- 
samiento al Juez o jueces de las causas anteriores aún en 
trámite, a fin de disponer la revocación o modificación, 
en su caso, de la libertad provisional eventualmente con. 
cedida. 


El artículo 3%, aunque aplicable a los delincuentes ma. 
yores de edad, guarda intima relación con el tema de la 
minoridad, inspirador de otras disposiciones ya comenta- 
das. En concreto, se promueye un drástico agravamiento 
de la pena correspondiente a los delincuentes mayores de 
18 años, cuando se compruebe que en la comisión del de- 
lito de que se trate han participado menores de dicha edad. 
Con ello, se procura evitar la situación, muy corriente en 
la práctica, de la utilización de menores para consumar 
delitos, con el fin de descargar en ellos -—dada su condi- 
ción de inimputables— la eventual responsabilidad por el 
Hícito. 


Los artículos siguientes del proyecto, guardan relación 
con el régimen de procesamiento sin prisión, consagrado 
por la Ley N* 15.859, de 31 de marzo de 1987. 


Se ha compartido el criterio del Poder Ejecutivo en 
cuanto a la derogación del articulo 4% de la ley antes ci- 
tada, referido a la responsabilidad judicial por una priva- 
ción de libertad ilegal, al entender, como aquél, que di- 
cha situación no debe excluirse de la aplicación de los 
principios generales acerca de la responsabilidad de los 
funcionarios públicos, consagrada en nuestro ordenamiento 
jurídico positivo (artículo 8% del proyecto). 


En el artículo 9% se propone un ajuste de redacción 
al artículo 19 de dicha ley, reiterándose la fórmula que, 
en su momento, resultó aprobada en forma casi unánime 
por el Senado, y que apunta, meramente, a ratificar el 
carácter facultativo del procesamiento sin prisión, median- 
te una interpretación auténtica del artículo 1% del texto 
legal ya mencionado. De ese modo, se pondrá fin, segura- 
mente, a la contienda hermenéutica que, tanto a nivel doc- 
trinario como jurisprudencial se ha registrado desde la en- 
trada en vigencia de aquella ley. 


Se ha entendido conveniente propiciar la derogación del 
artículo 21 de la Ley de Amnistía, que consagró un ré- 
gimen más liberal en materia de libertad anticipada. Em 
pero, sobre este punto, parece aconsejable no seguir el eri 
terio propuesto en el proyecto del señor senador Cersósimo, 
de restablecer el régimen original del Código Penal, sino 
volver a la formulación del articulo 328 del Código del 
Proceso Penal, por entender que ésta se compadece de 
mejor manera con las reales finalidades del instituto. 


El artículo 12 atiende a otra de las causas que, a jui. 
cio de esta Comisión, ha incidido en el actual auge de la 
delincuencia. 


Como es sabido, el artículo 19 de la Ley N9% 15.73%. 
de 8 de marzo de 1985 (Ley de Amnistía) derogó las me- 
didas de seguridad eliminativas, de larga tradición dentro 
de nuestra sistemática penal. La razón invocada en su 
oportunidad, a la luz de lo que surge en la exposición de 


motivos de aquella ley, fue el fracaso del instituto, debido, 
fundamentalmente, a la circunstancia de que dichas me. 
didas al tener que cumplirse, en la práctica, en los mismos 
establecimientos en que se cumplen las penas, se transfor- 
maban en una verdadera prolongación de la pena privativa 
de libertad impuesta y obraban, en consecuencia, como un 
efecto desmoralizador sobre el reo. 


Con ser cierta la circunstancia invocada por los pro- 
motores del proyecto, ella no habilitaba, por sí sola, a eli- 
minar de un plumazo, y en forma inconsulta, uno de los 
institutos sobre los cuales el ilustre Irureta Goyena edifi- 
có el sistema penal uruguayo. Más aún, cuando con esa 
eliminación se deja prácticamente sin sustento jurídico la 
declaración de habitualidad que el artículo 48, numerales 
22 y 39, prevé en relación de los delincuentes que delin- 
quen periódicamente. 


A juicio de esta Comisión, la eliminación de las me 
didas de seguridad eliminativas en la oportunidad antes 
indicada fue más bien un arbitrio que se estimó indispen- 
sable para ampliar el cauce de la amnistía que se votaba, 
en especia] removiendo uno de los obstáculos que limita. 
tan la aplicación amplia del beneficio de ia libertad anti. 
cipada. 


En consecuencia, superada hoy la coyuntura que jus- 
tificó la eliminación del instituto, parece oportuno reinte- 
grarlo. a nuestro ordenamiento penal positivo, sin. perjui- 
cio de que un estudio más sereno y detenido pueda, en un 
futuro, conducir a otra solución. Por lo demás, las actua- 
les. circunstancias que se advierten en nuestra sociedad, 
tornan oportuno el restablecimiento de este típico instru- 
mento de defensa social, acogiendo —en este sentido— la 
propuesta contenida en el proyecto presentado por el señor 
senador Cersósimo. 


Finalmente, el articulo 13 impone a los jueces en ma- 
teria penal la obligación de informar acerca de las remi- 
siones que les hubiere hecho la autoridad policial y que 
no hubieren dado lugar a procesamiento. Con ello se pre- 
tende que la Suprema Corte de Justicia, en ejercicio de 
sus funciones de superintendencia, pueda conocer las razo- 
nes que motivaron tales decisiones, las que, en algunas 
circunstancias, han producido desaliento en quienes prac- 
ticaron oportunamente las diligencias policiales. 


Sala de la Comisión, 22 de marzo de 1988. 


Américo Ricaldoni, Pedro W. Cersósimo, Dardo Ortiz. 
Miembros Informantes. Juan Carlos Fá Robaina. Se. 
nadores.” 


Cámara de Senadores 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
(en minoría) 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación, en 
mayoría, ha aprobado un proyecto modificativo de diver- 
sas disposiciones contenidas en el Código del Niño, Código 
Penal y Código del Proceso Penal, destinado a severizar 
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las respuestas punitivas ante determinadas manifestaciones 
delictuales verificadas en el país. Se trata, en esencia, de 
un proyecto de índole estrictamente penal, inspirado en la 
filosofia de la Defensa Social, que amalgama diversas ini- 
ciativas anteriores remitidas a pronunciamiento del Cuer- 
po, particularmente, la propuesta formulada por el Poder 
Ejecutivo, pero que, es evidente, fue superada en su aspi- 
ración por el proyecto elaborado por lá Comisión. 


En virtud de mantener discrepancias con la mayoría 
de las soluciones proyectadas, elevamos a vuestra conside. 
ración los fundamentos que nos llevan a oponernos a la 
reforma penal sugerida, cuya aprobación propicia —en 
cambio— la Comisión de Constitución y Legislación, por 
mayoría. 


Evidentemente, la médula de la cuestión —que expli- 
ca la referida disidencia— parte de un diverso enfoque de 
la Política Criminal, abiertamente antagónico del criterio 
meramente defensista y represivo, que sigue pretendiendo 
obtener la prevención de la delincuencia, a través de una 
intervención más drástica del Estado, en el ejercicio de 
su peder penal. 


En efecto, está fuera de discusión actualmente, que la 
via penal es la “última ratio”, el recurso extremo, el ins- 
trumento definidamente subsidiario en materia de solución 
de conflictos sociales, rígidamente controlado por la valo- 
ración de la utilidad de la pena. 


“¿Queréis prevenir los delitos? Haced que las luces 
acompañen a la libertad”, enseñaba el ilustre Beccaria ya 
en 1764, en los albores del Estado moderno, insistiendo en 
el valor de la educación y la libertad como pivotes de la 
disuasión, bien que sobre la idea del contrato social y asig- 
nándole como objetivo al Estado, el procurar la felicidad 
de los hombres (vid.: Cesare Beccaria, De los Delitos y 
de las Penas, EJEA, Buenos Aires 1958, pág. 241). 


Esa propuesta política del Iluminismo se ha venido a 
consolidar definitivamente en el Derecho Penal contempo- 
ráneo donde —prácticamente— no hay quien controvierta, 
que el límite materia! infranqueable al ejercicio del “Jus 
puniendi”, lo constituye el principio de necesidad y frag- 
mentariedad de la intervención penal, estimándose la eri. 
minalización como una vía absolutamente subsidiaria y 
anómala en la protección de los bienes jurídicos (Cfr, en. 
tre otros: Juan Bustos Ramírez, Manual de Derecho Pe- 
nal Español, Ariel, Barcelona 1984, pág. 49; Gonzalo Quin- 
tero Olivares, Introducción al Derecho Penal, Parte Ge- 
neral, Barcanova, Barcelona 1981, pág. 142; Giovanni Fian- 
daca - Enzo Musco, Diritto Penale, Parte Generale, Zani- 
chelli, Bologna 1985, pág. 7). 


u 


Así, la década del 70, muestra un vigoroso movimien. 
to universal tendiente a moderar la reacción penal, que 
aboga por una inmediata descriminalización de conductas 
delictivas -—haciendo jugar el principio de la llamada “in- 
tervención mínima”— y, sobre todo, que brega por la des. 
penalización, procurando encontrar medidas penales alter- 
nativas en detrimento de la clásica prisión celular, carente 
de todo sentido resocializador. 


Filosóficamente, además, comienza a perder legitimidad 
la concepción ético-jurídica retributiva de la pena, afir- 
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mándose que el único significado posible, el único funda- 
mento de legitimación de la pena, admisible en el Estado 
democrático de Derecho, es la función de prevención de 
delitos (Cfr.: Santiago Mir Puig, Función de la pena y 
teoría del delito en el Estado social y democrático de De- 
recho, Bosch, Barcelona 1982, pág. 37). 


TI 


Las consideraciones precedentes permiten demostrar, a 
nuestro juicio, hasta qué punto la reforma propiciada por 
la Comisión, va a contramarcha del rumbo que recorre la 
legislación penal moderna. 


No se trata —y es oportuno señalarlo— de puras dis- 
quisiciones académicas, sino de principios políticos y filo- 
sóficos en el manejo del poder penal, cristalizados a todo 
lo largo del Derecho Comparado. 


Es indiscutibie que la politica penal no configura una 
parcela autárquica y desvinculada del marco de la poli- 
tica general. Ninguna Política Criminal puede sostenerse 
si no está precedida y apoyada por una política social im- 
tegral, que la explique y le otergue sentido. 


Apostar lo contrario equivale a plegarse a soluciones 
idealistas, de inaceptable ingenuidad, que —en plena crisis 
del Derecho— continúan creyendo en la supuesta capaci. 
dad de la ley para transformar la realidad y, francamen- 
te, multiplicar a niveles de ficción su efecto disuasor y 
sus posibilidades efectivas, como factor inhibidor de las 
conductas criminales. 


Sin embargo, parece más que Obvio que la ley penal 
no puede incidir a extremos significativos en prevenir la 
etiología del delito, ni tiene aptitudes para transformar las 
estructuras socio-económicas de marginación, de donde se 
provee la clientela principal de los sistemas penales, 


Iv 


La prevención del delito requiere, contrariamente, de 
la implementación de medidas no punitivas, a fin de ata- 
car las causas de generación del delito y no contentarse 
con la penalización de sus consecuencias, 


Exige políticas sociales de asistencia a los sectores de- 
samparados de la población, debiendo obligadamente inter- 
venir el Estado mediante acciones de cobertura, para sub- 
sanar las conocidas carencias en materia de vivienda, ali- 
mentación, trabajo y salud que prohijan, indefectiblemente, 
la delincuencia convencional. 


“Ha desaparecido la fe —dice el Prof. Jescheck— en 
la posibilidad de recuperación social del hombre bajo con. 
diciones de falta de libertad y de un internamiento forzo- 
so, junto con otras personas igualmente perturbadas en 
forma notable o por completo desarraigadas”. (Cír.: Hans 
Heinrich Jescheck, Rasgos fundamentales del movimiento 
internacional de reforma del Derecho Penal, en Política 
Criminal y Reforma del Derecho Penal, Temis, Bogotá 
1982, pág. 237). 


En ello estriba la razón más profunda de nuestra dis. 
erepancia en cuanto entendemos que el Estado no tiene de- 
recho a poner en práctica respuestas penales más rígidas, 
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cuando ha omitido toda intervención en el área social, para 
neutralizar o mitigar las condiciones de penuria económi. 
ca que impulsan la delincuencia marginal. En el caso de 
los menores, la pasividad, la tolerancia puesta de manifies- 
to al respecto, califican de modo desfavorable la drastici- 
dad penal que ahora se proyecta. 


v 


Siguiendo el orden de las soluciones normativas pro. 
yectadas, es menester anotar, asimismo, algunas objeciones 
especificas, que ——en rigor—. no hacen sino desarrollar con 
mayor concreción, las consideraciones generales ya tor- 
muladas acerca de la inoportunidad de la reforma. 
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En lo concerniente a la situación del menor abandona- 
do, sería deseable que la acción estatal, en lugar de insti- 
tucionalizarlo —que es la medida más sencilla y, por cier. 
to, bien que conformista— se orientara a prevenir su si- 
tuación de abandono, creando subsidios especiales para las 
familias numerosas, facilitándoles el acceso a la vivienda 
y alimentación, etc. 


En último término, también, un principio de mínima 
congruencia obligaría a dotar de recursos suficientes al 
Consejo del Niño, para que la institucionalización, si es 
que no puede evitársela, no se haga efectiva en las mise- 
rables condiciones asilares que hoy exhibe dicho organis- 
mo. 


Va de suyo, en esa línea, la pertinencia de ir suplan- 
tando las instituciones de internación colectiva, llenas de 
falencias, por auténticos hogares sustitutivos, que hagan 
las veces de hogares de reemplazo. 


Todo ello se logra, principalmente, a través de la asig- 
nación de recursos al ente de referencia, cuya insuficiencia 
y limitaciones operativas son harto notorias en el país. 


Finalmente, en el plano puramente jurídico, la fórmula 
sustitutiva del artículo 119 del Código del Niño no consi. 
dera, en aras de un casuismo que tampoco es de buena 
técnica legislativa, al menor en situación de riesgo, que sin 
Megar al estado de abandono, requiere sin embargo de la 
tutela legal. 


VII 


Respecto de las medidas educativas previstas en el ar- 
tículo 126, que se reducen a la internación compulsiva del 
menor infractor, debiera ampliarse el espectro, recogiendo 
toda la variada gama de medidas alternativas que consa- 
gra la legislación juvenil comparada; a saber: prevencio- 
nes, imposición de reparaciones pecuniarias, imposición de 
reglas de conducta, trabajo en interés de la comunidad, 
arresto juvenil de fin de semana, etc. (vid.: Esther Gimé- 
nez Salinas, Principios básicos para un nuevo Derecho Pe- 
nal Juvenil, en Jornadas de Estudio de la Legislación del 
Menor, Ministerio de Justicia, Madrid 1985, pág. 267 y 
sigtes,). 


No puede aceptarse que, tanto en adultos como en 
menores infractores, la única respuesta que la sociedad 
parece capaz de idear, sea la internación en establecimien- 
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tos carcelarios, con lo que queda colmada la seguridad 
pública y —paralelamente— olvidada la función resocia. 
lizadora. 


Y en materia de infractores juveniles, ello resulta de 
tremenda gravedad, porque nos hallamos ante una perso- 
nalidad en formación, ante una madurez evolutiva, don- 
de el desarraigo y la reclusión pueden provocar estigmas 
indelebles de desviación social. 


Es de primera prioridad, por tanto, racionalizar las 
medidas tutelares disponibles, a fin de poderle extraer ver- 
dadera rentabilidad social a la penalidad juvenil, aumen. 
tando el cociente de integración personal y social del me. 
nor (vid.: L. Mendizábal Oses, Derecho de Menores. Teoría 
General, Pirámide, Madrid 1977, pág. 417). 
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En relación al internamiento compulsivo, también me. 
rece reparos de duración, extensible a diez años, que re- 
sulta desmesurada como medida reeducativa. 


Debiera reducirsela a 5 años, como término máximo, 
sin perjuicio de establecer además su caducidad automá.- 
tica, cumplidos que fueren los 23 años de edad por el 
infractor. Rebasar esos umbrales implica transgredir una 
justa ecuación reeducativa, máxime sí se toma en cuenta 
que la dinámica evolutiva de la personalidad juvenil asu- 
me un ritmo acelerado, en cuyo ámbito, la eficacia de 
la medida tutelar multiplica sus proyecciones. 


A su vez, en el artículo 127 corresponde reemplazar 
la expresión “menor” por “infractor” ya que, en caso 
contrario, el cese de la medida no podría ser dispuesto 
por la autoridad judicial, una vez que el internado ad- 
quiera su mayoría de edad penal. 


Por último, es altamente objetable el trasiego de in- 
fractores juveniles a un establecimiento penitenciario, 
consagrado en el artículo 128 proyectado. En efecto, pa- 
rece que aquí se revela la verdad última, la cara oculta 
de la reforma, ya que ejecutar medidas reeducativas juve- 
niles en establecimientos penitenciarios, supone una. abe- 
rración lógica y jurídica. 


La propia estructura institucional de un centro peni- 
tenciario se hace incompatible con la función correctiva 
de la medida aplicada. Es decir, una vez más, la ley se 
anticipa a los hechos y distorsiona la realidad, porque en 
lugar de promover la creación de centros especializados, 
se limita a aprovechar la estructura penitenciaria exis. 
tente, para internar en confinamiento celular a los in- 
fractores juveniles, más allá de todo objetivo pedagógico 
o reeducador. 


Tx 


En torno a la reducción de la edad para la configu- 
ración de la imputabilidad penal, no vale extenderse en 
demasía en fundar la oposición, tratándose de una cues- 
tión harto debatida, que suscitara abrumadora mayoría 
de opiniones técnicas contrarias, formuladas ante el ple- 
no de la Comisión. 


Si estamos sosteniendo, con carácter general y sin ex- 
.cepciones, que rebajar la imputabilidad penal significa 
| 
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un desacierto, mucho más lo es el sistema condicionado 
que introducen los artículos 129 y siguientes del proyee- 
to a estudio. 


En efecto, someter la imputabilidad penal a la exis- 
tencia o no de antecedentes previos, supone desconocer 
la propia esencia del instituto, cuya materialidad apunta 
a la capacidad de motivación conforme a la norma, que 
no se adquiere por la comisión de un hecho antijurídico, 
como ficticiamente lo pretende la solución propuesta. 


En suma: el proyecto está desconociendo el conteni- 
do propio de la imputabilidad penal y, por su virtud, dis- 
torsionando los alcances del instituto, asignándole al me. 
nor capacidad penal como consecuencia de una sumato. 
ria de infracciones, con miras a viabilizar su rápida cri- 
minalización. 


x 


Casi idéntica opinión merecen las ideas de revocar la 
excarcelación provisional, ante la comisión de un nuevo 
delito, que pasa por alto la naturaleza jurídica de la pri 
sión preventiva como instituto cautelar y contribuye a con- 
vertirla, con los riesgos consiguientes, en un auténtico 
anticipo de pena, al igual] que la restauración de las me. 
didas de seguridad eliminativas. 


Estas últimas fueron inveteradamente reprochadas de 
ser una mera continuación de la pena, sin otro objeto 
que adicionar un tiempo suplementario de privación de 
libertad. Cntológicamente, no existen rasgos diferencia. 
les entre la sanción y la medida eliminativa, aunque pue- 
da sostenerse -—en orden a los fundamentos-— que estas 
últimas son de finalidad exclusivamente aseguradora. 


La derogación de las medidas de seguridad elimina- 
tivas operada por la Ley N* 15.737, fue aplaudida como 
un logro de modernización de nuestro sistema penal, al 
abrogarse un instrumento de aflictividad vejatoria para el 
condenado y carente de sentido resocializador. 


Volver a implantarlas hoy, merece nuestra reproba- 
ción, como que implica un retroceso de nuestra. legisla. 
ción, que, a poco de restaurado el Estado democrático de 
Derecho, vuelve a inclinarse en materia crimina] por 0p- 
ciones puramente defensistas, sin haberse agotado las po- 
líticas sociales de contención de la delincuencia, donde 
reside la primera prioridad de la política penal estatal, 


Es más sencillo, naturalmente, consagrar soluciones 
segregatorias, de eliminación social, que enfrentar Ja 
problemática social de donde deriva la etiología del de- 
lito. No obstante, ello no se compadece con las coorde- 
nadas de un Estado de Derecho, por cuanto troca lo prin. 
cipal por lo subsidiario, conjugando el encarcelamiento 
asegurativo, en vez de la acción resocializadora, 


Tales, en síntesis, los fundamentos que nos inducen 
a aconsejar al Senado, se sirva denegarle aprobación al 
proyecto de reforma penal sometido a su consideración, 
sin perjuicio de que podamos acompañar con nuestro vo- 
to afirmativo algunas de las otras soluciones propuestas 
—accesorias— que el mismo contiene. 


Sala de la Comisión, 22 de marzo de 1988. 


Hugo Batalla, Miembro Informante; Gonzalo Aguirre 
Ramírez, Senadores.” 


2 de Junio de 1988 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase. 
(Se lee) 
—En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: los miembros in- 
formantes en mayoría del proyecto a consideración del Se. 
nado, nos hemos dividido la tarea, dado que él comprende 
aspectos conceptuales perfectamente separados. Por lo tan- 
to, cada uno de nosotros se referirá a un tema, sin perjui- 
cio de las incursiones que podamos realizar en el tema 
general, 


Este proyecto que vamos a considerar tiene como base 
uno elevado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea Gene- 
ral el 24 de setiembre de 1987. 


En la exposición de motivos con que se acompañaba 
dicho proyecto, el Poder Ejecutivo decia: “El país registra, 
en los últimos tiempos, un clima preocupante en torno a 
la problemática criminal, Si bien las cifras de la delincuen- 
cia nacional no han variado sustancialmente en los últimos 
cinco años”, el informe agregaba que “se comprueba un 
aumento de acciones violentas”. El número de homicidios, 
por ejemplo, cometidos en los primeros seis meses de 1987, 
duplica el de los cometidos en el primer semestre del año 
anterior, y en la órbita de los delitos contra el patrimonio 
se observa una disminución de los hurtos y un aumento 
de los delitos de rapiña. 


En cuanto a la delincuencia juvenil, señalaba el Poder 
Ejecutivo que “se observa una alarmante disminución de 
la edad en que se comienza la actividad delictiva” así co- 
mo un mayor acceso de los menores a las armas de fuego, 
lo que multiplica su peligrosidad. 


El tiempo transcurrido no ha hecho sino confirmar y 
agravar lo que el Poder Ejecutivo tímidamente denominó 
“clima preocupante”. En realidad, lo que existe en el país, 
y especialmente en la ciudad de Montevideo, es un clima 
de alarma y de temor, Raro es el día en que no se produ- 
cen asaltos, rapiñas, copamientos y asesinatos. 


Alguien ha invocado la existencia de necesidades y de 
miseria que impulsan a cometer delitos a fin de reemplazar 
los ingresos que no se obtienen trabajando. Si así fuera, 
las víctimas de estos delincuentes serían las personas de 
situación económica superior o, como dice la gente, perso- 
nas acomodadas que ofrecerían mayores rendimientos al 
ser despojadas de sus bienes. Sin embargo no es así. Los 
delincuentes distribuyen el daño con total imparcialidad: 
tanto atacan a un próspero empresario como a un modesto 
comerciante de barrio; tanto rapiñan a una señora posee- 
dora de pieles y alhajas como a una sencilla obrera sin 
otro patrimonio que el de su destreza manual; tanto ata- 
can a un senador como roban a un Ministro. 


Tampoco tienen preferencias horarias: tanto delinquen 
en las que antes se suponían eran horas propicias de la 
madrugada, como a pleno día, 


También ha cambiado el estilo. el clásico ladrón de 
nuestra juventud, que en punta de pies trabajaba silencio- 
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samente para Mo ser advertido y que al menor ruido o 
señal de haber sido descubierto huía presuroso, ha sido 
desplazado por el delincuente ostentoso de hoy, que cuan= 
do es sorprendido lejos de huir ataca ferozmente, hiriendo 
o matando a quienes lo enfrentan, 


Además, hay un desborde de malignidad que agrega al 
acto delictuoso una cuota alarmante de horror. Si no fuera 
un sarcasmo, podría decirse con añoranza que los delin- 
cuentes de antes no eran los de ahora. 


Sabíamos que el ladrón robaba, que el asesino mataba 
y que el descuidista sustraía billeteras; cada uno dentro de 
su especialidad. Ahora no: se roba, se mata, se rapiña, 
pero además se destroza lo que no se puede llevar; se en- 
sucia lo terso, se rasga lo desgarrado, se mansilla, se ofende, 
se rompe. Así, las pérdidas materiales se multiplican y el 
daño moral se acrecienta; es el daño por el daño, la satis- 
facción de instintos bestiales. La selva africana instalada 
en las calles de Montevideo. 


Esto ha provocado una natural reacción de la gente 
que tiene la más diversas manifestaciones. Están aquellos 
que jamás han tenido un arma y ahora se han procurado 
una, y los que han variado sus costumbres y horarios tra. 
tando de no salir por las noches, Háblese, por ejemplo, con 
los propietarios de salas cinematográficas y sabrá decir que 
desde que empezó esta ola de delincuencia ha disminuido 
sensiblemente la concurrencia a las funciones nocturnas. 


Quienes pueden hacerlo, contratan servicios particula- 
res de vigilancia y hay varias empresas que prosperan con 
esta rama de la actividad de prestación de servicios que 
antes languidecía y ahora crece y se afirma. 


Jardines que antes eran un regalo para los ojos, ahora 
tienen sus flores detrás de rejas como si las delincuentes 
fueran ellas y no los que están del otro lado. 


Las casas familiares se van pareciendo poco a poco a 
bancos, con proliferación de cerrojos, puertas blindadas, dis- 
positivos de seguridad, alarmas eléctricas que por su alto 
costo significan, muchas veces, verdaderos sacrificios para 
quienes las instalan en sus hogares. 


Cuando suena el timbre de entrada, se ha prohibido a 
los niños que corran presurosos a abrir la puerta y los ma- 
yores tratan de verificar antes de hacerlo que detrás de 
ella haya un proveedor, un visitante, un familiar o un asal- 
tante armado y agresivo. 


Tal vez, lo más representativo de este estado de temor 
colectivo, más que las actitudes concretas, sea el pensa- 
miento de la gente. En un país como el nuestro de tradi- 
ción liberal se ha comprobado, a través de las encuestas, 
que el 36% de los ciudadanos piensa que la pena de muerte 
debe ser implantada. 


Dentro de este cuadro afligente de malicia y perversi- 
dad, tiene características especiales la denominada delin- 
cuencia infanto juvenil, designación aplicable a los delin- 
cuentes menores de 18 años. Me permito aqui una pequeña 
disgresión. La Constitución de la República en su artículo 
41, inciso segundo, dice: “La ley dispondrá las medidas 
necesarias para que la infancia y juventud sean protegidas 
contra el abandono corporal, intelectual o moral de sus pa- 
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dres o tutores, así como contra la explotación y el abuso”. 
En este artículo el constituyente distingue y separa dos 
conceptos: infancia y juventud. No da una precisión exacta 
acerca de lo que es infancia y lo que es juventud, sin duda 
dejándole al legislador esa tarea. En efecto, así ha ocurrido: 
el Código del Niño, es decir la ley, distingue entre primera 
infancia que va hasta los tres años, la segunda que se ubica 
entre los tres y los catorce años y la adolescencia que va 
desde los catorce a los veintiún años. De modo que para 
el constituyente primero y para el legislador después, los 
conceptos de infancia y juventud designan situaciones di- 
ferentes. 


Me ha Jlamado la atención que el constituyente, que 
en el artículo 41 hace esa distinción, dos artículos más ade- 
lante, o sea, en el número 43 dice: “La ley procurará que 
la delincuencia infantil esté sometida a un régimen espe- 
cial en que se dará participación a la mujer”. No parece 
muy de recibo pensar que el constituyente que había sepa- 
rado netamente la infancia y la juventud, casi a continua- 
ción se refiera sólo a la infancia y haya querido englobar 
en ella también a la juventud. La conclusión podría ser 
que el constituyente, en materia de delincuencia, sólo quie- 
re que se trate de manera especial a la infancia y no a la 
juventud; pero ésta es sólo una hipótesis que tal vez val. 
dría la pena profundizar en ella, aunque ahora no sea la 
ocasión. 


En cuanto a la edad en que comienza la imputabilidad, 
se ha discutido mucho en la Doctrina Penal universal, si 
debía establecerse un límite fijo o dejarlo a criterio del juez, 
el apreciar si el menor tenía o no discernimiento; es decir, 
si tenía la capacidad para distinguir el bien del mal, 


Ha predominado en el mundo el criterio de establecer 
un limite fijo, más por un sentido de seguridad y unifor- 
midad jurídica que por una certeza axlomática. Se recurre 
así a una ficción jurídica; es evidente que habrá delin- 
cuentes que a pesar de ser mayores de edad no tengan dis- 
cernimiento suficiente y otros que lo tendrán a una edad 
muy temprana. Nadie puede negar que lo ideal sería juz- 
gar cada caso en particular, pero se ha preferido mayori. 
tariamente que la ley, impersonal y general, sustituya al 
juicio del juez. Se ha ganado en uniformidad, pero se ha 
perdido en certeza. 


El doctor Milton Cairoli, que visitó oportunamente a 
la Comisión, se manifestó en este punto contrario a toda 
definición apriorística de Derecho Penal y, por lo tanto, 
partidario de que se juzgue cada caso en particular, Sin 
embargo, no debe confundirse el criterio de establecer un 
límite de edad fijo para la imputabilidad —generalmente 
aceptado— con la fijación de esa misma edad. En este pun- 
to no hay uniformidad. 


Muchas legislaciones, sin duda mayoritarias, establecen 
el límite en los 18 años, como la nuestra. Varias otras, en 
cambio, fijan otros límites. Así, en América, las edades no 
son las mismas en todos los países. En Argentina, por ejem- 
plo, la norma general establece los 16 años, aunque el pro- 
yecto de Código Penal de 1975 la fijó en 14 años; en El 
Salvador, 16 años; en Chile, 16 años; en Bolivia, 16 años 
y €n Costa Rica, 17 años. Aquí es oportuno señalar que 
uno de los visitantes de la Comisión, la señora Ministra de 
la Suprema Corte de Justicia, doctora Jacinta Balbela de 
Delgue, nos expresó que este último país se encontraba a 
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la cabeza en materia de legislación penal. Siguiendo con 
los ejemplos, diremos que en Colombia, el límite de edad 
fijado es de 16 años; en Venezuela son totalmente imputa- 
bles los menores de 12 años, de 12 a 15 años las penas 
aplicables se reducen a la mitad y de 15 a 18 años, a dos 
tercios; en Honduras, 12 años; en Paraguay, 14 años; en 
Nicaragua, 15 años, pero si obró con discernimiento ya 
puede ser penado desde los 10 años y en Cuba, 16 años. 
Esto es cn América. Fuera de ella, por ejemplo, en Espa. 
ña, es de 16 años; en Francia, 18 años, pero en ciertos ca- 
sos y de acuerdo con la personalidad del delincuente, se 
puede someter a condena penal a quien tenga más de 13 
años; y en Alemania, 14 años, hasta esa edad es totalmente 
inimputable y de 14 a 18 años tiene una eventual capaci- 
dad de culpabilidad que depende de su grado de madurez 
y ha de comprobarse frente a cada caso en particular. Por 
otro lado, el artículo 12 del Código Penal de la Unión So. 
viética, expresa: “Los menores de edad que hubiesen cum. 
plido 12 años hallándose convictos de robos, violencia, Je- 
siones corporales, mutilaciones, homicidios o tentativas de 
homicidio, serán perseguidos criminalmente con aplicación 
de todas las medidas penales”. 


Como se advierte, aún los países cuyas normas penales 
estatuyen la ficción de la igualdad de todos los que tienen 
la misma edad, varían en cuanto a la fijación de la misma. 


En nuestro pais, a lo largo de los años, importantes per- 
sonalidades y distinguidos juristas se han pronunciado en 
favor de la rebaja de la edad de la imputabilidad. 


En marzo de 1954, el entonces diputado doctor Amílcar 
Vasconcellos, presentó un proyecto establecido textualmen- 
te que la imputabilidad del que ejecuta el hecho después 
de haber cumplido la edad de 15 años y antes de haber 
cumplido los 18, puede ser declarada por el Juez Letrado 
de Menores en Montevideo o el Juez Letrado de Primera 
Instancia en los demás departamentos, teniendo en cuenta 
la naturaleza y gravedad del delito cometido y la peligro- 
sidad del autor. Esta declaración implicará el inmediato 
sometimiento a las disposiciones, jueces y procedimientos 
establecidos por los Códigos Penal y de Instrucción Cri- 
minal. 


En la exposición de motivos de este proyecto el doctor 
Vasconcellos se expresaba así: “Mientras se arbitran me- 
didas de fondo que tienen que ir a la reforma total de nues- 
tra organización protectora de menores, que ha demostrado 
su fracaso e ineficacia pese a esfuerzos e intentos recta. 
mente inspirados, hay que adoptar medidas de emergencia 
que lleva la tranquilidad a la población. 


Una de esas medidas que urgen como inaplazable es 
la reforma de la disposición que establece la inimputabi- 
lidad para los menores de 18 años, en el caso de la comi- 
sión de delitos. 


El otorgar la facultad al Juez de Menores o al Juez 
Letrado de Primera Instancia que en los departamentos 
del interior hace sus veces, para que en función de la na- 
turaleza y gravedad del delito y la peligrosidad del autor, 
proceda a declararlo imputable y ello implique necesaria- 
mente el sometimiento a las normas del Código Penal y 
las ritualidades del Código de Procedimiento Civil, es un 
elemento de absoluta necesidad frente a la situación plan- 
teada. Los adolescentes que en patota actúan delinquiendo 
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en forma sistemática, tienen el convencimiento —y lo ex- 
presan en forma reiterada— de que no se jes puede san- 
cionar y que los organismos dependientes del Consejo del 
Niño en que se les interna, no les significa ninguna corta- 
pisa para que puedan de inmediato reintegrarse a sus co- 
rrerías delictuosas. 


El otro factor está dado por un hecho que quienes ejer. 
cemos la profesión de abogados y los magistrados conocen: 
una inmensa cantidad de versonas están inscriptas por 
sus padres en fecha muy posterior a sú nacimiento, dando 
así una edad legal que no coincide con la edad física y sin 
que puedan utilizarse fácilmente medios para ir al desco- 
nocimiento del documento público que constituye el acta 
de Estado Civil, 


El problema doctrinario de la imputabilidad en rela- 
ción con la edad, ha sido planteado en forma reiterada y 
cl propio autor del Código Penal, el eminente profesor doc- 
tor Irureta Goyena, lo analizó sintética y claramente en 
sus comentarios al artículo 34 del Código Penal. 


El hecho de que el delito responde a un hecho social, 
de que el Estado tiene grave responsabilidad en la etiolo 
gía del mismo por la incapacidad de sus organismos pro 
tectores de los menores, está más allá de toda discusión. 


El legislador que proyecta esta modificación legal ha 
sido particularmente duro en sus críticas al Consejo del 
Niño, a su gestión y a la gestión de la justicia de menores 
cuando ha estimado que esa crítica era neccsariá en de- 
fensa de principios que nuestra organización democrática 
tiene la obligación de hacer prevalecer; pero ello no le lle- 
va a desconocer que frente a una situación de emergencia, 
la solución que propone es la mejor y más conveniente”. 


Hay también un proyecto presentado el 14 de marzo 
de 1955, firmado por varios diputados entre los cuales se 
contaba nuestro colega, hoy lamentablemente ausente, el 
señor senador Ubillos. Por este proyecto se rebaja a 15 
años la edad de la imputabilidad. 


Tenemos también un proyecto presentado por el señor 
Ministro de la Suprema Corte de Justicia doctor Julio Cé- 
sar de Gregorio. En esc proyecto se establecía textualmen- 
te: “Cuando un menor de más de 16 años incurra cn delito, 
si en mérito a la naturaleza y gravedad de sus anteceden- 
tes, el Juez Letrado de Menores considera que las medidas 
le seguridad educativas adoptadas con anterioridad han 
resultado ineficaces, lo someterá a disposición de la jus. 
ticia criminal. En igual forma procederá aún tratándose 
del primer ilícito, cuando su gravedad haga aconsejable 
esta medida”. 


Hay igualmente un proyecto muy importante elabora- 
do por el entonces Juez Letrado de Instrucción de 5% Tur. 
no, doctor Juan Carlos Nario que abarcaba diversos aspec- 
tos del problema de la minoridad. En este proyecto y en lo 
atinente al tema de la imputabilidad se establecía textual- 
mente: Los menores de 18 años de edad que cometieren 
delitos o faltas y sean primarios, serán sometidos a dispo- 
sición del Juez Letrado de Menores el que calificará el he- 
cho en cuanto a su trascendencia y peligrosidad social a 
efectos de determinar si dcben ser considerados inimputa- 
bles y continuar conociendo en el asunto o, de lo contrario, 
pasarlo a la justicia penal. Cuando los menores de 18 años 
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cometieren delitos y ya tengan antecedentes delictuales, se- 
rán sometidos directamente a la Justicia Penal. 


En la exposición de motivos de este proyecto el doctor 
Nario decía: Es de toda evidencia la existencia de menores 
delincuentes que son psicológica, moral y físicamente res- 
ponsables de los ilícitos que cometen. Incluso muchos de 
ellos haciendo alarde de verdadera peligrosidad. Ha lega. 
do la hora de revisar el límite fijo y arbitrario de los 18 
años que el legislador ha proclamado como punto de par- 
tida para la responsabilidad penal y sustituirlo por uno 
flexible, adecuable a la peligrosidad y demás circunstancias 
configurativas de cada caso concreto, sin por ello recurrir 
a una casuística que pretenda ser exhaustiva. 


Existe también un proyecto elaborado por una Comi- 
sión de la Cámara de Representantes el 31 de agosto de 
1955 que establece que la imputabilidad del delincuente 
mayor de 16 años y menor de 18, podrá ser declarada por 
el Juez. En la exposición de motivos este proyecto recuerda 
expresiones de Jiménez de Asúa que al definir la corriente 
criminológica moderna, conocida doctrinariamente con el 
nombre de Política Criminal expresa: Es un arte legislar 
de acuerdo con las exigencias filosóficas y criminológicas 
del momento. Recuerda también afirmaciones de León Du- 
guit cuando dice que el derecho nace en Ja masa de las 
conciencias individuales y se impone incluso al legislador 
que no hace otra cosa que recogerlo en la ley para darle 
vigencia normativa, El clima psicológico creado en la con 
ciencia social nacional a raíz de los desmanes cometidos por 
adolescentes empandillados, permite señalar que la necesi. 
dad de fortificar los medios represivos ha sido un reclamo 
colectivo, no como una forma de sancionar a los autores 
de tales hechos sino como una manera de encontrar méto- 
dos más eficaces que los hasta la fecha usados para lograr 
la recuperación o, en defecto de ella, el alejamiento poten- 
cial del delincuente menor aunque ya responsable de sus 
actos. 


Contra lo que se ha venido sosteniendo, Ja tendencia 
moderna impuesta en diferentes países no es la de ir a un 
límite indiscriminado para la imputabilidad. 


A estos antecedentes incompletos puedo agregar los 
de un proyecto en el mismo sentido del doctor Evangelista 
Pérez del Castillo, que fuc, entre olras cosas, Presidente 
del Consejo del Niño, Y viniendo hacia una época contem- 
poránea, cabe señalar que el profesor Milton Cairoli escri- 
bió un libro propiciando la baja de la imputabilidad a 4 
años; luego cambió de parecer, convencido por las razones, 
de otros profesores. : 


Con estas citas, señor Presidente, he querido demos. 
trar que quienes propiciamos esta modificación no somos 
seres exóticos, venidos de un plancta lejano a sugerir so- 
luciones tan inedacuadas que provoquen asombro y recha. 
zo. Podrá no compartirse nuestro pensamiento, pero no se: 
podrá negar que al pensar así estamos en buena compañia. 
tanto vernácula como internacional. No se trata, sin em: 
bargo, de estar del lado de la mayoría o de la minoría. Aquí 
no está en juego un razonamiento jurdico, ni estamos en 
una peña de debates, donde lo principal es ganar la discu. 
sión; lo que está en juego es la tranquilidad pública, la se- 
guridad de los ciudadanos, la convivencia normal de una 
sociedad regularmente constituida. 
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Muchas veces las discrepancias dialécticas se ahondan 
por causa de un enfoque diferente en la cuestión planteada; 
me parece, pues, conveniente ponernos de acuerdo sobre el 
asunto en discusión. No se trata de fijar una orientación 
diferente; no se trata de variar la filosofía de uí sistema 
como el de nuestro Derecho, que ha aceptado que el hom. 
bre y sus atributos no estén al servicio del Estado ni ins- 
trumentalizados, sino al revés, es decir, que el Derecho y 
el Estado estén al servicio del hombre. 


Estamos de acuerdo con todos los principios y normas 
que han orientado nuestro sistema penal. Lo único que 
queremos es enfrentar una situación especial con normas 
también especiales. Las grandes crisis requieren terapéuti- 
cas de crisis. 


No hay bien más grande para el hombre que la liber- 
tad individual; sin embargo, en momentos excepcionales 
se la constriñe para proteger un valor mayor que es la 
libertad y el bien colectivo. ¿¿¡Cómo voy a renegar de los 
métodos preventivos, de la educación, de la reeducación, de 
la convivencia en un ambiente adecuado, con edificios 
aptos, con profesores aptos y con cuidadores aptos!? 


Querer colocarnos, a quienes defendemos este proyec. 
to de ley, en el vértice de la incompresión, de la severi- 
dad rayana en lo cruel, de la insensibilidad, no es un 
ejercicio serio de la aptitud crítica, es una invectiva dis- 
frazada de argumento, es un proyectil que nunca adquirirá 
la categoría de razón. Nosotros propiciamos una solución 
urgente para una situación que excede de las previsiones 
normales. Llamarle solución es, sin duda, demasiado pre- 
suntuoso; es apenas un esfuerzo tentativo para limar las 
aristas más filosas de una actualidad que amenaza con 
sofocar la tranquilidad pública. 


¿Cuál es esa actualidad? Tengo aquí una carpeta con 
estadísticas. En primer lugar, aparecen las proporcionadas 
a la Comisión por la Suprema Corte de Justicia, referidas 
a los delincuentes mayores de edad. Se trata de los da- 
tos registrados por el Instituto Técnico Forense, según 
los cuales, durante los últimos cinco años el promedio de 
la, criminalidad no ha aumentado. Asombrosa conclusión, 
señor Presidente, que me confirma en mi admiración por 
ios promedios. Naturalmente, cuando se analizan las ci. 
iras se comprueba que el delito de violación ha decrecido 
levemente, sin duda para compensar los homicidios, que 
aumentaron también levemente. Mayor crecimiento ha 
«experimentado la rapiña que, desde 1982 hasta 1986, prác- 

kamente se ha duplicado. También ha mantenido cifras 

muy elevadas el hurto, que es el más común de los de. 
litos. Ha aumentado, también, el número de reincidencias, 
particularmente en los delitos de homicidio y rapiña, al- 
canzando los reincidentes el mismo número que los pri- 
marios. 


En lo que se refiere a la delincuencia infanto-juvenil, 
hemos dispuesto de un trabajo estadístico formulado por 
el Instituto Americano del Niño, sobre datos proporciona- 
dos por la doctora Elsa Viña de Prigue, Juez Letrado de 
Menores de Primer Turno, acerca de los menores ingresa- 
dos a ese Juzgado durante un período de seis meses del 
año 1986. Claro está que datos de un solo Juzgado y re- 
feridos a un lapso tan breve, pueden no ser representati- 
vos de la situación global, pero de cualquier manera re- 
sultan ilustrativos. En este trabajo, se han considerado los 
easos de 624 menores, de los cuales 517 son varones y 
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107 mujeres. Observamos que tienen mayor cantidad de 
delitos cometidos los menores de entre 15 y 18 años. Tam- 
bién se anota una alta participación de adultos, lo que 
según la doctora Viña de Prigue alerta sobre la necesidad 
de instrumentar medidas que tienden a desalentar a quien 
utiliza a menores para eludir o disminuir su responsabi. 
lidad penal. 


De este trabajo surge que el homicidio ha tenido un 
incremento importante, al igual que la drogadicción; exis. 
ten hoy claros signos de creciente y rápida agudización 
de este problema, con inciso precoz en el consumo de 
drogas. 


Hasta aquí la estadística y los promedios. Creo que 
son elementos valiosos, aunque con ellos, asi como con 
los balances de los bancos, puede llegarse a las más di- 
versas conclusiones. Por otra parte, los promedios pueden 
ser tan engañosos como las encuestas preelectorales. Siem- 
pre recuerdo el caso del hombre que leyó que el prome- 
dio de profundidad del Río Támesis era de un metro, por 
lo que resolvió cruzarlo a pie y, lógicamente, se ahogó. 


(Hilaridad) 


—Todos estos datos y estadisticas son el fundamento 
indispensable para actuar sobre una base realista y no 
solamente intutitiva. Entre los componentes de esta base 
realista, incluyo lo que la Suprema Corte de Justicia nos 
dice en nota del 20 de noviembre de 1987, que cito tex- 
tualmente: “Son constantes en el Uruguay determinados 
factores. La criminalidad real suele ser más importante 
que la registrada por las estadísticas oficiales y, a su vez, 
las de tipo menos grave quedan sumidas en la zona oscura 
de la impunidad, generalmente por insuficientes controles 
policiales o insoslayables exigencias probatorias derivadas 
del sistema de las pruebas legales tasadas, e incluso reti- 
cencia en formular la denuncia por parte de las victimas, 
causando la consiguiente alarma social”. 


Los datos que en apretada reseña he mencionado cons- 
tituyen la base sobre la cual encarar el problema. He se- 
ñalado hasta ahora en qué consistía y cuáles eran las ci. 
fras con las que se abonaba su existencia. Debo agregar 
otro ingrediente: su gravitación en la sociedad. 


Tengo aquí una carpeta con recortes, a la que podría 
llamar “la carpeta del horror”. Si sólo mencionara todos 
los casos que aquí figuran, el tiempo que insumiría sería 
considerable. Tengo en este vergel al rapiñero de 14 años, 
fugado de la Colonia Berro, que actuaba con un revólver 
calibre 38. También tengo al joven de 17 años que hirió 
gravemente a su tío. Este inimputable tiene dieciocho en- 
tradas en la Comisaría de Menores y, por supuesto, esta 
ba fugado de una dependencia del Consejo del Niño. 


Está el caso de un joven que tenía dos pistolas y dis- 
paró tres tiros contra un estudiante que salía de un ins. 
tituto de enseñanza. Después de herirlo huyó dejando en 
la calle una de las armas y la bicicleta en la cual se des- 
plazaba. Al poco rato regresó esgrimiendo la otra pistola 
para vengarse, recuperar sus efectos y, de paso, comenzó 
a destrozar los teléfonos del liceo. Finalmente, la policía 
lo detuvo y resultó que tenía 16 años y 14 entradas en 
depedencias del Consejo del Niño. 
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Otro caso es el de aquellos que asaltaron a la Aso- 
ciación de Ingenieros Agrónomos; redujeron a 15 perso- 
suas, se quedaron durante más de tres horas, fueron des- 
pojando a todos los que llegaban del dinero y alhajas; 
por supuesto, robaron el dinero de la institución. Además, 
destrozaron los muebles, arrancaron las cortinas, rompie- 
ron los teléfonos y, finalmente, hicieron sus necesidades 
encima de los escritorios. Se trataba de tres menores inim- 
putables con decenas de ingresos al Consejo del Niño y 
todos considerados de extrema peligrosidad. 


Cuento con el caso de los menores drogados que sem- 
braron pánico en la Unidad Casavalle, hiriendo a varias 
personas. Uno de esos delincuentes, de 16 años, tiene en 
su haber cuatro rapiñas, dos violaciones, tenencia de ar- 
mas, agresión y lesiones, hurto, vagancia y un homicidio. 
Había sido internado en la Colonia Berro con medidas de 
seguridad que, evidentemente, no cumplían mucho esa 
función. 


Ahora voy a mencionar a un personaje de categoría: 
el “Negro Farías”, que fue detenido por asaltar y agredir 
a un hombre en la Ciudad Vieja. Este inimputable de 
16 años, tiene nada menos que 34 ingresos en el Consejo 
del Niño, de donde se va sin despedirse. Seguramente se 
trata de otra víctima de la sociedad, tal vez un incom- 
prendido. 


(Hilaridad) 


SEÑOR BATALLA. — No le quepa la menor duda, 
señor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Cuando me refiero al Consejo del 
Niño, empleo una denominación genérica que comprende 
no sólo a la institución propiamente dicha, sino a lo que 
liamariamos sus sucursales. 


He aquí una crónica del mes de junio de 1987, o sea, 
hace un año. Dice así: “Cuatro peligrosos menores que 
se hallaban internados en la cárcel departamental de 
Salto, protagonizaron en la madrugada de ayer una es- 
pectacular fuga luego de romper cadenas, cortar alam 
brados y sortear altas vallas. Alguno de ellos tiene, entre 
otros antecedentes, una muerte. Estaban recluidos en la 
cárcel de Salto, debido a las conocidas carencias del Con- 
sejo del Niño”. 


Hasta ahora he expuesto, señor Presidente, el proble- 
ma, los datos numéricos que lo integran, y su repercusión 
en la sociedad. En este momento deseo abordar el capí- 
tulo de las soluciones. 


Cuando advertimos que nuestra iniciativa en el sen- 
tido de disminuir la edad de la imputabilidad ofrecía re- 
sistencia, también pudimos comprobar que nadie negaba 
la existencia del problema. 


Existe una ola de criminalidad que se va extendiendo 
como esas mareas mortíferas que se producen cuando en 
el océano hay un gran derramamiento de petróleo. Con 
pocas personas puede hablarse que no conozcan alguno de 
estos casos. Quizás personalmente, algún pariente, amígo, 
conocido, o pariente de un conocido haya sufrido algún 
asalto, atraco, robo, copamiento o agresión. De modo que 
hoy en día, ni los doctores ni los legos, ni hombres ni mu- 
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jeres, ni jóvenes ni maduros, ignoran que la delincuencia 
está en auge. Admitida, pues, por todos la existencia del 
problema y en vista del rechazo a nuestra iniciativa, pedi. 
mos que se nos proporcionara otra solución que cortara o 
aminorara el crecimiento del mal. 


Por lo tanto, pasaré rápida revista a la respuesta re- 
cibida. . 


La doctora Elsa Viña de Prigue —-a cuyo trabajo es- 
tadistico ya me he referido—— expresa lo siguiente: La 
delincuencia juvenil no surge por generación espontánea 
y a la hora de afrontarla debe desterrarse toda reacción 
de egoismo social, concentrando prioritariamente los es- 
fuerzos del Estado en la prevención del fenómeno, con 
profunda incisión en sus causas psicosociales. Es necesa. 
rio un estudio en profundidad de dichas causas, precisando 
la mayor O menor incidencia de cada una de ellas a fin 
de que la norma juridica, con función reguladora de la 
convivencia social, se convierta en instrumento eficaz pa- 
ra neutralizarla. 


Como se puede observar se trata de una respetable 
opinión, pero de ella surge que no hay que hacer nada 
concreto en forma inmediata. Lo que sí se debe hacer es 
iniciar un estudio en profundidad sobre las causas, ¿Cuán- 
to demora un estudio de esta categoría? ¿Cuántos técni. 
cos, expertos, abogados, jueces y demás, tienen que cons- 
tituirse, reunirse, buscar datos, hacer relevamientos, com- 
pulsar estadísticas, y recoger elementos para arribar a 
una conclusión? Además, luego habria que proyectar nue. 
vas normas, discutirlas, aprobarlas, enviarlas a estudio del 
Parlamento —en lo que corresponda— hallar y disponer 
de recursos, Nadie, sensatamente, puede sostener que esta 
obra se realizará en uno o en dos años. Mientras tanto, 
¿qué ocurre? Seguiremos soportando las depredaciones del 
“Negro Farías” y sus colegas. 


Ahora, pasemos a la opinión de la Suprema Corte de 
Justicia, o sea, cómo enfoca el problema de la minoridad. 


Después de admitir —como lo hemos sostenido ñoso- 
tros reiteradamente— que el menor de hoy no es el mis. 
mo que el de 50 años atrás, que lo que hoy saben a los 
12 años, antes sólo se sabía a los 18, uno de los Ministros 
agrega: Las posibilidades que la ley otorga actualmente 
pueden servir si contamos con dos cosas que son absoluta- 
mente esenciales. La primera de ellas es que no se adopte 
ninguna medida, ni siquiera por parte de la justicia, sin 
un examen pericial del menor que ofrezca las debidas ga: 
rantías y lo clasifique. La segunda, es que se cuente cof 
establecimientos adecuados que brinden seguridad suficien. 
te y, al mismo tiempo, estén totalmente separados de los 
mayores y que posean un equipo socioeducativo que per- 
mita que esos menores sean sometidos a un tratamiento 
individualizado y progresivo que permita recuperar la ma. 
yor cantidad posible de ellos. 


Por ahora, todo esto es una aspiración a la que me 
adhiero, pero la realidad es que no existen establecimien- 
tos adecuados. 


Cuando hace un instante hice referencia a los meno. 
res delincuentes que contaban con 10, 20 ó 34 detencio- 
nes, así como otros tantos ingresos al Consejo del Niño, 
estoy demostrando con ejemplos lo inadecuado de sus ins- 
talaciones. 
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En el caso de un menor que es detenido y sometido 
al Juez de Menores, lo más probable es que si se trata de 
un primario el juez lo devuelva a su domicilio con re- 
comendación a sus padres de que lo cuiden y vigilen; si 
el menor es detenido por segunda vez, es factible que el 
juez lo envíe al Consejo del Niño. 


Si un menor ha tenido 34 ingresos en el Consejo del 
Niño y se ha escapado otras tantas veces, no son nece- 
sarios más datos para asegurar que esta institución no 
ofrece las garantías para mantener a buen resguardo a 
los menores. Si ni siquiera, en ese aspecto elemental, el 
Consejo del Niño es eficaz, mal puede pedírsele que lo 
sea en estadios más avanzados del proceso educativo. En- 
tonces, habría que reorganizarlo; disponer de mayor can. 
tidad de edificios que brinden más seguridad; contar con 
mejores y más maestros, profesores especializados, así co- 
mo con mayores recursos. ¿Cuándo ocurrirá todo esto? 
Dentro de pocas semanas tendremos la Rendición de 
Cuentas. Esta será una oportunidad para que todas estas 
medidas que se preconizan comiencen a ponerse en prác. 
tica. ñ 


Supongo que la señorita Ministra de Educación y Cul- 
tura desde ya estará librando una batalla denodada con 
el Ministro de Economía y Finanzas y con la Oficina de 
Pianeamiento y Presupuesto para obtener esos recursos. 
Dudo que esas gestiones tengan éxito. No obstante, se lo 
deseo. 


De todos modos, esta no es una solución a corto 
plazo. 


Mencionemos ahora otras opiniones, 


El doctor Cairoli, miembro del Colegio de Abogados, 
después de haber escrito un libro en donde propone reba- 
jar la edad de imputabilidad, cambió de criterio, 


Ahora, el doctor Cairoli rechaza esa posibilidad y di- 
ce: “El Estado tendrá que arbitrar los medios para que 
de una vez por todas el menor sea enviado a un estable- 
cimiento adecuado...”. 


SEÑOR BATALLA. — Creo que se trata del doctor 
Cairoli perteneciente al Instituto de Derecho Penal, no al 
Colegio de Abogados. 


SEÑOR ORTIZ. -—— Ellos concurrieron el mismo día, 
No creo que sea peyorativo atribuirle la representación del 
Instituto de Derecho Penal o del Colegio de Abogados. 


Continúo la lectura: “.,.donde pueda ser objeto de 
tuna reeducación, a fin de poder volver al seno de la so- 
ciedad cuando cumpla la edad que el juez determine”. 


Como se ve, este distinguido profesor no propicia nin- 
guna medida inmediata, sino que aborda soluciones que 
podrán ser tales, pero a largo plazo. Aquí cabría recordar 
lo de Keynes “en el largo plazo, todos estaremos muer. 
tos”. Por su parte el doctor Schurmann, también opuesto 
a la rebaja de la edad, hace referencia a las jornadas que 
sobre el tema organizó el Colegio de Abogados. En ellas 
quedó de manifiesto que en el país hay una ausencia ab- 
soluta de estudios serios sobre las causas de la ola de- 
lictiva nacional, Como detalle a señalar, parece que el Co- 
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legio de Abogados no está muy convencido de que haya 
un incremento de la peligrosidad en nuestra delincuencia 
vernácula, porque el doctor Schurmann se refiere a ella 
calificándola de “sedicente ola delictiva nacional” inten. 
samente publicitada. Seguramente los feligreses del sa- 
cerdote asesinado hace pocos días no creen que la ola de. 
lictiva sea “sedicente”. Finalmente, el doctor Sechurmann 
dá la solución del Colegio de Abogados. Cito textualmen- 
te: “Entendemos que la verdadera solución del problema 
de la criminalidad está en la prevención. Pero no en la 
prevención punitiva, está en la prevención social, alimen- 
tando otros sectores como bienes y valores fundamenta- 
les: educación, salud, trabajo, familia, vivienda, así como 
todos aquellos otros que afectan las posibilidades de au- 
torrealización y bienestar humano”. 


Como se nota, la solución del Colegio de Abogados es 
mucho más amplia e incluye temas que vienen constitu- 
yendo problemas en sí mismos, más que en forma aubó. 
noma. 


El tema de la vivienda se ha venido considerando des- 
de el comienzo de este periodo de Gobierno. Seria ocioso 
pasar revista —porque todos lo recordamos— a las nume- 
rosas iniciativas provenientes del gobierno y de la oposi- 
ción, relacionadas con la vivienda, los problemas plantea- 
dos por las cooperativas, la situación del Banco Hipoteca. 
rio del Uruguay y sus diversos planes, los conflictos con 
los ahorristas y con los no ahorristas, la situación de los 
inscriptos en el RAVE y los aportes o no aportes del Po. 
der Ejecutivo a este Banco por concepto de impuesto a 
las retribuciones. En fin, hay una extensa gama de temas 
relacionados con la política habitacional y el fomento de 
la construcción. 


Lo cierto es que en el problema integral de la vivien- 
da no se ha alcanzado aún la cima de las soluciones ge- 
nerales y definitivas. 


Si nos referimos al problema de la salud, ocurre algo 
parecido. Ahí tenemos la situación de Salud Pública con 
sus carencias tradicionales; el problema de la asistencia 
particular, fuera del alcance de la mayoría de la pobla- 
ción; la falta de hospitales, que tuvo su eco más notorio 
cuando en la Rendición de Cuentas se planteó lo del Hos. 
pital de Las Piedras; el déficit endémico de las mutua- 
listas, cuyas cuotas se alejan del alcance de la población. 
¡Cuánto se ha hablado sobre este tema! ¡Cuánto se ha 
proyectado y cuánto se ha intentado! Nadie puede dudar 
de que es un asunto por demás complejo, que todavía está 
lejos de alcanzar una solución definitiva, 


En lo que se refiere al trabajo, también podemos ex. 
hibir una gama de aspectos variados relacionados con el 
desarrollo industrial como gran fuente proveedora de tra. 
bajo, con su íntima y dependiente vinculación con la po- 
lítica económica. A veces los gobiernos exhiben orgullo. 
samente las cifras que demuestran un abatimiento en el 
indice de desocupación. 


En cuanto a la situación general del país, ello consti- 
tuye un signo favorable. Desde el punto de mira de la 
desocupación, como una de las causas de la delincuencia, 
es evidente que no hay una relación directa y proporcio- 
nal, Cuando el índice de desocupación baja dos puntos ello 
no significa que la delincuencia se atenúe en la misma 
proporción. 
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Todo esto me lleva a decir que la solución que pre- 
coniza el Colegio de Abogados no es, en realidad, una so- 
lución al problema de la delincuencia, sino al del país. El 
día que no haya dificultades en esos temas, éste será un 
pais casi feliz. 


El Colegio de Abogados es muy modesto en su aporte. 
Lo cierto es que su solución es la solución nacional. Bien- 
venida sea, señor Presidente; pero lo indudable es que no 
sirve para erradicar, ahora, a los delincuentes infanto ju- 
veniles, 


SEÑOR CERSOSIMO. — De acuerdo. 


SEÑOR ORTIZ, --- Sin embargo, algunos de los miem- 
bros de la Comisión fuimos un poco insistentes y segui- 
mos tratando de obtener una concreción sustitutiva de la 
nuestra. 


De resultas de nuestra insistencia, el doctor Canabal, 
integrante del Colegio de Abogados, dijo: "Por otra parte, 
debo decir que realmente entendemos en este momento, 
no es posible solucionar el problema planteado —y en 
algunos aspectos es grave-— mediante la modificación de 
la ley penal. Se nos pregunta qué solución podemos hallar. 
Quizá podría mejorarse la actividad preventiva policial, 
que, tal como lo expresó el señor Ministro hace pocos días, 
tiene grandes dificultades para manejarse porque sus con- 
diciones de equipamiento y demás son realmente lamenta- 
bles y se están realizando enormes esfuerzos para moder- 
nizarla. Expreso esto a titulo personal, pero creo que no 
es difícil advertir que no hay presencia policial y no de- 
bemos olvidar que su función es, fundamentalmente pre- 
ventiva por lo que si no es adecuada, no se pueden impe- 
dir muchas de las cosas que suceden. Sin duda, tal como 
lo expresaron los doctores Schurmann y Fernández, aun. 
que las condiciones de la policía mejoraran, igual se se- 
guirían cometiendo delitos pero, seguramente, no serían 
tan frecuentes. En el ámbito de las medidas administra- 
tivas creo que eso es lo poco que se puede hacer, pero 
creemos que es realmente lo que puede tener eficacia”. 
Esta es la opinión del doctor Canabal, temporariamente, 
colega nuestro, 


Asimismo, con anterioridad me he referido al doctor 
Schurmann perteneciente al Colegio de Abogados. A este 
distinguido profesor, sin perjuicio de sus manifestaciones 
anteriores, también se le planteó el problema de qué hacer 
ahora, de inmediato y su respuesta fue muy clara. Dijo 
lo siguiente: “Deseo señalar que la idea del Colegio de 
Abogados, como medida inmediata, es que se realice una 
consideración criminológica seria del problema, un estu- 
dio de sus causas y de su alcance. Creo que eso es algo 
que se puede exigir: conocer la dimensión del problema. 
Debo manifestar que vamos a tratar cada uno de los pro- 
blemas y, en lo posible, a sugerir solución. Por ejemplo, 
consideramos que en materia de menores es necesario cam. 
biar todo el sistema, que no me animo a llamar peniten- 
ciario porque creo que cometería un pecado. Para un pe- 
nalista no es posible hablar de penas, ni de delincuentes 
menores; se trata de infractores que cometen delitos de 
adultos”. 


Y agrega: “Desgraciadamente, el proyecto no contem- 
pla el problema educativo en el sistema que se sigue en 
materia de educación de menores de conducta desviada. 
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Este tema también debe ser tratado y el Colegio de Abo- 
gados se ha propuesto hacerlo con especialistas en cada 
uno de estos sectores, ya sea en Derecho Procesal o en 
Derecho de Familia”. 


Como se advierte, señor Presidente, las soluciones in- 
mediatas no existen; las sugeridas son todas a largo plazo 
y algunas, a larguísimo plazo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR ORTIZ. -- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Puede interrumpir el se. 
ñor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Mi intervención tiene como 
objeto, más que nada que el señor senador tome un res. 
piro en su brillante discurso. 


Debo decir lo que alguna vez expresé en e) seno de 
la Comisión —no resisto a la tentación de manifestarlo 
en el Senado— y es que este panorama que el señor se- 
nador Ortiz ha expuesto con tanta elocuencia y claridad, 
me recuerda el caso de aquel amigo de mi pueblo natal, 
de San José, que estaba pescando, no sabía nadar y se 
cayó al agua, Entonces, pedía desesperadamente que vi. 
niera alguien a salvarle, gritando ¡socorro! en forma peren- 
toria. En ese momento vio venir a alguien que traía algo 
debajo del brazo; pensó que sería una caña, o cualquier 
otro implemento análogo como para asirse de él y salir 
del agua. Sin embargo, cuando la persona que se acercaba 
llegó a la orilla, le tiró un líbro y, simultáneamente dijo: 
“Manual de Natación, consulte página 252”. 


Esto es casi lo mismo. El que se ahogaba precisaba 
ayuda inmediata y, sin embargo, lo que se le ofreció fue 
precisamente ilustrarse para el futuro, cuando esto no hu- 
biera sido posible. 


Lo que se está dando en los hechos, es 20 que alguna 
vez ocurrió, lo que va a pasar en el país si siguen estas 
lucubraciones académicas, porque ¿quién puede estar en 
desacuerdo con todo lo que expresan? Pero, ¿cuándo va 
a venir? ¿Cuando no quede nadie en el país? Así será si 
seguimos en este tren; permitasenos que lo establezcamos 
en forma absoluta, o sea, un poco a la manera —y ter- 
mino— de aquel dictador centroamericano que hallándose 
en el borde de la muerte se estaba confesando y el sacer- 
dote le preguntó si perdonaba a sus enemigos, a lo que 
manifestó que no los tenía. ¿Cómo que no los tienes, hijo 
mío?, dijo el sacerdote. 


“No los tengo padre, porque los he mandado matar 
a todos”. 


Aquí, señor Presidente, puede pasar lo mismo. Cuan. 
do se tomen esas medidas, la sociedad va a estar, en tér- 
minos relativos, lo suficientemente diezmada como para 
no precisar de ellas. 


Muchas gracias, 


SEÑOR BATALLA. — La versión de Calleja de De- 
recho Penal. 
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(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ortiz. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite, para una cues. 
tión. de orden? 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra ci señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Es solamente para pedir que se 
prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: puede adver- 
tirse, sin dificultad alguna, que todos se han aplicado a 
contestar nuestra iniciativa pero no han puesto la misma 
dedicación en reemplazarla por algo efectivo. En defini. 
tiva, y no obstaute algunas variantes, todos acepian que 
los menores sigan siendo enviados al Consejo del Niño. 


Sabemos todos, señor Presidente, que en estos momen- 
tos no cs el lugar adecuado. El propio intorme de la Co- 
misión en minoría dice que hay que dotar de recursos 
suficientes al Consejo del Niño y califica de “miserables 
condiciones asilares”” las.que imperan en dicha institución. 


La señorita Ministra de Educación y Cultura, que tie- 
ne sobrados motivos para conocer mejor que nadie al Con- 
sejo, dice en un reportaje que tengo aqui: “Otro proble- 
ma que debe enírentar el Consejo es que, en los últimos 
años, ha bajado la edad de iniciación en el delito. Hay 
niños de 10 y 11 años armados, cosa que era dificil ver 
antes. ¿Qué hace el Consejo del Niño? Ahí hay dos deti- 
ciencias básicas que tratamos de superar: una, disponer 
de locales especiales. Nosotros sostenemos que no hay 
que modificar el límite de imputabilidad, lo que no quiere 
decir que tengamos que pener menores peligrosos sueltos. 
Pero no basta con eontar con un lugar de seguridad, ya 
que este es para la contención inicial; debe existir todo 
un mecanismo que se inicie en el establecimiento de se- 
guridad y culmine con un tratamiento en libertad donde 
el muchacho haga vida normal”. Y agrega .—pido aten- 
ción—: “Al menor extremadamente peligroso el Consejo 
del Niño no tiene dónde internarlo”. 


El mismo doctor Schurmann, cuya opinión he citado 
reiteradamente, en reciente reportaje dijo lo siguiente: 
“Los establecimientos de menores constituyen hasta el 
presente en nuestro país depósitos indiscriminados de ni. 
ños y semi.adultos, donde no se desarrolla terapia educa- 
tiva integral alguna y donde, por igual, no se logra readup- 
tación social alguna”. 


El tema del Consejo del Niño merece que le dedique- 
mos ajgunos minutos. En primer lugar, una mirada nos. 
tálgica al pasado. 


El Consejo del Niño fue creado por el artículo 1% del 
Código del Niño. Dicho Código fue redactado por una 
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comisión integrada por los doctores Roberto Berro, Luis 
Morquio, Meliton Romero, Julio :A. Bauzá, Sofía Alvarez 
Vignoli de Demicheli, Emilio Fournier, Victor Escardó y 
Anaya y José Infantozzi. Fue aprobado el 6 de abril de 
1934. En la nota que la Comisión que he mencionado elevó 
al Poder Ejecutivo decía: “Ei Consejo del Niño debe ocu- 
parse de todos los problemas de la infancia. Desde aque- 
llos que son anteriores a su existencia y formación, en 
la eugenesia bien entendida, la gestación y el desarrollo 
del niño; así como de los que se relacionan con su bien. 
estar en el concepto más amplio posible: higiene, educa 
ción, trabajo, legislación, servicio social”, etcétera. En ese 
sentido, todas las actividades que con el niño se relacio. 
nen deben ser orientadas y dirigidas por el Consejo. 


Y cerraba la Comisión su informe, diciendo; “El ni- 
ño debe ser en cierto modo previsto, procurándose que los 
futuros padres, dentro de lo racional, posean una salud 
completa y las condiciones mejores para su subsistencia. 
Engendrado, debe su madre recibir los cuidados requéri- 
dos para que él llegue a feliz término. Nacido, debe ser 
puesto en condiciones tales que pueda desarrollarse nor- 
malmente en lo fisico, en lo moral y en lo espiritual. Con 
siderado como parte integrante de la familia, no debe ser 
separado del hogar, sino en casos excepcionales, yendo de 
preferencia a un nuevo hogar. Sano, debe ser sometido a 
exámenes médicos periódicos; enfermo, ha de estar debi: 
damente asistido. En uno y otro caso, debe ser alojado con 
aire, luz y sol abundantes; vestido y alimentado conve“ 
nientemente, procurándosele, sobre todo, leché pura y 
agua pura. Abandonado por cualquier causa, deberá en- 
contrar la protección necesaria. De seis a catorce años de- 
be recibir la instrucción adecuada, con enseñanza y'lota- 
les también adecuados; en falta social, debe ser tratado 
no como delincuente sino por tribunales propios y métoios 
educativos. En edad de aprender no debe trabajar y en 
el trabajo ha de ser protegido y contraloreado. En u 
palabra: la protección a la infancia es, en su esencia, pri- 
mero, una defensa del niño; después, del niño con la ma- 
dre considerado como binomio inseparable, y siempre de 
ambos como integrantes de la familia legítimamente cols. 
tituida y conservada como base de la sociedad. Todo de- 
sorden que los separe de esta línea debe ser corregido, ater- 
cándolo a ella, y procurando al niño, sano, enfermo, aban- 
donado o en falta social, el ambiente de hogar como el 
más propicio para poder repararlo física y moralmente”. 


Estos propósitos y estas palabras, señor Presidente, 
fueron adoptados y dichos hace 54 años. Como toda 'em- 
presa que se acomete por vez primera pudo tener sus fa: 
llas de aplicación; como todo árbol nuevo pudo doblarse 
ante el embate de las dificultades. En 54 años, ¡cuántas 
cosas han pasado en el país! ¡Cuántos hombres y mujeres 
han estado al frente del Consejo del Niño o han gravitado 
en su desenvolvimiento! j 


Es buena la ocasión para asomarnos a esta institución 
y ver su evolución, sus progresos y necesidades; para 
comprobar cuántas de aquellas intenciones se realizaroñ, 
si los sueños de aquellos hombres ilustres se concretaron 
en realidades o siguieron' flotando como abstracciones. 
Abramos la puerta y miremos. 


El 16 de marzo de 1984 el periódico “Jaque” publicó 
una crónica sobre el Consejo: del Niño, sobre la base de 
informes que le proporcionaran algunos funcionarios del 
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Consejo, atestiguando -—“Jaque”— la solvencia de los 
mismos. Señala que la primera etapa por la que pasa el 
menor al ser llevado al Consejo es el Centro de Diagnós- 
tico, que determina si debe o no ser internado. En caso 
afirmativo, el ingreso a los internados se hace por inter- 
medio de los centros de observación, que deben realizar 
los estudios físicos, sicológicos, sociales y pedagógicos, con 
el fin de establecer el diagnóstico que permita el trata- 
miento adecuado. Según los funcionarios, los objetivos de 
los centros de observación se han ido desvirtuando acele- 
radamente. Si bien se cumple con la etapa de diagnóstico, 
al fallar el sistema de posibilidades alternativas de trata- 
miento, estos centros de observación se transforman para 
un porcentaje elevado de menores, en centros de perma. 
nencia, Así, hay una población cambiante y una población 
estable, lo cual es de gran perjuicio para el menor ya que 
estos centros no están capacitados, en su infraestructura, 
para tratar adecuadamente a unos y otros. Como conse- 
cuencia inmediata, técnicos y direclores se ven presiona- 
dos. para que se efectúe el reintegro del menor a su nú- 
cleo familiar natural sin el tratamiento previo, como sería 
lo correcto. Así es que, cuando el egreso se realiza bajo 
estas condiciones, el reingreso se da en un altísimo porcen- 
taje, con graves perjuicios para el menor y el resto de 
su núcleo familiar. 


Esto no nos habla de rehabilitación, sino de un de- 
sentenderse del menor y así, estos menores que reingre- 
san al Ceútro de Observación, se integran a la población 
estable del mismo. Agregan los funcionarios: “Un centro 
de observación nunca debería transformarse en un cen- 
tro de internación por diversos motivos: porque su pobla- 
ción es heterogénea en cuanto a los problemas que afec. 
tan a los menores; porque carece de la infraestructura 
edilicia adecuada, con edificios obsoletos, cerrados, sin'ca- 
lefaccionar, sin ventilar, con grandes dormitorios donde 
se pierde la singularidad, sin lugares de esparcimiento y, 
en el caso de los adolescentes, con lugares de reclusión 
subhumanos, como ' el Pabellón de Seguridad de la Es- 
cuéla Berro y las celdas del Centro de Observación N9 2; 
porque carece de personal en cuanto a la capacitación 
adecuada; porque carece de médios materiales. A todo esto 
deben agregarse carencias comunes a todos los centros 
como, por ejemplo, falta de artículos de limpieza, limita- 
ciones en la entrega de ropa, zapatos y alimentos”. 


Meses más tarde, el mismo periódico “Jaque” publicó 
una separata dedicada al Consejo del Niño en la que, en 
extensos artículos puso de manifiesto los defectos, vicios, 
errores y horrores de la organización y funcionamiento del 
Consejo. El año pasado, la señorita Ministra de Educa- 
ción y Cultura concurrió a la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado y nos confirmó que el Consejo del 
Niño no tiene establecimientos adecuados para albergar 
a menores delincuentes. Había un edificio proyectado en 
las calles Millán y Garzón, en los fondos de la Facultad 
de Agronomia, cuya construcción se detuvo durante el 
proceso. Na sólo no hay establecimientos adecuados —dijo 
la señorita Ministra-— sino que también falta personal es- 
pecializado; la Escuela de Funcionarios que había antes 
dejó de prestar servicios, por lo tanto habría que empezar 
de cero. Señaló que los menores delincuentes alcanzan a 
unos 150 aproximadamente. Como logro auspicioso, se- 
ñaló que en poco tiempo se estaría en condiciones de vol- 
ver a usar el Pabellón de Seguridad que se usó durante 
muchos años. Dicho pabellón, que estaba totalmente des- 
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hecho, invadido por las ratas y sin saneamiento en condi- 
ción, fue rehecho y luego de esa obra titánica estará en 
condiciones, dentro de pocos meses, de alojar a 18 meno- 
res. Claro está que los otros 132 menores delincuentes se. 
guirán sin alojamiento adecuado, lo que es lo mismo que 
decir que seguirán sueltos por las calles de Montevideo 
cometiendo delitos. 


Se prefiere esa situación a la que proponemos en el 
proyecto. Sin embargo, aunque sea parcialmente, se la 
acepta en los hechos porque, en la misma visita a la Co- 
misión, la señorita Ministra nos dice que mientras los edi. 
ficios adecuados no están prontos, los menores, delincuen- 
tes, en grupos de cinco, seis u ocho, se están alojando en 
cárceles del interior. O sea que están sometidos al régi. 
men carcelario del que tanto se abomina en teoria. 


Finaimente y en lo que respecta aí Consejo del Niño, 
nos enteramos por la prensa hace pocos dias que sus de- 
pendencias están a punto de quedarse sin víveres, dado 
que está adeudando a sus proveedores los suministros de 
más de ocho meses, por un total de más de N$ 20:000.000. 


“Todos estos juicios, opiniones e informes sobre el Con- 
sejo del Niño son terminantes. No obstante, resultan más 
terminantes aún, cuando es la propia institución la que 
los respalda. Aquí tengo una revista que publica trimes- 
tralmente el Consejo del Niño; se llama “Método” y está 
bien presentada. Según se expresa, su objetivo es el de 
informar a todos los funcionarios del Consejo del Niño so- 
bre lo que ocurre en todas sus reparticiones —más de 120 
en todo el pais— y resulta dificil, para quienes desempe- 
ñan algún rol dentro de esas 120 instituciones, saber qué 
se está haciendo y cómo, en las 119 restantes. El primer 
número de esta revista, qué tiene una finalidad tan.loa- 
ble, dedica su principal espacio a lo que la misma. publi- 
cación califica como el tema central. ¿Cuál es este tema 
central? La fuga. Se trata de un artículo en. el que se 
analiza el. problema y. se recogen opiniones de funciona- 
rios. Lo que me importa señalar es que para. el. propio 
Consejo, la fuga frecuente constituye un verdadero pro. 
blema. Esto es confirmatorio de lo que yo afirmo: el Con- 
sejo del Niño no está en condiciones de retener a sus me- 
hores, por lo cual la remisión a sus establecimientos, que 
disponen los Jueces de Menores, resulta una medida ino- 
cua para sustraer a estos menores. de la circulación en 
la sociedad. 


Asimismo, en el libro de la ex-funcionaria del Con- 
sejo del Niño, Angela Camaño, de reciente aparición, se 
dice también que el Consejo del Niño está plagado de vi 
cios y defectos que lo hacen inapropiado para que en él 
estén alojados los menores. 


Es curioso señor Presidente, que muchos de quienes 
se oponen a la rebaja de la edad de inimputabilidad son, 
al mismo tiempo, quienes con más dureza fustigan al 
Consejo del Niño y ponen de manifiesto sus carencias. Asi, 
un diario de los que se han pronunciado en cont:a de 
este proyecto, dedica un extenso artículo al tema y dice 
cosas como ésta: “El Consejo, cuyo cometido legal es “ve. 
lar por la vida y el bienestar de los menores” tiene ape- 
nas un sicólogo y un asistente social por local. Esa redu- 
cida dotación técnica debe ocuparse diariamente de aten. 
der los problemas, en algunos casos muy graves, de los 
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casi 40 internados que promedialmente alberga el Con- 
sejo en cada uno de sus locales. Obviamente, los expertos 
no pueden dedicar las 24 horas del día a la atención de 
los menores y este hecho revela una inquietante realidad: 
sin rubros para incrementar el plantel de técnicos, el Con- 
sejo no está en condiciones de cumplir la labor para la 
cual fue creado. 


Toda referencia a la necesaria Trecuperación' de los 
internados deja de tener sentido en este panorama. El 
. Consejo, entonces, no “cuida” ni “reeduca' a los menores. 
Más allá de una muy limitada atención, sólo puede tener- 
los en “depósito' ”. 


Y agrega más adelante el cronista: “No es casual que 
muchos niños que se han fugado del Consejo afirmen que 
están mejor en la calle. La mendicidad, la venta de chu- 
cherías, e incluso pequeños hurtos, les permiten obtener 
ropa y comida que el Consejo no está en condiciones de 
ofrecerles. Para los menores reincidentes, ser internados 
implica una segura temporada de privaciones. Y esto —se- 
gún coinciden en afirmar varios especialistas— es uno de 
los factores que explican las fugas reiteradas. 


Las llamadas Comisarías para menores se han cons- 
tituido en uno de los ejemplos más típicos de esta situa. 
ción. Concebidas como dependencias de depósito albergan 
a los considerados peligrosos, y son peores que cualquier 
cárcel para adultos, hacinados en recintos pequeños y su- 
cios, los internados carecen de camas y servicios higiéni- 
cos adecuados, reciben una pésima comida y no disponen 
del necesario apoyo de psicólogos y docentes. 


Algunas de estas “comisarías” han funcionado y fun- 
cionan aún en dependencias policiales de Montevideo y 
del interior, en las cuales incluso los menores carecen de 
recreos. La propia Cárcel Central ha sido habilitada para 
esos fines, y en Paysandú y Paso de los Toros están ubi. 
cados en tétricos locales, húmedos y fríos que también 
carecen de lo indispensable. Las “Comisarías de menores” 
existen porque el Consejo no dispone de otros locales más 
adecuados”. 


Señor Presidente: no creo necesario extenderme más 
para demostrar que el Consejo del Niño ofrece lo que yo 
diría es una triste realidad, muy alejada de las esperanzas 
de aquellos hombres ilustres que alentaron su nacimiento. 
Esa realidad se integra con todas las carencias, la falta 
de recursos, los errores de su dirección, la falta de perso- 
nal suficiente y apto, en fin, un largo rosario de cala- 
midades. 


El resultado es que el Consejo del Niño no es apto, 
hoy, para cumplir con excelencia las funciones que le 
corresponden. Vamos, entre todos, a reorganizarlo, a pro- 
porcionarle edificios, recursos, buena dirección, medios fi- 
nancieros, lo que necesite, Cuanto antes demos impulso a 
este propósito, antes volverá a ser lo que fue en un tiem- 
po. Pero mientras eso ocurre, no cerremos los ojos a 18 
realidad, no nos empeñemos en rechazar una medida in- 
mediata, práctica —seguramente mo perfecta— y modesta 
a cambio de una abstracción de concreción hipotética y, 
en todo caso, lejana. 


Con frase harto gastada se dice que la vida es una 
gran maestra. Lo confirmamos diariamente. Cuando in- 
gresé al Parlamento. allá por el año 1955, se planteó en 
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el país una situación parecida a la de ahora, Patotas de 
infantos juveniles asolaban la ciudad y se planteó la po- 
sibilidad de modificar el Código Penal en el mismo sen- 
tido que ahora se promueve. Las razones que esgrimen 
ahora los que se oponen a este proyecto se emplearon en 
aquella ocasión con éxito teórico, puesto que las patotas 
siguieron actuando hasta que sus integrantes llegaron a 
la mayoría de edad. ] 


De aquella época, y de aquellos sucesos, quiero res. 
catar para este momento la voz de un diputado, que no 
tuvo reparos en decir lo que me voy a permitir leer por- 
que coincido con cada una de sus frases. Dijo así: “Esta- 
mos escuchando cantos de corte romántico y sentimental 
para niños aparentemente inocentes; pero en este Caso 
no sólo están estos 'niños” —entre comillas—; está tam. 
bién la sociedad, y quisiera saber qué están pensando en 
este momento los familiares, los padres, los esposos, los 
novios de todas las obreras de este país, que tienen que 
ir a trabajar a las seis o slete de la mañana o que salen 
de trabajar en horas de la noche, sometidas al riesgo 
de tener que enfrentar a patotas de vándalos de esta na- 
turaleza, que uingún Código ni ninguna situación de ca- 
rácter sentimental puede conveneerme de que deban ser 
tratados como niños. Mental y fisicamente son mayores 
de edad, con plena responsabilidad de sus actos, y con 
responsabilidad en el peor sentido de la palabra. 


Por eso creo que tenemos la obligación ineludible de 
arbitrar una solución. Comprendo que mo tengamos que 
improvisar; admito que la modificación del Código sea 
un problema grave y delicado que exija nuestra medita- 
ción y estudio. No pretendo, ya que a la Comisión no le 
ha sido posible hacer su informe hoy —no es un Cargo pa- 
ra ella; admito la dificultad del tema— que sea esta no- 
che: que sea en uma próxima oportunidad; pero sobre es- 
te tema tenemos que legislar. Yo digo que aquí no hay 
sólo que entonar cánticos a los vándalos que porque no 
han cumplido todavía dieciocho años, salen a asaltar mu. 
chachas indefensas por la calle, sino que hay que pensar 
primero en ellas; hay que pensar primero en la gente 
decente que tiene derecho a ir a su trabajo sin verse so- 
metida al asalto de estos irresponsables”. 


Este diputado, joven en aquella época, era nuestro co. 
lega de hoy, el señor senador Rodríguez Camusso. 


En este estado deficitario en que funciona el Consejo 
del Niño, podemos decir aquello de “mal de muchos, eon- 
suelo de tontos”, porque también los establecimientos car- 
celarios merecen un parrafito. 


Asistió a la Comisión del Senado el Defensor de Ofi. 
cio en lo Criminal, y nos expresó cosas como la siguiente: 
“Quería recordar que el problema que plantea la even- 
tualidad de la derogación o suspensión temporaria de la 
Ley de Procesamiento sin Prisión está directamente co- 
nectado con el tema de la realidad carcelaria, al que co- 
nozco muy de cerca dada mi función pública de Defensor 
de Oficio en lo Criminal. 


Sin pretender hacer una referencia muy concreta a 
lo que es esa realidad en este momento, tengo que decir 
que ella es violatoria de disposiciones constitucionales muy 
importantes. Por un lado, tenemos el artículo 8? de la 
Constitución, que habla del principio de la igualdad de 
las personas ante la ley y, por otro, el artículo 26, que 
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dice para qué deben servir los institutos carcelarios y 
para qué no deben servir. 


Nuestra realidad carcelaria actual plantea situacio- 
nes muy diferentes que van desde el nuevo establecimien- 
to Santiago Vázquez, pasando por el Centro de Recupe- 
ración y por la Cárcel de Mujeres, llegando al caso real- 
mente triste del Penal de Libertad que, como es notorio, 
fue rehabilitado en noviembre del año pasado para ser 
transformado en un centro de reclusión para presos Co- 
munes. 


En el Penal de Libertad, la propia infraestructura f- 
sica constituye de por sí un atentado a los derechos hu- 
manos. Creo que no es exagerado decir esto desde el 
momento en que sus celdas carecen de luz eléctrica, la 
que sí tenían en la época en que ése establecimiento es- 
taba destinado a los presos políticos. Las autoridades del 
Penal aducen que carecen de recursos para solucionar 
ese problema y que tampoco hay perspectivas de que se 
les proporcionen en el futuro. Los señores senadores po- 
drán imaginarse lo que significa, en los meses de in- 
vierno, cuando las horas de luz son más breves y los re- 
clusos tienen que permanecer en el interior de las celdas 
a oscuras. Además, el recreo que tienen los internos es de 
apenas dos horas, debiendo permanecer el resto del día 
en el interior de las celdas. Por otro lado, en la tempora- 
da de verano anterior tuvieron que padecer una carencia 
enorme de agua; sólo disponían de ella en horas de la no- 
che, estando cortado su suministro durante el día. Es 
decir, que los reclusos carecían de agua, incluso para to- 
mar. 


En la actualidad parece ser que el problema del agua 
se ha resuelto mejorando el equipo de bombee y las auto- 
ridades del penal han manifestado que este problema no 
se va a repetir en el futuro”. Esto es en lo que se refiere 
a la infraestructura del establecimiento, pero también 
existen otros problemas relacionados con el trato que se 
dispensa a los reclusos, con la alimentación, etcétera. 


Parecería que algunas de estas deficiencias han sido 
o están en vías de corregirse, de lo cual debemos ale- 
grarnos. 


De todas formas, no debemos referirnos solamente al 
Penal de Libertad sino, también, a la llamada Cárcel Mo. 
delo de Santiago Vázquez, a la cual, en lugar de llamarla 
sencillamente por su nombre, se ha preferido denominarla 
en forma un tanto pomposa, como Complejo Carcelario 
Santiago Vázquez, con su inevitable sigla COMCAR. 


Hasta hace pocas semanas, muchos de nosotros pen- 
sábamos que al fin contábamos con un establecimiento 
carcelario modelo, por lo menos nadie hablaba, y por aso- 
ciación de ideas aplicábamos aquella frase “pas de nouve- 
les, bonne nouvelle”. Sin embargo, nuestra satisfacción 
Tue quebrada, ya que en forma sorpresiva el Director del 
Establecimiento y algunos de sus principales colaborado- 
res renunciaron a sus cargos, en lo que pareció ser la 
culminación de un choque entre dos tendencias en mate. 
ria de orientación carcelaria. Con motivo del tratamiento 
periodístico que se dio a este problema, nos enteramos de 
algunos detalles. Según tengo entendido, algunos de los 
directores de la Cárcel y personal de jerarquía propicia- 
ban cambios que otros rechazaban. 
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Voy a leer un artículo periodístico que tengo en mi 
poder: “Pero entre la fantasia del cambio y la realidad 
comenzaron a mediar los inevitables problemas que plan. 
tea el cambio en un sistema que lleva más de cien años 
de existencia. La puja entre lo nuevo y lo viejo se con- 
virtió en una cotidiana lucha de trinchera en la que los 
mínimos detalles debían pelearse con uñas y dientes, Es- 
tán los talleres, pero falta personal de custodia para 
acompañar a los reclusos; se tiene un profesor de dibujo, 
pero las hojas desaparecen y no por obra de los presos, O 
tardan más de un mes en llegar; la salida se autoriza, 
pero los policías son policías y llevan al recluso a su casa 
esposado; las revniones de convivencia descargan tensio. 
nes, pero los presos se bañan con agua fria y comen Car- 
ne pasada porque la heladera es chica; el trato es nor- 
mal, es decir, humano, pero los expedientes judiciales si- 
guen un tortuoso trámite burocrático que se traduce en 
uno, dos o tres años sin sentencia”. Y los etcéteras po- 
drían seguir. 


Señor Presidente: hasta ahora he recorrido a grandes 
trazos el problema de nuestra delincuencia actual, real, 
Amenazante, que nos hiere todos los días. La sociedad de 
la que somos representantes nos reclama una solución y, 
aunque no es un reclamo sindical, aunque no se produz. 
can huelgas para apoyarlo, es cierto que al reclamo puede 
denominárselo como de “Soluciones ya”, “Seguridad aho- 
ra”. También hemos visto las respuestas que han dado 
nuestros juristas, nuestros profesores y se advierte una 
vez más cómo lo mejor es enemigo de lo bueno, Además, 
se pone en evidencia de qué forma las doctrinas, por €x- 
celentes que sean, no siempre son aptas en su aplicación 
para solucicnar problemas concretos. 


Personalmente, no me muevo en tales alturas del pen- 
samiento. Seguramente, en un foro internacional, en una 
academia de ciencia penal las opiniones de estos ilustres 
uruguayos recibirian aprobación. 


Sin embargo, sucede que quien habla no es miembro 
de ningún instituio jurídico. Mi deseo y mi deber son los 
de encontrar una solución concreta para un problema 
concreto, agudo, urgente y dramático. Siento que tengo 
que hacer algo para ayudar a la población ahora, porque 
es ahora que los ciudadanos están siendo robados, asal. 
tados, heridos y, aún, asesinados, Este es el momento en 
que debo dar una respuesta. 


Todos estos objetivos que persigo están recogidos en 
este proyecto y no deseo que mi actitud sea considerada. 
como una actitud regresiva, opuesta a las orientaciones 
de la moderne ciencia penal. Por el contrario, las apoyo; 
todo lo que contribuya a la educación y reeducación de 
los menores tendrá mi respaldo; todo aquello que contri- 
buya a mejorar la condición económica y social de las 
familias de escasos recursos, que les permita atender a 
sus hijos de forma adecuada, evitándoles el camino del 
delito, contará con mi voto. El día que la niñez y la ju- 
ventud vivan en una casa y no en una pocilga; el dia 
en que los niños no estén desnutridos y puedan ir a la 
escuela a recoger enseñanza en lugar de ir a los vacia- 
deros a hurgar entre los desperdicios, sin duda que al. 
gunas de las causas de la criminalidad habrán desapa- 
recido. 


Sin embargo, se advierte que el camino a recorrer €s 
largo. Los deseos y las intenciones tienen más velocidad 
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qua las posibilidades. Estas últimas deben abrirse paso 
entre dificultades económicas trabas burocráticas, insufi. 
ciencia. de apoyo político y, muchas veces, otras circuns- 
tancias que-todos conocemos. 


Por todo esto, considero que sin dejar de trabajar por 
una solución concreta, debemos aprobar ahora esta inicia- 
tiva. En definitiva, a través de este proyecto lo que perse- 
guimos es sacar de circulación a un grupo de menores 
que, según las autoridades, es un número reducido de al. 
rededor de doscientos. Si logramos que esos doscientos me- 
nores sean detenidos y enviados a prisión, nos encontra- 
remos con que una parte importante y peligrosa de nues- 
tra actual criminalidad se habrá reducido. 


El temor expresado por algún jurista en el sentido 
de que junto con esos doscientos menores irían a prisión 
otros jóvenes responsables de delitos menores, ha queda- 
do disipado, ya que sólo los autores de delitos graves se- 
rán pasibles de ser puestos en prisión, 


La preocupación por el hecho de que un menor ten- 
ga que estar en contacto con delincuentes mayores es 
loable, pero es de hacer notar que actualmente muchos 
raenores ——para quienes el Consejo del Niño no tiene dis- 
ponibilidadés edilicias— son enviados a cárceles del inte- 
rior que no tienen zonas habilitadas para menores, Por 
otro lado, en el proyecto se prevé que las condenas se 
cumplan manteniendo separación entre mayores y me- 
nores. 


La «alternativa a esta solución es que las cosas sigan 
como están, con un montón de buenas intenciones que, en 
el mejor de los casos, se irán cumpliendo lentamente. El 
día en que todas esas aspiraciones se cumplan, cuando no 
haya miseria, falta de vivienda, cuando dispongamos de 
servicios de salud aptos y al alcance de todos, correcta 
alimentación asegurada, mi mano será la primera en le- 
vantarse para dejar sin efecto estas disposiciones, 


+ Por el momento, me siento obligado a intentar llevar, 

si no una solución, por lo menos un alivio a esta situación 
de angustia. Me resisto a decir a la población que debe 
seguir” soportando robos, asaltos, rapiñas, violaciones, co- 
pamientos y crimenes, y confiar en que dentro de algunos 
años los menores de esa época tengan mejores condicio- 
nes de vida que los alejen del camino del delito. 


Hay madres, padres, esposos y hermanos que han per- 
dido, asesinados, a sus familiares. Existen familias modes- 
tas y modestos comerciantes que han visto sagueados sus 
hogares y 'comercios. Muchos de ellos conocen a sus vic. 
timarios y 'rapiñeros y tienen que soportar que sigan cir- 
cúlando por las calles de Montevideo planeando, tal vez 
—--y sin tal vez—- otros delitos, protegidos en cierto modo 
por una especie de insignia que lucen orgullosamente que, 
con descaro, dice “inimputable”. 


Ocurre muchas veces que las multitudes actúan irra- 
cionalmente, empujadas por motivos ocasionales, de du- 
dosa justificación, Ponerse al frente de esas situaciones, 
exacerbando sus reclamos, es conducta. clásica de los de- 
mAagogos. 


La situación actual no es esa; no hay-pox ahora ma- 
nifestaciones callcjeras ni desfiles con pancartas. Hay, en 


CAMARA DE SENADORES 


22 de Junio de 1988 


cambio, una legión de doloridos, perjudicados, angustia- 
dos que esperan no promesas sino conclusiones. No están 
asociados, no vienen a vernos en delegación; creen, sin 
duda ingenuamente, que la sola exhibición de sus llagas 
hará que el Parlameto, que los representa, acuda con el 
bálsamo curativo. 


No quiero defraudar esa esperanzá; no quiero sentar. 
me a reflexionar cuando se nos reclama acción. Aunque 
los doctrinarios me abrumen, prefiero visitar a un infanto 
juvenil en la cárcel, antes que ir a poner flores en la tum- 
ha de sus victimas. 


Adelanto, pues, mi voto favorable a este proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Declaro que muchos de los 
conceptos que pensaba decir ya fueron vertidos por el 
señor senador Ortiz con brillantez; de modo que tendré 
que referirme a muchas de las manifestaciones que él 
ha hecho en su elocuente disertación, aunque lo haré en 
forma muy sintética y tomándolas como base para expre- 
sar nuestros puntos de vista sobre el proyecto que tene. 
mos en examen y que constituye la armonización de los 
tres que fueron presentados al Senado: uno, del señor se. 
nador Ortiz, otro, de quien habla y un tercero del Poder 
Ejccutivo. Además, se tuvo en cuenta una idea sugerida 
verbalmente por el señor senador Ricaidoni a nivel de la 
Comisión en cuanto u lo que se dio en llamar el sistema 
de franjas etáreas. 


A esta altura parece obvio decir que es un hecho 
inocuitable que en los últimos tiempos la proliferación de- 
líncuencial tiene una real gravedad. Ese auge está presi- 
dido de manera fundamental y sustancial por una nota 
invariabie, que es la violencia, la que no se detiene —-tal 
como hemos dicho y repetido muchas veces— si no es ex- 
clusivamente en el homicidio. 


Las rapiñas brutales y reiteradas, las violaciones, los 
homicidios para hurtar y últimamente la forma novedosa 
incorporada a ese catálogo, que se ha dado en llamar “co. 
pamiento” y rapiña de domicilios y comercios, ameritan 
-—como gusta decirse en la actualidad-.- una considera- 
ción urgente, perentoria y descarnada de este problema. 
La sociedad no puede contentarse con muchas de las de. 
claraciones académicas a que ha dado lectura, en parte, 
el señor senador Ortiz y con otras, que no han sido cita- 
das, que provienen de quieves tienen una importante je- 
rarquía y responsabilidad en cesta especie, en el sentido 
de que la situación puede conjurarse con la aplicación de 
meras medidas administrativas que afecten, sobre todo, 
al régimen penitenciario —tema del que nos ocuparemos 
más adelante— así como con la vigilancia, que hay que 
tener en estudio, de la proliferación de espectáculos de 
violencia que se trasmiten a través de los programas te- 
levisivos. 


Sin perjuicio de tomar muy en cuenta esas pondera- 
ciones que han sido consideradas, tenemos que concluir 
y admitir que nuestra legislación positiva se encuentra no. 
toriamente debilitada como sistema de lucha contra la de- 
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lincuencia. Nos parece que esa es una verdad inconclusa, 
de las que no necesitan demostración. 


El proyecto que está a estudio del Senado se inscribe, 
como decía, en la armonización de esas inicativas tendien- 
tes a revertir la situación de permisividad —asi la llama 
el propio Presidente de la República-— que luego de tres 
largos años de gobierno democrático parece que ha llega- 
do a su culminación, Este proyecto se inserta, además, en 
la idea de defender a la sociedad, de fortalecer a !a de- 
mocracia, de aprobar leyes claras, de unívoca interpreta- 
ción, severas, que terminen con el lirismo, con las liv. 
tades fáciles y con dicha permisividad. 


En este momento debemos reiterar algo que venimos 
diciendo desáe hace mucho tiempo, inciusive con prece- 
dencia a la presentación de nuestro proyecto de ley, que 
fue en el mes de agosto de 1987. Frente al panorama que 
está viviendo la sociedad de nuestro país, particularmente 
la de Montevideo, aunque no son ajenas a este problema 
muchas de las ciudades de los departamentos del interior 
de la Repúbiica, tenemos que recordar aqueila expresión 
que Winston Churchill acuñara —salvando todas las dis 
tancias—— en épocas particularmente dificiles de la vida 
dei mundo: “No podemos ser imparciales entre los borm- 
beros y el incendio”. Nosotros no vamos a serlo y así lo 
preteidemos exponer con equilibrio, a través de las Gis- 
posiciones que incorpora este proyecto de ley. 


Es natural, como indicaba el señor senador Ortiz, que 
no estemos en desacuerdo con ninguna de las medidas que 
se proponen para la educación, la vivienda, la salud y la 
reinserción social de los mencres infractores —como gusta 
decir a los penalistas que hemos escuchado reilteramente 
en el seno de la Comisión— pero, por encima de todo eso 
y más allá de la mediatez de esas disposiciones —que to- 
dos estamos dispuestos a adoptar y que en lo personai 
pensamos que su aprobación se viene postergando aesdo 
hace por lo menos 54 años, desde que se niomulgó el Có- 
digo del Niño— también es natural que antepongamos la 
defensa de la sociedad inocente a los intereses de sus agre- 
sores. Es indiscutible que la sociedad tienc, de manera 
fundamental, que poseer el derecho de que ejercitemos el 
sentido común necesario al efecto. La sociedad no tiene 
por qué subordinarse —se ha dicho— a ser campo de 
experimentación de supuestas recuperaciones de los delin. 
cuentes que entran a las prisiones y salen de ellas merced 
a enfoques unilaterales que no contemplan aue el peligro 
del delito significa un daño factible para la sociedad, que, 
antes que nada, es preciso tutelar. 


.Nos preocupa la situación de Jos reincidentes, sobre 
todo en delitos de grave peligro, la rapiñas, hurtos agra- 
vados, etcétera, que pese a su peligrosidad establecida, 
resultan prontamente liberables y sabido es, además, que 
suelen recacr en el delito. Nosotros recordamos que es 
como, si la sociedad, absurdamente, tuviera menos dere- 
cho a ser protegida, que el delincuente a agredirla cons- 
tantemente. 


Nos hemos movido dentro de esas bases, esos limites, 
esos parámetros, en cuanto a las disposiciones que insor- 
poramos en nuestro proyecio de ley, muchas de las cuales 
tenemos el honor de que hayan sido recogidas en el texto 
que tiene a consideración el Senado. 
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Esta alarma social que indudablemente existe en el 
país, no es de ahora, sino desde hace mucho tiempo, no 
es desde este año ni a partir de este gobierno, sino que 
comienza allá por 1955, cuando el señor senador: Ortiz 
señalaba el panorama que se apreciaba con. motivo de 
las andanzas del tristemente famoso “Cacho”. También 
recordamos, en el año 1956 la muerte —que aún depiora- 
mos— de Gustavo Volpe, así como los desmanes cometiz 
dos por tantas pandillas que en aquella época. asolaban « 
la República. 


'Tengo en'ími poder la discusión parlamentaria y los 
proyectos de ley que en aquellas oportunidades «se pre. 
sentaron, al igual que las manifestaciones de los: señores 
legisladores de todos los partidos que entonces se expre- 
saron sobre ese particular, en términos análogos a los que 
estamos empleando nosotros ahora. pan! 


Frente a esta alarma social, decíamos, hace ya más de 
veinte meses, en setiembre de 1986, con motivo de la ex- 
Posición yue hicimos en este Senado sobre el problema de 
la violación, y del proyecto de que somos autores, que 
esa alarma social, esa especie de llamado que hace la so- 
ciedad en forma expresa y también implicita, :a todos 
los integrantes del gobierno y a los legisladores;-es en el 
sentido de que deben tomarse algunas medidas para evi: 
tar la amenaza y el atague permanentes de que es Ob. 
jeto por parte de este tipo de delincuencia. 


Esto nos hace decir, en forma clara, que quien legisla 
no vive un clima intemporal, sino que, por el contraría, 
está irremediablemente inserto en su- tiempo. 


Quiere decir, señor. Presidente, que si el andamiaje 
social cruje, la legislación responde al ámbito que la exige 
y apuntala ai sistema jurídico, que es uno de sus esen- 
ciales cometidos, para que esa sociedad no se-desmorone. 


No hace mucho, ante el espanto.de la droga y el ue 
men, realidad: evidente e insoslayable dentro :dél:' clima 
sociai estadounidense, su Presidente hacía mención:a la 
relmplantación de la pena de muerte. Como es natural, 
nosotros estamos, muy lejos de semejante definición, que 
rechazamos de todas maneras. y con toda nuestra fuerza. 
Pero sí, entendemos que es de rigor intensificar los eje- 
mentos necesarios para la defensa de la sociedad: 


La gran ecuación que plantea la justicia en el aná: 
lisis de un delito, está encuadrada entre dos factores er 
indudable gravitación: por un lado, la víctima y, por e. 
otro, el victimario. e 

La justicia está obligada a calibrar una fóríaúla que 
castigue el delito y que prevenga la reincidencia. Edul- 
corar, atenuar, ribetear de manera muy suave la perso- 
na del victimario con adornos y palabras sentimentales, 
que podemos compartir pero que no hacen a la realidad 
actual del problema, que son, a su vez, mentidamente so. 
ciales, conduce, 2 quien debe impartir justicia, a la con. 
creción de un mundo que hémos calificado de estrábico 
y lo reiteramos, Y de un hecho que no es confuso, ¡fabrica 
la más caótica de las confusiones. : 


La justicia, reiteramos, debe ser clara y demostrar 
que lo es y nunca perder el tiempo, el equilibrio. y el 
juicio en imágenes cursis. No se debe derramar lágrimas 
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sobre quienes las han hecho derramar, porque hay otros 
—las víctimas— que si las derraman. Muy pocas veces 
la sociedad o quienes tienen la responsabilidad de tomar 
este tipo de decisiones, se acuerdan de ello. Es decir, que 
la justicia apuesta a un mundo derecho y no al revés. 


De otra manera, en nombre de lo que falsamente se 
califica de humano, se llega a desconocer la actuación in- 
humana del ser que ha delinquido. Y así, en una época 
distorsionada y acribillada por el delito y el arrasamiento 
del derecho a vivir en paz, abrimos la puerta más ancha 
a la delincuencia y brindamos, al delincuente, la tranqui- 
lidad que le restamos a la ciudadanía honrada, pacífica 
y normal. 


. Para calificar aún más esta cuestión, no sería ocioso, 
señor Presidente, echar una mirada, muy rápidamente, 
al pasado y no precisamente en el ámbito de los países 
del mundo occidental. 


El Código Penal ruso de 1926, por ejemplo, era más 
bien benigno con este tipo de delitos de violencia o de 
corrupción o con relación al alcoholismo. Se establecían 
penas que oscilaban entre cinco y ocho años de detención. 
Sin embargo, de las noticias que trascienden a la prensa 
del mundo occidental, se sabe que, al día de hoy, en la 
Unión Soviética, esos delitos, el alcoholismo, la corrup- 
ción y la violencia, son perseguidos con sumo rigor. 


En consecuencia quiere esto decir que en una socie- 
dad de cuño autoritario, estatista, como es ésa, donde 
mayormente no cuentan los delitos de carácter personal, 
la creciente ola de desmanes delictivos ha conducido a la 
autoridad pública a revisar su posición sobre este aspecto 
de la convivencia humana. 


Y eso es lo que nosotros estamos haciendo, eso es lo 
que nosotros tenemos que hacer, eso es lo que ha hecho 
este Parlamento en otras oportunidades y eso es lo que 
la realidad actual, la alarma social, nos indica que debe- 
mos realizar en las actuales circunstancias. 


Debemos recordar, señor Presidente, que ha habido 
otras etapas en la vida del país, en las que han existido 
empujes de esta naturaleza y el Parlamento y los gober- 
nantes sensibles a esas realidades han reaccionado como 
debían hacerlo. Y así recordamos que en 1952, hace ya 
más de un tercio de siglo, apareció en Montevideo una 

peva modalidad del delito: la coautoría en patota. Era 
una tipificación propia, original, del Río de la Plata. 


Y lo he dicho en alguna oportunidad y lo repito aho- 
va. Se trataba de la rapiña, de los vejámenes sexuales, de 
las lesiones y del homicio tradicionales, No variaba la 
tipificación del delito. Lo nuevo era que se trataba de un 
delito plurisujetivo, con varios agentes actuando a la vez. 
En ciertas ocasiones, previa concertación y, en Otras opor. 
tunidades, por contagio y por impulso. 


Como es natural, aparecieron después quienes expli- 
varon el contagio psíquico como causa, quienes acudieron 
a las interpretaciones freudianas y a la estimación de las 
causas y concausas concurrentes en el psiquismo de los 
patoteros. 


Asi es que lo real fue que este Parlamento, sensible, 
como ha sido siempre, a este tipo de problemas, sancionó, 
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en 1952, la Ley de Represión del Patoterismo, que fue pro- 
mulgada el 4 de junio de ese año, con el N* 11,824, 


Por ella, se aumentaron los máximos de las penas en 
un tercio cuando los agentes del delito fueran tres o más 
de tres. Por supuesto, que quedaron descartados los casos 
en que el propio delito no exige la concurrencia de tres 
o más de tres personas, como ocurre en la asonada, etcé. 
tera. 


En lo que nos es personal, señor Presidente, repeti- 
mos, una vez más, que en otras ocasiones en que nos 
tocó a nosotros, por el cargo que desempeñábamos en 
aquellas circunstancias, hacer frente a situaciones parti. 
cularmente dificiles, riesgosas y de verdadera alarma so- 
cial, recurrimos a especialistas. En el año 1969 formamos 
una Comisión para modificar el Código Penal, para agra- 
var y severizar las penas de la rapiña, del hurto con des. 
treza, etcétera, Integramos esa Comisión, nada menos 
que con la Presidencia de don Francisco Gamarra, y «on 
la doctora Reta, el doctor Carballa, el doctor Reyes Te- 
rra, el doctor Guaymirán Rios y el doctor Fernández Vi. 
queira, Todos eran especialistas, cada uno en su materia, 
y todos en Derecho Penal. Así fue como posteriormente, 
a través de la ley, se tipificaron algunos delitos, se in- 
crementaron las penas de otros y se creó el delito de 
abandono culpable de los deberes inherentes a la patria 
potestad, para tratar de paliar o de eliminar el proble. 
ma de los menores delincuentes, porque se creía, en aquel 
momento, que con esa medida era posible atenuar, dis- 
minuir o terminar con la delincuencia de los menores, 
haciendo responsables a los padres por el abandono cul. 
pable de los deberes que les impone, reitero, la patria 
potestad. Sin embargo, nada se ha logrado. Así vemos 
proliferar a inocentes criaturas, por las calles de Monte- 
video, sin que nasta ahora se tomen —que yo sepa al me. 
nos— medidas eficaces en relación concreta con ese aban- 
dono culpable de los deberes inherentes a la patria po- 
testad. 


Así es como, en cada una de esas oportunidades, en 
forma muy particular y clara, y en lo que dice relación 
con el esquema delictivo en el país, la sociedad se ha 
sentido agredida y los poderes públicos han reaccionado 
a través.de medidas legislativas y de otro orden. 


Es claro que nosotros sabemos que con la ley, exclu- 
sivamente, no se va a solucionar este problema. Seríamos 
absurdamente infantiles y totalmente necios si creyéramos 
que con estas normas vamos a acabar con el problema 
de la delincuencia o vamos a poner fin, definitivamente, 
a los excesos que se cometen diariamente y que tienen, 
no sólo en jaque sino atemorizados a todos los hombres 
y mujeres del país, porque esta es la realidad. Para eso, 
según todos los cánones criminológicos, nada es suficiente, 


Como indica Sebastián Soler, para suprimir los Crí- 
menes existiría un solo remedio, y por desgracia ese re- 
medio, que es la fuerza, es imposible de aplicar. Aunque 
el Estado pusiera al lado de cada hombre un agente de 
la fuerza pública no lo lograría, toda vez que el agente 
es también un hombre y se haría necesario poner vigi- 
lancia a éste también, y así hasta el infinito y hasta el 
absurdo. El derecho penal debe, necesariamente, operar 
esos efectos por la vía psiquica por la cual opera toda 
amenaza. 
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De manera que esto es muy claro; forma parte de. 


una política criminológica que tratamos de desarrollar en 
este proyecto que tiene el informe favorable de la mayo- 
ría de la Comisión. Por eso es que decimos de manera 
clara que damos en él, medidas de neutralización a este 
problema, que están insertas en esa política que se indi. 
ea, precisamente, en estos iratados, como elementos aptos 
para enervar esas expresiones delincuenciales, 


Además, hay que poner de manifiesto que este tipo de 
normas no se dicta —como mucha gente parece creerlo— 
para las capas más altas de la sociedad, sino quizá para 
las menos protegidas. Las capas más altas de la sociedad 
tienen, desde hace mucho tiempo, su propia policia de 
seguridad, sus propios mecanismos sofisticados y electró- 
nicos, tienen perros adiestrados, tienen guardianes y todo 
un sistema que hacen poco menos que inexpughables, en 
muchos casos, sus domicilios y dejan a las personas que 
habitan en ellos libres de esos ataques. 


Pero si leemos Ja prerisa diariamente y pretendemos 
informarnos al respecto, veremos que muchos de estos 
desntanes se llevan a cabo en barrios marginales, en co- 
mercios de la periferia del departamento de Montevideo; 
se llevar: a cabo en barrios humildes y contra personas 
de esa misma condición, Entonces, ¿cómo neutralizamos 
estos problemas? Con la insistencia educativa en la con- 
deuación de da rebeldia, en la necesidad y el valor del 
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cial en todos los órdenes de la autoridad familiar, estu- 
diántil, administrativa. Con la severización de la censura 
de elementos Seudo-culturales susceptibles de ilustrar mor- 
bosamente para la resolución criminal, como por ejemplo 
ciertos filmes que proporcionan óptimamente, a mentes 
susceptibles, ideas o imágenes contra la unidad social y 
la moralidad vigentes: con la neutralización de lactores 
atentatorios ideológicos contra la idea de unidad de la 
sociedad organizada, verbigracia como las pasiones de opo- 
sición de sectores en torno a factores diferenciales, como 
edad, raza, nacionalidad original, factores económicos; et- 
cétera; con la suficiente efectividad en la prevención y 
en la aplicación de las sanciones legales de los delitos, 
tendiente a uventar las ideas de impunidad o semiimpu- 
nidad de las mentes susceptibles. 


A. este respecto conviene recordar un aforismo que 
William Blackstone hace casi 200 años, en Inglaterra, en 
1896, difundió por el mundo; “Es peligroso para el públi- 
co propagar la noción de que los niños pueden cometer 
atrocidades con impunidad”. Eso es lo que está pasando 
en nuestro país; eso es lo que ocurre con la emulación 
que nosotros vemos diariamente en momentos en que está 
bajando la edad de los mencres infractores que incurren 
en conductas previstas en la ley penal como delito, para 
emplear la elipsis tan ilustrada de los penalistas que nos 
han visitado y de otros, que también nos han hecho lle. 
gar sus opiniones. 


Deciamos que, desde hace 33 años ---el hecho se viene 
repitiendo por lo menos desde aquella fecha— ya se ad- 
vertía sobre este particular. El doctor Julio César De Gre- 
gorio, en 1955, decía: “He transmitido a los integrantes 
de la Comisión parlamentaria que estudia integralmente 
este problema, no como magistrado sino como hombre y 
ciudadano, mi esperanza y mi anhelo de que se haga algo 
para procurar la solución urgente que este problema re- 
clama”. Se refería a un caso, naturalmente, similar a 
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este, Yo podria leer esta opinión y, si no diera la ubica. 
ción en el tiempo, seria come si estos hechos hubieran 
ocurrido ayer, como si estuvieran sucediendo hoy, en la 
vida del pais. 


Agregaba: “Porque si la pandilla que encabeza el 
Cacho” --pongamos otro nombre cualquiera, esos que cita. 
ba recién el señor senador Ortiz, 'y el problema és exac- 
tamente el mismo— “vuelve a un albergue sin que se ha. 
ya adoptado absolutamente ninguna medida para corre- 
gir estos males, se transformarán todos ellos, en la mente 
de los demás menores desamparados, en verdaderos hé. 
roes, y de entre ellos, por un espíritu de emulación propio 
de la edad, muchos procurarán pór todos los médios con- 
vertirse en otros tantos “Cachos'”, 


Eso es lo qué está ocurriendo y seguirá sucediendo si 
no se toman medidas sobre estos casos, si dejamos que él 
problema transcurra y se sigue diciendo que no'se debe 
adoptar ninguna medida. ¿Quién puede estar en desa- 
cuerdo en que es necesario darles educación, vestido, cui. 
dado, alimentación, vivienda, mejor atención de su salud 
y todos los demás elementos indispensables para obtener 
la reinserción social del menor? No podemos seguir espe- 
rando, en esta materia, la panacea universal, que además 
no habrá de llegar, o habrá de llegar tarde, porqúe veni- 
mos viendo que se posterga por lo menos desde hace cin- 
cuenta y cuatro años. Si seguimos esperando, indudable- 
mente cada vez disminuirá más la edad y cada vez más 
—cada dia y cada hora— aumentará la criminalidad, o 
sea esc flagelo que, sin solución de continuidad, azota la 
sociedad de nuestro pais. 


El señor senador Ortiz citaba la opinión de un pena. 
lista y profesor de Derecho Penal, la del doctor Milton 
Cairoli, que hace cinco años escribió un libro diciendo que 
la edad de inimputabilidad se debía bajar a dieciséis 
años. En la Comisión de Constitución y Legislación, como 
tenía su libro, le expresé que en él se dice que la edad 
se tenía que bajar a dieciséis años y le pregunté por qué 
ahora estaba a favor de mantener la de dieciocho años. 
Y me contestó —fueron más o menos estos términos; no 
tengo en mi poder la versión taquigráfica— que eso se 
debía precisamente, a su cercanía con la doctora Adela 
Reta, que lo había convencido de que la edad de inimpu- 
tabilidad tenia que ser, en realidad, dieciocho y no die 
ciséis años. 


Estamos de acuerdo en que haya cambiado de opinión. 
Está con Clemenceau y en eso le doy la razón: “abofe. 
tearé —decía “El Tigre'— al hombre que exprese que nun- 
ca ha cambiado de opinión”. Pero todo eso significa que 
nosotros no estamos descaminados cuando planteamos es. 
le tipo de soluciones, que ni siquiera es original de este 
proyécto y menos aun del país. En el mundo entero se 
establecen distintas edades para la imimputabilidad. El 
señor senador Ortiz citó muchas de ellas, que yo, por lo 
tanto voy a hacer gracia al Senado de repetirlas. Simple. 
mente, como ejemplo, quiero destacar que en Alemania, 
son catorce años; en España, ahora son dieciséis —prime. 
ro eran quince, después se llevó a dieciocho, en 1981, y en 
1983 se rebajó a dieciséis— y cuando se pretendió llevarla 
a dieciocho años, se dijo que no. 


Tengo aquí, en mi poder, un libro escrito, reciente- 
mente, por dos de los más grandes penalistas españoles: 
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José María Rodríguez Devesa y Alfonso Serrano Gómez. 
Es “Derecho Penal Español”, “Parte General”, Madrid, 
1985. Dicen ellos: “Está exento de responsabilidad crimi. 
nal el menor de dieciséis años”. Después, se plantea el 
problema del discernimiento; qué debe entenderse como 
tal, cuándo el menor debe ser considerado con discerni- 
miento, etcétera. Agregan que: “La determinación de un 
límite preciso de edad que suponga una barrera que sitúa, 
de un lado, a personas maduras, con conciencia y volun. 
tad suficientemente desarrolladas para gobernar su con. 
ducta, y de otro, a personas inmaduras, lleva consigo, ne- 
cesariamente, una buena dosis de arbitrariedad. Pero 
aquí, como en tantos otros casos, la seguridad, certeza y 
simplicidad de la norma predominan sobre las estrictas 
consideraciones de equidad que requerian la determina. 
ción de la capacidad psíquica, caso por caso. La innova- 
ción no es del sistema, pues, sino de límite. Se ha pensa. 
do que, por regla general, ahora se adquiere la madurez 
psíquica más pronto que en tiempos pasados, en base a 
una serie de razones bien conocidas que no es preciso 
exponer”. Se mantenía, entonces, allí, el límite de quince 
años. 


Después agrega: “Es cierto que la madurez biológica 
se ha adelantado, por término medio, en un par de años 
en Europa, pero al precio de un retraso en la madurez 
psíquica, intelectual y moral, que no abona lo que se 
sostiene en la que ellos llaman: la Exposición”. 


“Estadísticamente, son mayoría los países que man- 
tienen la edad de dieciséis años o más”. Citan aquí a una 
serie de Códigos, algunos de los cuales indicó el señor se- 
nador Ortiz, y otros que están establecidos en la llamada 
número 27, de la página 614 de este Tomo. 


Continúan los penalistas diciendo: “Me parece impor- 
tante subrayar que la Asociación Nacional de Médicos 
Forenses se ha pronunciado en contra del abandono del 
límite de los dieciséis años. Cancelo, Gisbert, López Gó- 
mez, Pérez de Argiléz, Saumench, Ugedo (con reservas), 
Remón Sales, a favor de la edad mental no de la crono. 
lógica, lo mismo que Enciso Becerra. Solamente Brenlla 
consideró acertada la disminución propuesta en 1972”. 


En las conclusiones se afirma: “La edad penal, si ha 
de corresponder a la alcanzada madurez mental de la 
persona, debe mantenerse en los dieciséis años”. 


Luego dicen en forma muy clara, y es necesario que 
se interprete debidamente lo que constituye la expresión 
de la naturaleza de la que indicaremos, por parte de dos 
penalistas, quizá de los mejores de Europa y, sin duda, de 
los principales de España: “El fijar la mayoria de edad 
penal en uno u otro límite, no tendría mayor importancia 
si hubiera un sistema adecuado desde el punto de vista 
legal, procedimental e institucional; elevar la mayoría de 
edad penal” —pido atención a este concepto— “en los 
momentos actuales, con el grave problema de delíncuen- 
cia juvenil que existe en nuestro país, la deficiente es- 
tructura y funcionamiento de la jurisdicción de menores, 
así como la imposibilidad de cambiar el sistema en menos 
de cuatro o cinco años, sería erróneo, porque llevar a ca- 
bo tal reforma tendría graves repercusiones criminógenas 
con un importante aumento de la criminalidad juvenil; 
es necesario cambiar antes las estructuras legales, perso- 
nales y materiales, dando al Juez de menores la función 
que le corresponde y no considerarlo como algo secunda. 
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rio. Si como nos ocurrió con la reforma de Lecrim en 
abril de 1983 —que necesariamente hubo que dar marcha 
atrás con una nueva reforma en diciembre de 1984— po- 
nemos la carreta delante de los bueyes, los resultados no 
cabe la menor duda que serán negativos”, 


Esto ha sido expresado por catedráticos de la más alta 
especialización en esta materia; fue dicho por quienes han 
dedicado su vida a estos temas y, fundamentalmente, al 
de la minoridad. Si eliminamos la referencia a España y 
la hacemos en términos generales y abstractos induda- 
blemente la realidad señalada y los conceptos expuestos, 
encajan perfectamente en lo que es la estructura de nues. 
tro país en la materia de que se trata. 


De manera que no puede decirse que estamos impul. 
sando una reforma anticientifica que no toma en cuenta 
los intereses del menor. Queremos que éstos sean debida. 
mente atendidos en todas las circunstancias que hemos 
expuesto; pero también deseamos la defensa inmediata, 
sin postergación, de la sociedad, que se está reclamando 
con urgencia y con angustia. Queremos que se arbitren 
estas medidas que han dado resultado en otros países de 
Europa y de Latinoamérica, siguiendo el criterio de espe- 
cialistas que han aprobado cada una de las edades incor. 
poradas en los Códigos de esas naciones, Así, observamos 
que Venezuela establece la imputabilidad en la edad de 
12 años; Perú, la fija en los 13 años; Paraguay, en 13 
años; Panamá, en 12 años; Nicaragua, antes en 10 años 
y ahora en 16; México, en 18 años; Honduras, en 10 años; 
Haití, en 14 años; Guatemala, en la minoría de edad; 
Ecuador, en 18 años; Chile, en 16 años; Cuba, en 12 años, 
aunque tengo entendido que en la última reforma se elevó 
a 16 años; Costa Rica, en 16 años; Colombia, en 16 años, 
con un criterio mixto similar al que nosotros establece- 
mos en el proyecto que estamos considerando; Brasil, en 
18 años; Bolivia, 16 años y Argentina, también, en 16 
años. Asimismo, Alemania fija esa edad en 14 años; Fran. 
cia, en 13 años, y también establece un criterio mixto 
como el señalado por el señor senador Ortiz. 


Por consiguiente, señor Presidente, nos sentimos muy 
tranquilos con nuestra conciencia por el trabajo que he- 
mos realizado en relación con este tema. Entendemos que 
este concepto de pena retributiva es el que da la pauta, 
en las actuales circunstancias, del poder de reacción que 
tiene un país ante el auge de determinados elementos 
que tratan de desgastarlo y erosionarlo. Hace poco tiem. 
po recordaba la doctora Reta —es un viejo concepto de 
Derecho Penal— en el diario “El Día” de 21 de diciembre 
de 1987, que la imputabilidad es una capacidad genérica 
de derecho penal y nosotros decimos que el castigo es un 
freno del que no es posible prescindir en la vida común. 
Agregamos en este aspecto —y esto sirve para exponer 
nuestro concepto sobre las medidas de seguridad elimi. 
nativas— que la pena es la culpabilidad cristalizada y las 
medicas de seguridad son la peligrosidad cristalizada. 


Establecidas, entonces, dentro de estos márgenes las 
características de nuestro proyecto en este aspecto de la 
inimputabilidad, señalo que la rebaja de esta no es tal, 
porque nosotros mantenemos la inimputabilidad en los 18 
años; el proyecto establece que no es imputable el que 
ejecuta el hecho antes de haber cumplido la edad de 18 
años en el artículo 1% —que modifica, en la parte que 
ahora sigue, al artículo 34 del Código Penal ya que 
mientras el inciso primero dice eso, el segundo agrega 
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--esta es realmente la modificación que hemos introdu- 
cido— que “sin perjuicio de lo que antecede, la persona 
menor de 18 años y mayor de 16 años, podrá ser decia. 
rada imputable por el juez competente, conforme con lo 
establecido en los artículos 129 y siguientes del Código del 
Niño”. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. -- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SENOR RICALDONI. — Señor Presidente: sin perjul- 
cio de que más adelante haga uso de la palabra como 
miembro informante y pidiendo disculpas al señor sena- 
dor Cersósimo por haber interrumpido su interesante ex- 
posición, quiero expresar que inclusive existe, no en el 
curso del razonamiento del señor senador Cersósimo ni 
tampoco en el que expusiera anteriormente el señor se- 
nador Ortiz, pero si en el de mucha gente, no toda ne- 
cesariamente ajena a la disciplina jurídica, la idea de que 
el tema de la imputabilidad e imimputabilidad está ex- 


elusivamente vinculado a la edad de la persona. Y no 


es así 


Como dice el señor senador Cersósimo, es cierto que 
el principio general de inimputabilidad hasta los 18 años 
se mantiene y que la excepción a dicho principio general 
se produce por la comisión de delitos graves y gravísimos 
que están identificados en el proyecto de ley; pero tam- 
bién es cierto que dentro de aquellos casos en los cua- 
les la imputabilidad puede verse desplazada hasta los 16 
años —y no por debajo de esa edad--- en dos de los tres 
supuestos generales que establece el proyecto, la facultad 
de determinar esa inimputabilidad corre por cuenta del 
Juez de Menores, y con garantías procesales que la Comi. 
sión de Constitución y Legislación del Senado fue muy 
cuidadosa en estructurar, garantías que no existen en la 
legislación general vigente ni en el Código del Niño, cosa 
que a ningún especialista preocupó jamás desde el año 
1935 a ja fecha. Además —-y termino— la posibilidad de 
declarar inimputable a alguna persona que cometa un he- 
cho delictivo, según el Código Penal, también rige por 
encima de los 18 años cuando se dan los supuestcs que 
dicho Código prevé en los artículos 30, 31, 32, 33 y 35, 
habida cuenta del principio que establece el artículo 34 
sobre la edad. 


Con esto quiero decir que en este proyecto -—y repito 
que voy a volver sobre esto cuando haga uso de la pala- 
bra más adelante— cuando un Juez de Menores considere, 
luego de los asesoramientos del caso, que un menor de 
entre 16 y 18 años ha cometido determinado delito cuya 
gravedad amerita que se le considere imputable porque 
los asesoramientos recabados indican que el menor tenia 
el mismo juicio de valor que un mayor de 18 años, toda. 
vía el Juez en lo Penal Ordinario puede volver a decla- 
rarlo inimputable, en la misma forma que a cualquier 
mayor de 18 años, cuando se dé cualquiera de los supues- 
tos que menciona el Capítulo 11 del Código Penal. 


Por lo tanto, quiero destacar la importancia que tiene 
no perder de vista que el tema de la inimputabilidad no 
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está necesariamente referido a la edad, sino a la conside- 
ración de factores fisiológicos y psicológicos que se inde- 
pendizan —está bien que sea así— de la estimación me. 
ramente formal de la edad de la persona. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: precisa. 
mente la estructura en que se apoya la reforma que no- 
sotros traemos a consideración del Cuerpo es esa: hasta 
los 18 años existe una presunción de inimputabilidad, que 
es relativa entre los 16 y los 18 años y que es absoluta 
por debajo del límite de los 16 años, como lo ha sido 
hasta ahora por debajo de los 18 años. 


Ocurre con la imputabilidad algo análogo, porque, para 
el imputable, es relativa la presunción de imputabilidad. 
Puede ceder ante algunos de los casos de inimputabilidad 
que señalaba el señor senador Ricaldoni, consagrados en 
los artículos 31, 32, 33 y 35 del Código Penal. Por ejemplo, 
si tiene una causal de locura o de ebriedad, u otra de las 
que determina el Código Penal, el imputable se tranmsfor- 
ma en inimputable. Entonces, la estructura del Código en 
estos casos, es exactamente la misma pero al revés. En la 
especie de esos menores, se es inimputable pero puede 
demostrarse o declararse la imputabilidad. En la de los 
mayores de referencia, se es imputable, pero puede decla- 
rarse la inimputabilidad, cuando concurran las circuns. 
tancias ciertas y determinadas que el Código Penal esta- 
blece al respecto. 


¿Quién declara esa imputabilidad? ¿Cualquier perso- 
na? ¿Un funcionario administrativo? No, es el Juez Letra- 
do de Menores. ¿En qué casos la declara? ¿En cualquie- 
ra? No, en los casos extremadamente graves. Por lo tanto, 
la Comisión ha sido —como declara el señor senador Ri- 
caldoni— muy puntillosa en ese aspecto, 


En esta parte, tengo que decir que esta fórmula, de 
lo que ha dado en llamarse “sistema de franjas”, es pre- 
cisamente, una idea del señor senador Ricaldoni, que 
la llevó al seno de la Comisión, y nosotros la ela- 
boramos y estructuramos con mucho cuidado, ante la dis. 
yuntiva de que nuestro proyecto pudiera no tener anda. 
miento porque en muchos lados había “francotiradores”. 
Nuestro propósito era el de la defensa de la sociedad, pe- 
ro no de un ataque antidelincuencial indiscriminado y fe- 
roz, absolutamente irracional sino algo concreto, medita. 
do, repensado, sopesado, científicamente realizado, a ve- 
ces hasta con demasiado sentido de lenidad. 


Creímos que esta era la solución y la fuimos perfec. 
cionando. Para esa labor tuvo la Comisión la inestimable 
colaboración espontánea y desinteresada de un destacado 
Jurista, especialista en derecho penal, con el que me unen 
lazos de amistad muy estrechos. Se trata del profesor doc- 
tor Amadeo Ottati Folle, quien nos asesoró permanente- 
mente en una materia que no dominábamos totalmente, 
como es naturai, y en la que no se pueden cometer erro. 
res en la terminología, ni en las remisiones, ni en los 
conceptos o en cualquier término que pueda dar lugar a 
interpretaciones diversas y, que, en muchos casos, puede 
severizar una pena en aquellos supuestos que no han sido 
queridos. 
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El doctor Irureta Goyena, con grandes conocimientos 
y purismo del lenguaje fue quien redactó este Código. Por 
lo tanto, tener que tocar institutos que tenían la consa- 
gración de su procedencia, era casi un sacrilegio. Por eso 
recurrimos a un asesoramiento permanente y pretende- 
mos haber traido a conocimiento del Senado un cuerpo 
normativo serio y razonable que puede merecer, natural- 
mente, críticas y que tiene puntos de oposición. En la 
Comisión hay dos señores senadores que no están de 
acuerdo con algunas de sus disposiciones. No es preciso ca- 
si nombrarlos; son los señores senadores Aguirre y Ba- 
talla, a quienes cito por orden alfabético para que no se 
otendan. 


En consecuencia, digo que este es el dogma que no- 
sotros hemos transferido desde el artículo 34 del Código 
Penal como estaba redactado, al actual proyecto. La im. 
putabilidad penal se configura entonces, básicamente, So- 
bre una presunción “juris et de jure”, según la cual la 
persona que no ha cumplido 18 años es absolutamente 
inimputable. 


En el año 1933 —resulta obvio señalar— el legislador, 
al fijar dicho limite de edad se apartó de los principios 
generales que él mismo había consagrado en el artículo 30 
del Código Penal, tan Mevado y traido por nosotros du- 
rante todas las sesiones de la Comisión. Y esto porque no 
interesa a la ley penal, cuando el menor no ha cumplido 
18 años, investigar si se han dado, en el caso concreto, 
las condiciones que determina ese artículo, que revelan 
en su conjunto la capacidad intelectual de entender —es- 
tas son las palabras de la ley— el carácter ilícito del acto 
cometido y la capacidad volitiva de comportarse según 
ese entendimiento. 


Esa explicación -—lo decimos en el informe de la Co- 
misión—- no se encuentra precisamente en la Exposición 
de Motivos del Código Penal, sino en la del Código del Ni. 
ño, que es contemporáneo de éste, Allí se dice que: “La 
Comisión no ha olvidado que entre los menores de 18 años 
—esto ya se expresaba en 1933, hace 55 años, y muchos de 
los que están aquí no habían nacido— puede haber ver- 
daderos criminales instintivos, incorregibles, que requieren 
tratamiento penitenciario y no tutelar; pero en la impo- 
sibilidad de determinar “a priori” cuáles son esos casos 
de excepción, ha optado por suprimir la penalidad para 
todos los que no han alcanzado aquella edad, convencida 
de que casi siempre son susceptibles de reforma...”. 


Ocurre que como la presunción de inimputabilidad 
de los menores de 18 años hasta ahora no admite prueba 
en contrario, el Juez está impedido en todos esos casos 
de anteponer su propia convicción acerca de la existen- 
cia de la imputabilidad, a esa voluntad del legislador que 
la niega de todas formas. La solución de imputabilidad, 
como decíamos, para los mayores de aquella edad, no es 
absoluta y puede ceder en los casos que determinábamos. 


La rebaja que propugnamos y que fijamos como pre- 
sunción relativa de inimputabilidad entre 16 y 18 años, 
responde en ei mundo actual a esos parámetros de ma- 
durez intelectual a que nos referíamos hace un momento 
y que, aún dentro de la arbitrariedad que implica la fi 
jación de todo límite, es algo que ya había tenido en 
cuenta. el codificador de 1933. Consecuentemente, nos he- 
mos preguntado si no sería razonable bajar dicho límite. 
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El proyegto del Poder Ejecutivo se afiliaba al mante- 
nimiento de la edad de 18 años; repito que nosotros tam- 
bién lo hacemos en la forma expuesta; aquella posición 
ha sido explicada, reiteradamente, por la Cátedra de De- 
recho Penal a la que esta Comisión consultó expresamente. 


SEÑOR BATALLA. -—— Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. , 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Mociono para que se prorrogue 
el témino de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada por el señor se- 
nador Batalla. 


(Se vota:) 
—15 en 16. Afirmativa, 
Puede continuar el señor senador Cersósimo, 


SEÑOR CERSOSIMO, — Como decía recién, señor 
Presidente, la solución del proyecto en mayoría se funda, 
en este punto concreto, en una fórmula que propuso ver- 
balmente el señor senador Ricaldoni y que luego la Co- 
misión fue haciendo cada vez más leve al profundizar en 
el concepto del ilícito que debía cometer el menor para 
ser declarado imputable, Por debajo. de la edad de die- 
ciocho años y por encima de la de dieciséis se establece 
esa presunción relativa de inimputabilidad. De manera, 
Pues, que, a nuestro juicio, esta fórmula tiene la caracte. 
rística de mantener esa perfecta simetría a que nos refe. 
ríamos con la situación de los mayores de dieciocho. años, 
a euye respecto la presunción de imputabilidad cede en 
aquellos casos que también señalamos. 


Come resultado de la modificación a que acabamos de 
hacer referencia, tanto la del artículo 34 del Código Pe- 
nal como las de los artículos 119 y siguientes del Código 
del Niño: —que también modificamos a través de la, nor- 
ma a estudio— el régimen de 13 imputabilidad penal re- 
coñoce, ahora, un límite mínimo de dieciséis años, por 
debajo del cual se comsagra una presunción absoluta de 
inimputabilidad; un estado intermedio, hasta los. dieciocho 
años cumplidos, donde la imputabilidad resultará en cier. 
tos casos, de una decisión expresa del Juez competente; 
y, finalmente, por encima de los dieciocho años, se pro. 
sume la imputabilidad, sin perjuicio. de las hipótesis que 
hemos recordado de inimputabilidad. 


Ese es el esquema, Eso es lo que decimos muy cla. 
ramente en el proyecto y que conviene repetir ante el 
Senado para que no quepa absolutamente ninguna duda 
de. eyál es. el sistema porque hay mucha gente que habla 
de él y no: le conoce en puridad y en profundidad: 


Con. relación al abandono -—lo vamos a decir en tér- 
minos generales para que todos podamos entenderlo cla- 
ramente— por debajo de los ventiún años, es decir de 
la mayoría de edad, se somete a todos los menores al 
régimen que la ley explica y reglamenta; por debajo de 
dieciséis años. —dice de manera clara y terminante el 
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artículo 122, con la modificación que le introducimos— 
los menores imputados de haber incurrido en una con- 
ducta prevista en la legislación penal como delito, serán 
puestos a disposición del Juez Letrado de Menores y 
—voy a ahorrar dctalles— según las características que 
tenga el ilicito cometido dentro de esos parámetros, el 
Juez Letrado de Menores podrá disponer, entre otros, un 
tipo de medida de seguridad con tres gradaciones: me- 
didas educativas en régimen de máxima, de media y de 
mínima seguridad —estamos hablando de menores de die- 
ciséis años— que algunos de ellos podrán cumplirlas en 
sus propios domicilios, fuera de éstos, ea establecimien- 
tos del Consejo del Niño o en otros establecimientos. ¿A 
criterio de quién? A criterio del Juez Letrado de Me. 
nores, a quien se le da una participación activa y prin- 
cipalísima en este tipo de asuntos. Aquí se trata, pues, 
de menores de dieciséis años, absolutamente inimputables; 
no hemos procedido, ni en éste ni en los demás casos, 
como aquellos jueces ingleses del Siglo XVIII, que con. 
denaban a muerte a los niños por un simple delito de 
ratería; nosotros hemos mantenido esa simetría de que 
hablábamos y ese equilibrio del que no nos hemos apar- 
tado; por otra parte —y también lo decimos en forma 
muy clara— no hemos procedido con la “estafa de las 
etiguetas”, como dicen los juristas alemanes, de estable- 
cer que un menor es inimputable, pero, castigarlo igual 
que a un adulto. Hemos actuado con absoluta claridad 
dentro de lo que entendemos es el mejor método para 
la defensa de la integridad moral del menor, pero, tam- 
bién, la de la sociedad agredida por esta insanía delin- 
cuencial que la azota. 


En el artículo 129 del Código del Niño, que se modifica, 
se establece que el régimen a que nos referíamos recién 
se aplicaría, también, a los imputados mcnores de die- 
ciocho años y mayores de dieciséis, siempre que de la 
consulta de sus antecedentes resulte, en forma fehaciente, 
que no ha cometido ningún delito de homicidio, ni de lesio- 
nes graves o gravísimas, ni de privación de libertad: —eon 
exclusión de las formas culposas— ni ningún otro de Jos 
que se castigan con pena mínima de penitenciaria. En esos 
casos, cuando el menor no ha cometido con anterioridad 
al que se le imputa ahora, ningún delito de esa naturale- 
za, el Juez de Menores dispondrá su internación en. ré- 
gimen de máxima seguridad en una dependencia del Con- 
sejo del Niño. Entonces, ello dará lugar a que quede 
sometido, precisamente, a esa disciplina, a esa medida de 
seguridad educativa por un término que no podrá ser in- 
ferior a la mitad del mínimo de la pena prevista legal. 
mente ni mayor de diez años. Reitero que esto es para 
el caso de que el menor no tenga ningún antecedeste por 
esos ilícitos considerados peligrosos. En cambio, si tuvie- 
ra un antecedente — fíjense los señores senadores el 'cui- 
dado que la Comisión ha tenido en la gradación que ha 
llevado a cabo en la estructura dc este proyecto— un 
solo antecedente de homicidio, de lesiones graves o gra- 
vísimas, de privación de libertad —exciuidas en todos 
estos casos las formas culposas-— o de cualquier otro ilí. 
cito de los que se castigan con pena mínima de peni- 
tenciaría, o sea de dos años, se le somete al Juez Letra- 
do de Menores —todavía no al Juez de lo Penal-— quien 
determina, asistido de peritos etcétera, si tiene o no dis- 
cernimiento, es decir, si es imputable. o no. Si se. declara 
que no es imputable se le aplican medidas de seguridad 
educativas, en régimen de máxima seguridad de hasta diez 
años y un minimo que no. podrá exceder de la mitad de la 
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pena que hubiere correspondido, que debe cumplir en es- 
tablecimientos que sean oficiales o del Consejo del Ni- 
ño, pues no se trata de una pena, como suele decirse Ac- 
tualmente. Si se le declara imputable, todavía pasa al Juez 
Letrado de lo Penal, que es el que resuelve si el menor 
tiene o no responsabilidad penal. Entiendo que la Comisión 
ha sido extremadamente cuidadosa en ese aspecto. Si el 
menor hubiera cometido dos o más ilícitos de esta nattra: 
leza, o sea de los declarados peligrosos —me refiero a to. 
dos esos actos gravísimos que vemos que ocurren todos los 
días, llevados a cabo por menores que tienen enorme can. 
tidad de anotaciones en las Comisarías de Menores, cua- 
tro o cinco homicidios en su haber etcétera—- pasa direc. 
tamente al Juez Letrado de lo Penal, que es quien restiei- 
ve, en definitiva, respecto de su responsabilidad penal. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO, — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
senador, 


SEÑOR RICALDONL. --- Sin perjuició de que las ma- 
nifestaciones del señor senador Cersósimo han sido muy 
claras y como el Instituto de Derecho Penal de la Facul- 
tad de Derecho y Ciencias Sociales ha interpretado de 
otra forma una parte de las normas mencionadas pór di- 
cho señor señador, deseo hacer algunas precisionés a fin 
de clarificar este asunto. 


Cuando el texto propuesto para el nuevo artículo 130 
del Código del Niño le otorga al Juez de Menores la po- 
sibilidad —luego de los asesoramientos pertinentes— de 
considerar a] menor imputable si tiene entre 16 y 18 años 
y si además ha incurrido en alguno de los delitos previs- 
tos en el segundo inciso del artículo 129 del Código del 
Niño con la: redacción propuesta, la realidad es Ja siguiente. 
Como el juez de la Justicia Penal Ordinaria, a su vez, 
puede y debe considerar la posible existencia de causas de 
imputabilidad -—que no está relacionada con la edad— 
esta declaración es simplemente una transferencia dé com- 
petencia al juez de la Justicia Penal Ordinaria para que, 
en definitiva, sea él quien resuelva el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señúr 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Considero que el froceul' 
miento que hemos establecido es absolutamente cláro y le- 
ve. En el caso de que no se obtengan los resultados de- 
seados, procederemos a modificarlo, pero debemos hacer 
algo o, por lo menos, efectuar al intento de resolver los 
casos de la naturaleza de los que estamos considerándú. 


El hecho conereto es que la sociedad no puede quedar 
desguarnecida ni perder la fe en sus representantes.: Toda: 
vez que han ocurrido estos casos -—lo hemos señalado 
en forma. reiterada— ante acontecimientos de esta: hatu- 
raleza: el Pariamento ha actuado con sensibilidad y con 
eficacia; no podemos quedar al margen de las ¡ihiciáti: 
vas que antes y ahora se han presentado. : 


Además, debemos decir que una vez que el menor 
haya sido condenado -—y esto está expresado en“las' dis. 
posiciones. que estamos considerando— se le aplicará la 
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tercera parte de la pena correspondiente, la que podrá ser 
elevada hasta la mitad, a criterio del juez. Esto lo hemos 
tomado del Código Penal de Venezuela que declara la 
imputabilidad a los 12 años, pero establece estadios in- 
termedios entre esa edad y los 18 años. Para el caso de 
los mayores de 18 años de edad que concurran con me- 
nores de esa edad, sean estos imputables o no, en la co- 
misión de un delito, por el sólo hecho de la participa- 
ción inclusive en la faz preparatoria, se les agrava al 
«doble la pena que pueda corresponderles. Esta es una 
medida de indudable eficacia —así lo entendemos--- pa- 
ra mitigar el auge delincuencial de los actos delictivos 
cometidos por mayores con menores, instigados estos úl- 
timos por los primeros. 


En los hechos, en estos casos, hay dos tipos de inim- 
putables: el menor, porque la ley lo declara así y el ma- 
yor porque el primero dice que es suya la culpa y, por 
lo tanto, lo exculpa y no puede realizarse la debida jus- 
ticia. 


Creemos que de esta manera vamos a mitigar en 
mucho esa concurrencia y participación de mayores con 
menores en la frecuencia delincuencial que está sufrien- 
do el país. 


Además, conviene que quede claro que este proyecto. 
no expresa que el menor deba someterse al contacto per- 
manente. o no con los delincuentes profesionales o mayo- 
res de 18 años. La propia ley lo establece, en el sentido 
de que deben estar absolutamente separados de los de- 
lincuentes: mayores de 18 años. 


Lo que nos preocupa es la reeducación del menor. 
Podría citar muchos autores que no creen en ella. Estos 
piensan que la educación para ser eficaz, debe comenzar 
desde antes del nacimiento y quizá en la propia orienta. 
ción de la familia. No obstante, nosotros propendemos a 
la reinserción social por parte del menor ya que seríamos 
desalmados e insensibles si no lo hiciéramos. 


Para ello, queremos las mejores soluciones a fin de 
terminar —aún hasta desde un punto de vista egoísta— 
con este acometimiento; pero, antes aún y por encima de 
esto, nos anima un principio de solidaridad humana ya 
que tienen derecho a una convivencia pacífica. Debemos 
lograr que se cumplan aquellos aspectos que la Consti. 
tución consagra como fundamentales para la sociedad uru- 
guaya O sea, entre otros, el derecho a la vida, a la sa- 
lud, a la vivienda y a la educación. 


Deseamos para esos menores lo mismo que para nues- 
tros descendientes y para los de nuestros amigos, y para 
todos los de la sociedad uruguaya. Además, queremos la 
paz y la tranquilidad para nuestra sociedad; no desea- 
mos que siga sometida a un azote de esta naturaleza, sin 
que se tomen medidas. 


Destacados juristas de nuestro país no pueden estar 
equivocados sobre este asunto del que se vienen ocupan- 
do desde hace más de 35 años. Tampoco pueden estarlo 
grandes penalistas del mundo, así como las legislaciones 
de América Latina y Europa. 


En este país han levantado su voz de alerta —no me 
refiero -al presente sino hace 35 años— figuras ilus- 
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tres como el doctor Juan Andrés Ramírez —cuya opi- 
nión he citado en la Exposición de Motivos del Proyecto 
que presenté— el doctor Evangelista Pérez del Castillo, 
que fue un distinguido Magistrado en lo Penal, miembro 
del Tribunal de Apelaciones de su época y Presidente 
del Consejo del Niño, el doctor Gualberto Pí, el: doctor 
Julio César de Gregorio, así como no menos de 15 ó 20 
legisladores de nuestra amistad, como“ nuestro malogra- 
do y querido amigo Eduardo Paz Aguirre, que en su opor- 
tunidad, lo apreciamos sensibilizado ante un acontecimien. 
to surgido en esa época, que motivó la presentación :de 
un proyecto de ley en tal sentido. 


Entonces, ¿cuántos ilustres jurisconsultos estarían equi- 
vocados? ¿Por qué este tema se ha transformado en ta. 
bú? 


Tengo la seguridad de que los tiempos han cambiado. 
Cuando tenía 18 años -——le ruego al señor Presidente 
que no se ria— creo que aún jugaba a la rayuela, Quizá, 
me falle la memoria, pero creo que también jugaba al 
ludo. 


En la actualidad —lo afirmo con seguridad. los chi. 
cos no juegan a la rayuela. Ahora ven películas de sexo 
explicito, o consumen drogas. Se tienen otras diversiones 
que en mi época no se conocían porque no estábamos acos. 
tumbrados y, menos aún, los niños que crecimos en ciu- 
dades del interior, como en mi caso. 


En el presente, los jóvenes, a los -18 años “las saben 
todas” y no es posible que esto siga sucediendo mientras 
nosotros, en este Cuerpo, hacemos grandes discursos ——uti. 
lizo este término desde el punto de vista de la extensión 
en lo que a mi respecta— y el país se sigue debatiendo 
en una secuela de crimenes que no termina. 


Hace pocos días, en el Senado manifesté que, para 
la muerte, no existe la dispensa de Roma, porque no es- 
tán exentos ni los curas del acometimiento criminal, como 
fue el caso del Presbítero Favre, que, precisamente, dedi- 
có su vida a la defensa y al cuidado de los menores. Jus. 
tamente fue abatido por uno de ellos, que, después de 
cometer el crimen, fue a vanagloriarse en su propio ba. 
rrio de la hazaña; comentó: “que había matado a un cu- 
ra y había sometido a una vieja”. 


¿Esto ocurre en los grandes estratos de la sociedad? 
No... A 


Reitero que éstos tienen medios propios de defensa; 
tienen armas y alarmas sofisticadas, perros amaestrados, 
cuidadores y policías de seguridad. Es ahí, precisamente, 
en esos barrios marginales donde nosotros ponemos el acen- 
to y es a la gente humilde a la que también pretendemos 
defender con este tipo de disposiciones. 


Creo que respecto de esta parte hemos dicho lo que 
se puede manifestar. 


Hay otras disposiciones en el proyecto de ley que en 
su oportunidad habíamos incorporado al que presentamos 
al Senado, como por ejemplo, la reimplantación de las 
medidas de seguridad eliminativas, que conformaron la 
estructura clásica de la obra magistral del doctor Irure- 
ta Goyena. En su momento, fueron suprimidos por la ley 
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de 8 de marzo de 1985 -—la llamada Ley de Pacifica. 
ción Nacional-— para posibilitar la libertad de muchos 
delincuentes que se encontraban sometidos a ese tipo de 
medidas. Reitero que hoy es necesario reimplantarlas, 
porque, de lo contrario la habitualidad no podrá ser de- 
clarada con eficacia si no se reestablecen las medidas de 
seguridad eliminativas como un elemento que la potencie. 
La gente no se explica por qué los delincuentes habitua- 
les, aquellos de extrema peligrosidad, los reincidentes que 
tienen 15 ó 20, delitos entran a la cárcel y salen de ella 
como “Perico por su casa”. ¿Por qué es eso? Porque no 
se declara la habitualidad como debe hacerse preceptiva- 
mente, según el Código Penal y porque además, no pue- 
den aplicárseles medidas de seguridad ya que éstas están 
derogadas y, consiguientemente, pueden ser objeto de li- 
bertad anticipada a la mitad del cumplimiento de la 
pena, 


Además, en este país, las penas son bastante leves. 
Pocos violadores están más de dos o tres años en la cár- 
cel. No me refiero a los violadores “ope legis”, ni a los 
que suelen ponerse aquí de ejemplo —eso conformaría un 
elemento que habria que estudiar a los efectos de su trans- 
formación— sino a aquellos que violan criaturas o muje- 
res indefensas, Generalmente, esos delincuentes a los que, 
normalmente, les ponen 5, 6 ó 10 años, a la mitad de la 
pena están sueltos. ¿Por qué es así? Porgue no hay medi- 
das de seguridad, y no se declara la habitualidad. Por 
nuestra parte, establecemos, de manera clara, que eso ten. 
drá que hacerse, entre otras medidás, para defender dicha 
sociedad. 


Otra de ias disposiciones, que nosotros propugnamos, 
que tenía nuestro proyecto y que, también, hemos incor- 
porado al que estamos examinando es la de que los jue- 
ces en lo penal tienen que dar cuenta de manera circuns- 
tanciada, cada tres meses, a la Suprema Corte de Jus- 
ticia, agregando copia fotostática de las actuaciones rea- 
lizadas, de aquellas remisiones realizadas por la policia 
que no hayan dado lugar a procesamiento y las razones 
por las que esos procesamientos no se han decretado. 


La Suprema Corte de Justicia, dijo en la Comisión 
que, desde un punto de vista estricto, es decir, colocán- 
dose en la torre de marfil de los racionalistas -—inclusi- 
ve, con un concepto que bien pudo ejercitarse antes del 
contrato social de Rousseau— que eso que hacen los jue- 
ces es lo que se debe o se puede hacer, porque no es posi- 
ble valorar la prueba. Puedo poner un ejemplo. ¿Cómo que- 
da la policía que tiene que entregar la vida de sus servido- 
res, sus horas, que deben hacer grandes sacrificios y expo- 
ner su propia existencia en la captura de los delincuentes 
en caso como el que citaremos? Y yo conozco el asunto 
porque he estado cerca de toda esta problemática, valga la 
expresión que aquí suele emplearse. Por ejemplo, hace po- 
co tiempo en Pocitos estában desvalijando, tres o cuatro 
delincuentes, una casa de familia y alguien, a 10 metros de 
ella, en un auto, recibía los objetos que le entregaban sus 
compañeros. Al concurrir la policía, Jos sujetos huyeron 
pero el que estaba en el auto, fue detenido, Y éste —há- 
bil declarante, como suele decirse ahora— dijo: “Yo no 
tengo nada que ver. Estoy aquí porque me contrataron pa- 
ra hacer una mudanza de noche”. Lo llevaron ante el juez 
y se constató que tenia 15 antecedentes por rapiñas, hur- 
tos, eteétera, pero, como no había testigos, a pesar de to- 
dos esos antecedentes, el juez lo puso en libertad de in- 
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mediato. Técnicamente o, como digo, en la torre de Mar- 
fil, eso es así, pero la posición que deberíamos asumir to. 
dos, en este país, es la de defender a la sociedad para 
que no seamos victimas, precisamente, cuando no del en- 
gaño, sí de las vivezas de muchos delincuentes. 


En lo que dice relación con las armas y su contralor, 
soy contrario a penalizar con exceso su porte y, sobre 
todo, su tenencia. 


Por su parte, la Comisión estableció disposiciones al 
respecto, con un criterio más suave y menos drástico que 
el del proyecto del Poder Ejecutivo pero, en lo que a mí 
respecta, entiendo que posesión de armas y criminalidad 
son inversamente proporcionales. Cuanto mayor control 
existe en la posesión de armas y en su porte, mayor es 
el aumento de la criminalidad; cuando disminuye est 
controlar, la criminalidad también disminuye. ¿Por qué? 
Porque los propios delincuentes entienden que deben ha. 
cerse controles intensos, a efectos de no encontrarse con 
gente armada cuando van a realizar sus ilícitos. 


En esta parte de la discusión general, debemos decir 
que, a nuestro juicio, es natural que se deban adoptar me. 
didas de este tipo. Y tan natural es, que un hombre de 
la sensibilidad del doctor Sanguinetti —quien además ocu. 
pa el primer cargo del pais—- sensibilizado por este pro. 
blema, dijo qué es lo que debíamos hacer para salvar a 
la República de este azote tremendo que está soportando. 
Y expresó lo que pensamos y lo que inclusive hemos ex- 
puesto y consagrado en el proyecto de ley a estudio. El 
dice, muy claramente, que hay muchos menores que lle- 
gan a la edad de 18 años y generalmente, en ellos, no se 
Opera una recuperación; y que “esta es una situación muy 
común”. Termino, pues, mis palabras, repitiendo las del 
señor Presidente de la República emitidas por cadena de 
radio y televisión, en setiembre de 1987, y a él me remito, 
por ser el hombre de más jerarquía institucional en el pais 
y por reconocerle —en lo que me complazco— la jerarquíz 
personal que, en general, le adjudicamos. 


Dice el doctor Sanguinetti: “La situación nos indica 
que estamos en camino de una mejoría importante ante 
la ola delictiva, pero que se hacen imprescindibles algunas 
modificaciones legislativas. El país no debe renunciar a 
su tradición humanista. Estamos celebrando los 80 años 
de la ley que abolió la pena de muerte y el Uruguay no 
debe renegar de un pasado liberal que nos enaltece. Pero 
nada tiene que ver esa tradición humanista con la per- 
misividad ante el delito. Frente al crimen, la sociedal 
debe defenderse y los poderes públicos debemos luchar, lo 
estamos haciendo sin desmayos y lo seguiremos haciendo 
pero hacen falta, también, instrumentos legales. No se 
puede seguir transitando el camino de las libertades tá. 
ciles y la permisividad. Una cosa es la liberalidad frente 
al delicuente primario y otra cosa esencialmente diferen. 
te es el juego técnico que hacen delincuentes habituales 
para conseguir siempre su libertad y seguir amenázando 
la paz de un país cuyo clima es fundamental preservar. 
Este clima de paz es esencial para la vida social, para la 
educación de la juventud y para la vida económica nacio. 
nal. Sin duda el Uruguay, pese a los problemas vividos, tie- 
ne una situación de seguridad muy superior a la inmensa 
mayoría de los países de América y aun del mundo de- 
sarrollado. Pero hay problemas graves y los debemos cor. 
tar a tiempo. No podemos cacr en un lirismo que por 
querer ser humanista termina ambientando a los violen- 
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tos que: pretenden hacer ¿usticia por mano propia, o 2 
loz: reaccionarios que no creen en la ley y enseguida imvo- 
can la arbitrariedad como solución, cuando la arbitrarie- 
dad solamente trae conflicto, enfrentamiento y más inse- 
guridad”. 


“El espíritu liberal es compatible con la severidad”, 
rasnifiesta, también el doctor Sanguinetti, “La democra- 
cia, para ser efectiva” —continúa— “debe ser fuerte en la 
aplicación de la ley y la ley, a su vez, debe ser clara pa- 
ra enfrentar un mal social cuando lo tiene entrente. Esto 
es lo que hoy proponemos”. Y termina “estamos seguros 
en que el Poder Legislativo será diligente en el trata- 
miento del tema y dará satisfacción a la población. A 
ésta, sin excepción, le decimos que mantenga, como hasta 
hoy, la calma. Los hechos nos indican que estamos en el 
buen camino. Hay que persistir. La delincuencia no triun- 
fará en' ta sociedad uruguaya”. 


Estamos totalmente de acuerdo, señor Presidente, y, 
en buena hora, que se cumplan estos propósitos, que ha- 
comos nuestros. 


12) ¡SESION EXTRAORDINARIA 
SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


" SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Se había previsto señor Presi. 
dente, que en esta primera sesión de hoy se recibieran los 
aportes de dos de los miembros informantes y que el de- 
bate prosiguiera la semana que viene. Por esa razón, y 
puesto que han hecho uso de la palabra los señores sena. 
dores Ortiz y Cersósimo, formulo moción en el sentido de 
que se leyante la sesión y se continúe con el tema en la 
próxima sesión extraordinaria o, en su defecto, en la pri- 
mera ordinaria del mes de julio. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR, PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: como dice el 
señor senador Batalla se había previsto, naturalmente, 
Be la consideración de este tema no iba a terminar en 
la tarde de hoy; pero también tenemos el deseo de que 
no. se constituya en lo que vulgarmente se denomina un 
asunto “tapón”. Además, aspiramos a que en las sesiones 
del mes de julio el Senado pueda dedicarse a los numero- 
sos. asuntos. que tiene en sus carpetas, por lo cual varios 
señores senadores propondriamos que el jueves de la se- 
mana próxima se realice una sesión extraordinaria con la 
esperanza. de agotar el tema en esa ocasión. 


Formulo moción en ese sentido. 
(Apoyado) 
SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: deseo se- 
ñalar que, normalmente, todos los senadores tenemos :or- 
ganizado nuestro tiempo con relación a los días en que 
hay sesión. Como ahora estamos en el período en que no 
hay sesiones ordinaria, o sea después del 18 de cada mes, 
creo que sería más conveniente que la sesión extraordina- 
ria se fijara para el martes o miéreoles, puesto que los 
jueves, en general, los tenemos destinados a otro tipo de 
actividaddes preestablecidas. 


En consecuencia, si los señores senadores no tuvieran 
inconveniente —aclaro que de todas maneras me voy a 
avenir a lo que decida el Cuerpo— solicitaría que la se. 
sión extraordinaria se fijara para cualquiera de esos dos 
días y no para uno en que no es habitual que haya sesión 
del Senado. 


SEÑOR BATALLA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, --- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: el martes y 
miércoles me será imposible asistir porque tengo previsto 
un viaje a Paysandú. Tampoco estoy seguro de poder ha. 
cerlo el jueves porque el viernes debo estar en Chile 
para una Conferencia de Solidaridad con el pueblo chi. 
leno. 


SEÑOR FLORES. SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: tam- 
bién voy a participar de esa. reunión en solidaridad con 
el puebio chileno y no estoy seguro de poder estar aquí 
el jueves porque todavía no se sabe si se va a viajar ese 
mismo día o el viernes. En consecuencia, me animaría a 
esbozar la hipótesis de colocar este asunto en el orden 
del día de la primera sesión ordinaria del mes de julio. 
Digo esto porque a algunos les sería difícil asistir el martes 
o el miércoles y a otros, el jueves, porque muchos seño- 
res legisladores tienen su trabajo planificado. No deseo 
formular. ninguna moción que signifique postergar la con. 
sideración de un tema en el cual todos tenemos interés 
pero advierto que no se trata del caso clásico en el que 
hay plazos perentorios. De modo que quizás. podría tra- 
tarse, como dije, en las primeras sesiones ordinarias del 
mes de julio. 


SEÑOR BATALLA, — Pido. la palabra para una acla- 
ración, 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Comprendo, señor Presidente, 
la preocupación del señor senador Ortiz. Este es un pro- 
yecto que nadie puede suponer que sea de fácil dilucida. 
ción. Lo deseable, tal vez, sería establecer una sesión ex. 
traordinaria para el día jueves 7 de julio. De esta forma 
tendríamos planificada esta actividad para un día en el 
que usualmente hay comisiones. La labor de éstas nor- 
malmente culmina a la hora 17, y luego podríamos poner. 
nos a trabajar. O sea que en esa semana podríamos tener 
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tres seslones: dos ordinarias y una extraordinaria. En 
las dos primeras podríamos limpiar el orden del dia de 
asuntos de importancia pero que exigen poca discusión y, 
el jueves, nos centraríamos en la discusión de este tema. 


SEÑOR RICALDONI. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICAL.DONI. — Señor Presidente: los firman. 
tes de la solicitud de sesión para el jueves de la semana 
próxima la llevaron a la Mesa luego de consultas efectua. 
das en Sala, precisamente, con dos de los miembros: in- 
formantes: los señores senadores Ortiz y Batalla. O sea 
que la razón de proponer ese día es que tanto uno .como 
otra van a estar fuera de Montevideo el martes y miér- 
coles respectivamente. Entonces, con el acuerdo del señor 
senador Batalla, que no es firmante de la solicitud, la hi. 
cimos llegar a la Mesa. 


Por otra parte, y quizás en esto tengo un cierto co- 
nocimiento de causa porque presido la Comisión del Or- 
den del Día advierto lo siguiente: los asuntos a tratar en 
las sesiones ordinarias del mes de julio son numerosos y 
seguramente van a ser objeto.de extensas discusiones en 
Sala por su importancia y. creo que si el tema de hoy fi- 


gurara en el orden del día de esas sesiones —además quie-: 


ro: recordarle al señor senador Batalla que ya se votó 
que este asunto pasaría a figurar. como primer punto del 
orden del día de la primera sesión ordinaria de julio—- en 
el. caso de que aún no se hubiera aprobado, recargaría la 
tarea del Cuerpo y postergaría la consideración de mu- 
chos. puntos. 


En consecuencia, señor Presidente, podríamos contraer 
el compromiso, que creo no habría dificultad en alcanzar, 
de continuar con la consideración del tema el jueves de 
la semana próxima, postergando la votación en general 
del proyecto para la sesión en la que puedan estar pre- 
sentes todos los señores legisladores. Creo que .el tema es 
demasiado importante, demasiado polémico como para que 
lo. posterguemos sin más, para las sesiones del mes de 
julio. La valla que podrian significar las distintas expo- 
siciones, podríamos evitarla adelantando la discusión la 
semana que viene, 


SEÑOR BATALLA. -—— Pido la palabra. 


«SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: no tengo 
inconveniente en allanarme a lo que propone el señor se- 
nador Ricaídoni. Lamentablemente no tengo la seguridad 
de poder estar presente el jueves. Estaba previsto que se 
viajaría el viernes de mañana pero se ha presentado al 
guna dificultad de pasaje de modo que quizás haya. que 
viajar el jueves. 


Esa es la razón por la que no podía asegurar mi asis. 
tencia el día jueves. De todos modos, admito que se rea- 
lice la sesión extraordinaria el jueves de la semana que 
viene, ya que el señor senador Ricaldoni manifiesta que 
en dicha sesión no se procedería a la votación en general 
del proyecto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada por el señor se- 
nador Ricaldoni, en el sentido de realizar una sesión ex- 
traordinaria el jueves de la semana que viene, para con- 
tinuar la discusión general de este proyecto de' ley. 


(Se vota:) 


—15 en 16. Afirmativa. 


13) EXPOSICIONES ESCRITAS 
SEÑOR ZUMARAN. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ZUMARAN, — Señor Presidente: solicito a 
la Mesa que antes de levantar la sesión, se dé cuenta de 
los asuntos entrados fuera de hora. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Asi se hará, señor senador. 


Dése cuenta de varias solicitudes de envio de expost- 
ciones escritas llegadas a la Mesa. 


(Se da de las siguientes: ) 


“El señor senador Juan Raúl Ferreira solicita, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 166 del Re- 
slamento el envio de jas siguientes exposiciones escritas: 


a la Dirección Nacional de Zonas Francas y al Minis- 
terio de Economía y Finanzas relacionada con la ins- 
talación de Zonas Francas en la localidad de Castillos; 


al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, al 
Banco de la República Oriental del Uruguay, al Mi. 
nisterio de Educación y Cultura, al Instituto Nacional 
de Colonización y a la Comisión Nacional de Educa 
ción Física relacionada con la situación de los há- 
bitantes de la localidad de Belén y las mejoras que 
requieren; 


y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y Ban- 
co de Previsión Social relacionada con los plantea. 
mientos ciectuados por los integrantes de la Asocia- 
ción de Jubilados y Pensionistas de Industria y Co 
mercio de la ciudad de Fray Bentos.” 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si 
se accede al trámite solicitado. 


(Se vota:) 
16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de las exposiciones escritas: ) 
“Sr. Presidente: 
Siendo inminente la reglamentación de la Ley de 
Zonas Francas, y agotado el estudio global del tema, cerco 


que sería conveniente comenzar a señalar aquellas situa. 
ciones concretas que, considerando. el espíritu que guió 
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la: creación de esa norma, se adecuarían en mayor medida 
a sus propósitos. k : 


Colonia y Nueva Palmira surgen así como referen- 
cias obligadas. para -el. desarrollo de esta nueva política 
de zonas francas. Inversiones realizadas, experiencia, in- 
fraestructura existente y numerosas otras razones son los 
argumentos más contundentes al respecto. Pero no por 
ello, señor Presidente, podemos ignorar que otros puntos 
de la República reúnen similares características que, más 
que hacerlas aptas para ser comprendidas en esta ley, 
parecerían tener su razón de ser en la existencia misma 
de ésta. 


Dichas estas palabras, Sr. Presidente, no creo que sea 
difícil destacar la importancia que en ese sentido se le 
debe asignar a la localidad de Castillos del departamento 
de Rocha. Su ubicación sobre la Ruta 9, una de las me- 
jores vías de acceso al Brasil, de cuya frontera dista es. 
casos kilómetros, es indudablemente estratégica. Debe ob- 
servar, Sr. Presidente, lo casi ilimitado que puede resultar 
ese mercado si a esta política que hemos propiciado, le 
sumamos la existencia de una ciudad que, como Castillos 
cuenta con elementos infraestructurales que, debidamente 
desarrollados, pueden convertirla en no mucho tiempo en 
la clave del despegue de la zona ubicada más al Este de 
nuestro país. 


Por cierto, Sr. Presidente, que tomar en cuenta a 
Castillos como futuro emplazamiento de una zona franca 
equivale a decir que se revertirá su actual proceso de len. 
to pero inexorable camino a su desaparición. Sería un her. 
moso ejemplo de como una adecuada política de desarro. 
llo económico puede ser la clave del inicio de la tan con- 
veniente y deseada descentralización. Considere, Sr. Pre- 
sidente, que Castillos cuenta con una población cercana a 
los 6.800 habitantes, pero que además podría aumentarse 
fácilmente al brindar a cuantos se han visto obligados a 
abandonar la ciudad, la posibilidad cierta de encontrar 
junto a los suyos y donde nacieron y crecieron el sustento 
que nuestra endémica crisis les hizo buscar en la capital 
O incluso en el exterior. Este potencial humano, que cuenta 
por demás con numerosos profesionales y técnicos de alta 
especialización, justifica por sí solo mi insistencia en que 
se priorice a Castillos en el momento de decidir la ubica. 
ción de las nuevas zonas francas. 


Resumiendo, Sr. Presidente, creo que estamos ante 
una posibilidad, diría yo que casi única, de establecer una 
zona franca a un costo mínimo en lo que se refiere a in- 
fraestuctura, tanto material como humana, y que cuente 
al mismo tiempo con tan buenas perspectivas de creci. 
miento y de beneficiar a su entorno, 


Por todos estos argumentos y en el deseo de ver cum- 
plida esta aspiración, no ya mía o de Castillos, sino de la 
sociedad toda, mociono para que mis palabras sean envía. 
das para su estudio a la Dirección Nacional de Zonas 
Francas y al Ministerio de Economía y Finanzas. 


Muchas gracias, Sr. Presidente. 


Juan Raúl Ferreira. Senador.” 
“Sr, Presidente: 


Pocos días atrás realicé una gira por el departamento 
de Salto, pudiendo visitar en el transcurso de la misma la 
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localidad de: Belén. Allí mantuve una reunión que, por 
sus características, escapó. del marco “estrictamente: polí-" 
tico:al contar con la participación de varias personas que 
eran ajenas a mi Partido y más específicamente por la 
temática misma que se consideró. 


Creo que todo esto, Sr. Presidente, nos da una pauta 
de la urgencia que sienten los habitantes de Belén en en- 
contrar prontas soluciones a una serie de dificultades por 
las que atraviesan y que se traducen en privaciones que 
ahogan las posibilidades mismas de existencia de este 
pueblo. 


Cuenta con policlínica y ambulancia, que atienden con 
sus servicios los casi 4.000 habitantes de Belén y su pe- 
riferia. Pero se les ha presentado un grave problema, al 
no contar con un médico efectivo que atienda la totali- 
dad de la semana. No estoy diciendo con esto de que ca- 
rezcan de atención pues la misma es prestada excelente- 
mente por un abnegado médico, el Dr. Hermida, pero éste 
se ve obligado a viajar semanalmente a Montevideo para 
seguir cursos en la Facultad de Medicina. La solución, Sr. 
Presidente estaría en crear un cargo efectivo de médico 
para Belén. 


En cuanto a la enseñanza debo decir que la Escuela 
N?* 6 que cuenta con 600 alumnos y donde la educación 
es impartida por 15 maestros, de los cuales dos son de re- 
cuperación, vive un difícil momento. El edificio es una 
verdadera ruina con todos los perjuicios y peligros que 
ello acarrea para quienes deben concurrir diariamente al 
mismo y los alumnos no tienen donde sentarse al no ser 
suficientes jos escasos pupitres con que cuentan. También 
es aspiración que la enseñanza secundaria, la cual es 
brindada actualmente hasta el tercer año, cubra el ciclo 
completo. La educación física cuenta para su desarrollo 
con un hermoso local dotado de cancha y todas las demás 
instalaciones necesarias para la práctica de los deportes. 
Incluso es utilizado como salón comunal, siendo allí donde 
tuvo lugar la reunión a que hago referencia. Pero carecen 
de profesores que impartan esa educación, cayéndose así 
en el absurdo de contar con los medios materiales de que 
otras localidades se ven necesitados pero sin posibilidades 
de obtener su máximo provecho. 


No hay fuentes de trabajo y esto poco a poco va pro. 
duciendo el despoblamiento de Belén. Pero sin entrar a 
considerar soluciones irreales y demagógicas creo que po- 
dríamos impulsar una considerable actividad utilizando ex- 
clusivamente los medios naturales de la región y sin ha- 
cer grandes inversiones. Concretamente, se da el caso de 
una perforación realizada infructuosamente años atrás en 
búsqueda de petróleo. En su lugar brotaron aguas terma- 
les en cantidades que sin embargo no la hacen apropiada 
para su explotación como termas. Pero ésto no es óbice 
para que se les de otra utilidad como bien podría ser la 
instalación de un lavadero de lana, sin costo de energía 
eléctrica y contando con la abundante mano de obra del 
lugar. Se paliaría así en parte el drama de la falta de 
fuentes de trabajo y al mismo tiempo se crearía una in- 
dustria con un alto rendimiento real al contar con inme- 
jorables ventajas comparativas como las ya descriptas. 
El debido asesoramiento técnico del Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca y la concesión de préstamos 
de carácter verdaderamente promocionales darían a. esta 
idea, manejada seriamente por quienes serían sus princi- 
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pales. beneficiarios, el carácter de una experiencia piloto 
a ser imitada en casos similares. Téngase. en cuenta, Sr. 
Presidente, las perspectivas que se pueden abrir así para 
esta región al considerar la. alta demanda de tops que está 
implicando el establecimiento de relaciones diplomáticas 
con China. 


También debería contemplarse a la cooperativa agra- 
ría de la zona, Cuenta ésta incluso con un tractor donado 
por la Curia de Salto pero la falta de tierras no les per- 
mite que puedan alcanzar los objetivos de producción que 
se han propuesto. El Instituto de Colonización podría ha- 
cer su aporte en este sentido haciendo entrega de alguna 
de las que posee en el lugar. 


Es bastante evidente, Sr. Presidente, que ninguno de 
costos. planteos puede ser tachado de irreal. Por lo tanto 
y guardando la esperanza de que sean contemplados los 
intereses de esta postergada población mociono para. que 
mis palabras sean enviadas para su estudio al Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, Banco República, Mi 
nisterio de Educación y Cultura, Instituto de Colenizacio- 
nes. y Comisión Nacional de Educación Física. 


Muchas gracias, Sr. Presidente. 
Juan Raúl Ferreira. Senador.” 
“Sr. Presidente: 


Días atrás, y en el transcurso de una visita que hice 
a la ciudad de Fray Bentos, tuve. oportunidad de. mante- 
ner un encuentro con integrantes de su Asociación de Ju- 
bilados y Pensionistas de Industria y Comercio, encuentro 
éste, Sr. Presidente, que me. permitió una vez más recoger 
una serie de planteos que son comunes a ese importante y 
postergado sector de la sociedad uruguaya, así como tam- 
bién otros que afectan concretamente a los jubilados y 
pensionistas del interior. 


Sin pretender referirme a todos esos aspectos, voy al 
menos a hacer mención de aquellos por los que más preo- 
cupación y angustia me manifestaron y como estas pa- 
labras no pretenden ser un discurso de los. tantos. que 
lamentablemente se escuchan de vez en cuando sin otra 
finalidad que la de convertirse en meras banderas elec- 
torales, voy a dejar de lado referencias generales que son 
por todos conocidas. Entrando pues a considerar las solu. 
ciones concretas que proponen estos jubilados y pensio- 
nistas, encontramos la de tener un aguinaldo que les equi. 
pare así al sector activo y que le permita contar así con 
ese aliciente económico que, con su efecto multiplicador, 
revertiría a la sociedad toda. La Ley N*% 12.996, lo esta. 
bleció para las distintas Cajas e incluso han sido presen- 
tados en Cámara de Diputados proyectos tendientes a su 
financiación. 


Debe contemplarse también, Sr. Presidente, el cumpli- 
miento de la ley en cuanto que prevee un subsidio por fa- 
llecimiento que se traduce en otorgar el equivalente a cua. 
tro salarios mínimos a quien se haya hecho cargo de los 
gastos del sepelio. Sin embargo, Sr. Presidente, ese claro 
precepto legal es desconocido por una expresa resolución 
del Directorio del Banco de Previsión Social en aquellos 
casos en que el jubilado se encuentra afiliado a una em- 
presa fúnebre particular. Además, Sr. Presidente, produ- 
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cido el fallecimiento del pasivo debería tenerse en. cuenta 
con mayor miramiento a la viuda, que al percibir tan solo 
el 60% de esa pasividad, se ven sumidas en la¿máyor de 
las indigencias e incluso habría que extender el benefi. 
cio a los hijos hasta la finalización de sus estudios, para 
que así no se vean obligados -a abandonarlos procurando 
el sustento de que carecen. 


Otro problema es el de los 100.000 pasivos que se vie 
ron privados de la aplicación del índice legal de la Re. 
valuación del año 1985 y que si bien unos pocos pudieron 
cobrar luego de apelar ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, la inmensa mayoría se vió impedida de 
hacerlo. Y aquí voy a hacer, Sr. Presidente, una referen- 
cia que concierne a los pasivos del interior, pues una re- 
solución favorable a los reclamantes concedió diez días 
a quienes quisieran hacerlo, resultando este plazo ábsolu- 
tamente insuficiente a aquellos que normalmente se ven 
dificultados en el acceso a este tipo de información. 


Igualmente queremos hacer nuestra la aspiración a 
que se restablezca la prima por edad, que permitía a los 
mayores de 70 años contar con mayores recursos para 
afrontar las dificultades y necesidades propias de la ter- 
cera edad. No tiene sentido, Sr. Presidente; que estemos 
refiriéndonos continuamente a la problemática de ésta y 
que luego, en el momento de actuar, no blo hagamos 'oí- 
dós sordos a sus reclamos, sino que incluso: les privemos 
de lo poco que tienen. 


¿Y qué comentario podríamos hacer de la siempre 
postergada integración del B.P.S. por los pasivos, tal co- 
mo lo prevee nuestra Constitución? ¿Y:de la Ley de Insa- 
lubridad, aplicada para los estatales y no así para los 
privados? Seamos concientes, pues, Sr. Presidente, y asu- 
mamos nuestras responsabilidades solucionando sin dema- 
sogia pero Con firmeza Y innumerables dificultades que 
ahogan las posibilidades mismas de existencia de “estos 
cientos de miles de pasivos. En ese sentido nos comprome- 
temos a impulsar y acompañar todas las iniciativas legis. 
lativas que entendamos pertinentes, pero exigimos tam. 
bién que, habiendo normas constitucionales y legales que 
amparan esos derechos, las mismas se cumplan efectiva. 
mente. 


Por todos estos motivos quisiera mocionar, Sr. Prési- 
dente, para que mis palabras sean enviadas a efectos de 
su estudio al Banco de Previsión Social y al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. 

Muchas gracias, Sr. Presidente. 


Juan Raúl Ferreira. Senador.” 


14) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de dos asun. 
tos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución de la República el señor senador Rei- 
naldo Gargano solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas con destino a 
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PLUNA, relacionado a la procedencia, volumen y forma 
de ingreso al país de mercadería destinada a la “Semana 
de la Gastronomía” organizada por PLUNA en noviem. 
bre de 1987. 


-—Procédase como se solicita. 


El señor senador Reinaldo Gargano presenta con ex- 
posición de motivos un proyecto de ley por el que se de- 
clara “Zona de Emergencia Nacional” al territorio corres- 
pondiente a las Seccionales Judiciales 7%, 8%, 9%, 10%, 12%, 
13%, 14% y 15% del departamento de Canelones y a las Sec- 
cionales Judiciales 2% y 13% del departamento de Lava. 
lleja. 

(Carp. N9 1143) 


—A la Comisión de Agricultura y Pesca.” 


15) PROYECTOS PRESENTADOS 
“Carp. N* 1143 


ANTEPROYECTO DE LEY QUE DECLARA “ZONA DE 
EMERGENCIA NACIONAL” A LA ZONA CORRESPON- 
DIENTE A LAS SECCIONALES JUDICIALES 7*, 8%, 9%, 
108, 122, 13%, 14% y 15* DEL DEPTO. DE CANELONES 
Y A LAS SECCIONES JUDICIALES 2% Y 13% DEL 
DEPARTAMENTO DE LAVALLEJA 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto, que declara “Zona de Emergen- 
cia Nacional” a aquella comprendida por las Seccionales 
Judiciales 7%, 82, 92, 10%, 12%, 13%, 14? y 15% del departa- 
mento de Canelones, así como a las Seccionales Judicia- 
les 29 y 13% del departamento “Misarvalleja, tiene por ob- 
jeto. atender la gravísima situación por la que atravie- 
san los pequeños productores de esas zonas, principalmen- 
te dedicados al cultivo de la remolacha azucarera. 


Razones de conocimiento público, vinculadas al cese 
de la producción de azúcar de remolacha por parte de la 
firma RAUSA -—que dejan virtualmente sin mercado a 
más de mil pequeños productores de la zona—— se suman 
a la inexistencia de una política realista destinada a la 
conversión de sus cultivos y a la colocación de su pro 
ducción. 


La práctica ha demostrado que la sola apertura de 
lineas de crédito a los productores —con las exigencias de 
estilo en materia de financiamientos— ha estado por de- 
más alejada de sus reales posibilidades de acceso a dichos 
créditos y, por tanto, ha sido marcadamente ineficaz para 
resolver la problemática planteada. 


A ello se han agregado dificultades adicionales en ma- 
teria de comercialización de sus productos, por parte de 
aquellos productores que lograron acceder a créditos ofi. 
ciales y pudieron reconvertir su producción, gran parte de 
los cuales al día de hoy no han podido recuperar siquiera 
sus inversiones. 


Puede decirse, sin exageración, que la situación de 
la gran mayoría de los pequeños productores de la zona 
es desesperante y que, de no mediar un firme y decidido 
apoyo del conjunto de la sociedad, muchos de dichos pro- 
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ductores se verán obligados a malvender sus tierras y en- 
grosar el ya alarmante número de quienes año a año aban- 
donan nuestro campo. Con sólo señalar que, en los seis 
años que median entre los Censos Agropecuarios de 1980 
y 1986, abandonaron la producción agropecuaria más de 
11.000 productores, de los cuales una gran mayoría se 
ubica entre los medianos y pequeños productores, se pue- 
de tener una cabal idea de la gravedad de tal situación 
y de la real necesidad de políticas efectivas —promovidas 
desde el Estado— para contener dicho flujo migratorio. 


Cuando vemos día a día el fuerte apoyo que reciben 
de sus Gobiernos los productores de los paises altamente 
desarrollados —en una política de subsidios que muchas 
veces se nos niega a los países periféricos y de menor de- 
sarrollo-—— y, sobre todo, cuando apreciamos situaciones 
sociales de la magnitud de la que estamos considerando, 
no podemos menos que pensar que es con el esfuerzo de 
todos —pueblo y gobernantes— que tal situación debe 
resolverse. 


En tal sentido, el presente proyecto prevé la creación 
de un “Fondo de Reconversión Productiva” —en este ca- 
so, específicamente destinado a los productores de las zo- 
nas del nordeste del departamento de Canelones y del sud- 
este del departamento de Lavalleja— con un monto ini 
cial anual que se puede calcular en unos N$ 900:000.000 
(novecientos millones de nuevos pesos). Dicho monto, li- 
gado a una decisiva participación del Estado —tanto en 
cuanto al tipo de reconversión a realizar, como en cuanto 
a la propia colocación de la producción resultante— pue- 
de resultar realmente eficaz en la consecusión del fín 
propuesto. 


El proyecto prevé que hasta un 30% del monto co- 
rrespondiente al “Fondo de Reconversión Productiva”, 
pueda destinarse a la compra de “campos de pastoreo” 
—reivindicación sentida de los productores de la zona— 
cuyo fin sería apuntar a solucionar el grave problema 
derivado de la escasa dimensión de los predios. El hecho 
de que tal compra pudiera beneficiar a “grupos zonales” 
de productores, tiene por objeto el fomento de formas aso- 
clativas de producción, racionalizando la explotación de 
los predios, La administración del “Fondo” queda, como 
es natural, bajo la órbita del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que es también quien deberá for. 
mular el correspondiente “Plan de Reconversión”. 


Finalmente, el proyecto propone la creación de una 
“Comisión Coordinadora” bipartita —con participación de 
productores y representantes del Poder Ejecutivo fiel a 
un elemental principio de promover la participación di- 
recta de los interesados en la solución de sus propios pro 
blemas. Dicha Comisión asegurará, de la mejor forma 
hoy a nuestro alcance, una adecuada distribución y apro- 
vechamiento de los recursos que la sociedad destine a la 
reconversión productiva de la zona. 


En consonancia con la propia gravedad del problema 
que se procura solucionar, entendemos necesario el rápi- 
do diligenciamiento parlamentario de las soluciones que 
puedan acordarse, a efectos de que los productores afecta- 
dos reciban el apoyo en el momento oportuno, única for- 
ma de acción eficaz. 


Reinaldo Gargano. Senador. 
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ANTEPROYECTO DE LEY 


Artículo 12% -— Declárase “Zona de Emergencia Na- 
cional” al territorio correspondiente a las Seccionales Ju- 
diciales 79, 8%, 9%, 109% 12%; 139, 14% y 15% del departa- 
mento de Canelones y 29 y 13? del departamento de La- 
valleja por el término de tres años contados a partir de 
la fecha de promulgación de la presente ley, período en 
el cual deberá procederse a la “reconversión productiva” 
de la zona de referencia. 


Art. 29, —.— Durante ese lapso, queda prohibida la ena- 
jenación total o parcial, temporal o definitiva, de predios 
menores de 50 hectáreas CONEAT. Sólo en forma excep- 
cional podrá autorizarse su venta, cuando el destino del 
predio sea la redimensión de predios menores ya exis- 
tentes. 


Art. 3%, — Increméntase en un 2%. (dos por mil) la 
tasa adicional al tributo creado por el artículo segundo 
del Título Y del Texto Ordenado 1987, relativo a la ena- 
jenación de bienes agropecuarios, Dicho incremento se des- 
tinará a la creación de un “Fondo de Reconversión Pro- 
ductiva”, destinado principalmente a financiar los nuevos 
cultivos que se realicen en la zona de referencia. Una 
parte de dicho fondo, no superior a un 30% del mismo, 
podrá destinarse a la compra de campos de pastoreo para 
grupos zonales de productores, a fin de facilitar el redi- 
mensionamiento de sus predios. El Fondo que se crea, se- 
rá administrado por el Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, 


Art, 4% — Antes del 31 de diciembre de cada año. 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca determi- 
nará los cultivos que habrán de realizarse, preferencián. 
dose aquellos con destino a la exportación, Una Comisión 
Coordinadora, integrada por productores de la zona y re- 
presentantes del Ministerio, asignará las áreas correspon- 
dientes a cada productor y velará por la fiel ejecución del 
“Plan de Reconversión”. A los efectos de la asignación 
de áreas de cultivo, no se tendrán en cuenta las eventua. 
les deudas de los productores con los organismos del Es- 
tado. 


Art. 5% — La Comisión Coordinadora a que hace 
referencia el artículo anterior, se integrará con cinco re. 
presentantes del Poder Ejecutivo y cuatro de los produc- 
tores, y estará presidida por uno de los primeros. Los re- 
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presentantes de los productores, serán libremente desig- 
nados por estos, por acuerdo de las Instituciones que los 
hnuelean. 


Art. 6%. — Anualmente, el Poder Ejecutivo elevará al 
Parlamento un Informe en el que se evalúe la marcha 
del “Plan de Reconversión”, implementado por el Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura 'y Pesca a efectos del 
cumplimiento de la presente ley, y, al cabo del tercer año, 
se hará una evaluación global del mismo, en función de 
la cual el Poder Ejecutivo podrá extender por otros dos 
años la declaratoria de “Zona de Emergencia Nacional” 
prevista en el artículo 1% de esta ley, dando cuenta de 
ello al Parlamento. 


Art, 7%, — Comuníquese, etc. 


Reinaldo Gargano, Senador.” 


16) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Batalla, en el sentido de que se levante la sesión, 


(Se vota: ) 


—16 en 16. Afirm2tiva, UNANIMIDAD. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 43 minutos, presidiendo 
el doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Batalla, Capeche, Cassina, Cersósimo, Fá Robaina, Ferreira, 


Flores Silva, Forteza, Guntin, Martínez Moreno, Ortiz, Poz. 
zolo, Ricalgoni, Traer y Zumarán). 


Dr. ENRIQUE E. TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dn. Félix B. El Helou 
Secretarios 


Dn. Jorge Pelufío Etchebarne 
Director del Cuerpo de Taquigratos 


